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1.1 RESUMÉN:  
 
Los instrumentos de captura de plusvalías han cobrado en los últimos años, gran popularidad en los 
países Latinoamericanos como una medida para enfrentar problemas endémicos que afectan a las 
grandes ciudades de la región como: el explosivo crecimiento urbano, la segregación urbana, la 
creciente desigualdad económica, la falta de servicios públicos y transporte público, la falta de 
acceso al suelo y la vivienda, y la ocupación irregular del suelo. Impulsada por la necesidad de 
densificación y de “renovación urbana” de la ciudad, el municipio de Guadalajara Jalisco, es unas de 
las ciudades mexicanas que forman parte de esta tendencia. Para hacer frente a estas 
transformaciones urbanas, en los últimos 15 años de la ciudad ha resurgido un interés en los 
gobiernos municipales por la instrumentación de mecanismos de captura de plusvalía. Sin embargo, 
su efectividad está en entredicho y hace falta, por tanto, análisis empíricos que registren su cómo ha 
sido su diseño e implementación. 
Para centrar este análisis, haremos un estudio a profundidad de la evolución de 3 instrumentos de 
captura de plusvalía en el municipio Guadalajara. Basamos el análisis en el estudio del diseño e 
implementación de las Contribuciones Especiales por Obra Pública, las Contribuciones Especiales 
por Incremento del Coeficiente de Utilización del Suelo y las Trasferencias de Derechos de 
Desarrollo. El propósito es identificar los principales problemas de su diseño e implementación. Para 
situar los alcances de estos instrumentos revisamos algunas experiencias internacionales en el 
contexto de las ciudades latinoamericanas. Para acercarnos a una visión lo más cercana posible a 
la realidad sustentamos el análisis en entrevistas a profundidad semiestructuradas con actores que 
han participado en su diseño e implementación. Finalmente hacemos una serie de recomendaciones 
que podrían ser útiles para mejorar su diseño y potenciar su efectividad.  
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1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA /JUSTIFICACIÓN   
 
México, actualmente pasa por los que algunos expertos han caracterizado como “la crisis de las 
finanzas públicas”; según datos de la OCDE, la recaudación de impuestos en México es de las más 
bajas en la región representando solo un 19.5% del PIB. Peor aún, la recaudación por impuestos a 
la propiedad inmobiliaria, principal ingreso de los gobiernos locales, representa solamente 0.3 % del 
PIB. Esto ha resultado en la una enorme dependencia de los gobiernos municipales al financiamiento 
de los gobiernos federal y estatal y a un creciente endeudamiento. Esto ha obligado a algunos 
municipios mexicanos, aprovechando sus amplias facultades constitucionales, a desarrollar 
instrumentos creativos que permitan el financiamiento del desarrollo urbano, principalmente 
instrumentos de captura de plusvalías del suelo urbano.  
El Municipio de Guadalajara, Jalisco se ha sumado a esta tendencia y ha incorporado instrumentos 
de captura de plusvalías como la transferencia de derechos de desarrollo, la venta de derechos de 
desarrollo y las contribuciones por mejoras 
Guadalajara, como muchas ciudades latinoamericanas, se encuentra inmersa en una etapa de 
rápido crecimiento y metropolización, con una dinámica de simultánea de dispersión urbana y 
verticalización en las zonas centrales.  El municipio de Guadalajara, es el municipio central de la 
Zona Metropolitana de Guadalajara (en adelante ZMG) la cual se compone de 8 municipios 
(Guadalajara, Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, Tlajomulco de Zuñiga, el salto, Juanacatlán e 
Ixtlahuacán de los Membrillos) y que cuenta con 4 millones 796 mil habitantes (INEGI, 2017), 
colocándola como la segunda ciudad más grande de México.  
El municipio de Guadalajara, cuenta 1, 460, 148 habitantes (INEGI, 2017) un 33.4 % de la población 
total de la ZMG, y aunque es el municipio con mayor población de la ZMG, ha experimentado una 
pérdida paulatina de población en los últimos 17 años, debido a diversos factores dentro de los que 
se contemplan 1) el hecho de que el territorio municipal está casi completamente urbanizado, 2) el 
envejecimiento de la población, 3) el abandono de las zonas industriales , 4) el deterioro de los 
barrios y el aumento de la inseguridad, y  5) el aumento de los precios de suelo y la falta de vivienda 
asequible. Estas dinámicas han hecho evidente la necesidad de establecer políticas de renovación 
urbana, que permitan una mayor eficiencia en el uso del suelo dentro del municipio, propiciando  una 
mayor densidad, la ocupación de terrenos baldíos, líneas de transporte público masivo que hagan 
más eficiente la movilidad dentro del municipio y políticas de movilidad no motorizada, etcétera, pero 
más importante aún, han hecho evidente la necesidad de generar instrumentos para su 
financiamiento.  
En los últimos 15 años ha habido diversos intentos fallidos por regular estos cambios por medio de 
modificaciones a los instrumentos de planeación y a la normatividad local en materia urbana, de los 
cuales se destacan la creación de instrumentos de gestión urbana y captura de plusvalías, que 
permitirían la rehabilitación y la adecuación de la ciudad existente para permitir usos más intensivos 
del suelo, como la re-parcelación, la zonificación flotante por medio de áreas de gestión urbana 
integral, las contribuciones especiales por obras públicas, la transferencia de derechos de desarrollo,  
y un sistema de captura de plusvalías por medio de la “venta” de derechos de desarrollo llamado 
Incremento del Coeficiente de Edificación (ICUS).  
En esta tesis, aremos un análisis de la evolución de los instrumentos de captura de plusvalías en los 
últimos 15 años en la ciudad de Guadalajara Jalisco, identificando problemas y aciertos en su diseño 
e implementación por medio de análisis de experiencias internacionales y entrevistas a expertos.  
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Este estudio buscará evaluar estos instrumentos y generar una propuesta integral de instrumentos 
de captura de plusvalías que permita la rehabilitación y la densificación de la ciudad de Guadalajara, 
Jalisco, buscando favorecer un modelo de ciudad compacta y sostenible, tomando en cuenta las 
prospectivas de crecimiento, los incrementos de valor del suelo de la ciudad y las necesidades de 
inversión para renovar las infraestructuras urbanas. 
Figura 1: Ubicación del caso de estudio 
 
Fuente: Jpablo cad - Own work, CC BY 3.0, 
https://commons.wikimedia.org/w/index.php?curid=5521222 
1.2 ESTADO DEL ARTE   
 
El interés por los estudios sobre capturas de plusvalía en el contexto Latinoamericano ha ganado 
mayor importancia en los últimos años. No obstante, todavía las investigaciones académicas sobre 
este tipo de instrumentos urbanos son escasas, en particular en el contexto mexicano. En el caso 
que se aborda en este trabajo no fue fácil encontrar estudios que aborden el diseño e implementación 
de los instrumentos de capturas de plusvalías en Guadalajara. No obstante, para situar la 
investigación hemos tomado algunos informes y artículos académicos que nos ayudaron a ubicar 
tanto el contexto de estos instrumentos en la región como una parte relevante de la experiencia 
concreta en México y Guadalajara.  A partir de su revisión se identificó el ámbito en el cual esta 
investigación pretende contribuir con una nueva pregunta de investigación a los estudios sobre la 
cuestión.   
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En cuanto al caso Latinoamericano, el Lincoln Institute o Land Policy, a realizados diversos estudios 
respecto a la política de suelo y la captura de plusvalías en la región por los últimos 20 años, el más 
relevante por su actualidad y diversidad de casos de estudio es el libro electrónico titulado 
“Implementación de la Recuperación de Plusvalías en América Latina: Políticas e Instrumentos para 
el Desarrollo Urbano”, por Martim Smolka (2013), el cual hace un análisis de instrumentos selectos 
de captura de plusvalías en Latinoamérica, desde sus marcos legales y antecedentes históricos, 
hasta su implementación y desempeño. Los instrumentos que se revisan en este estudio las 
contribuciones por mejoras, la transferencia de derechos de desarrollo, la venta de derechos de 
desarrollo y el reajuste de tierras, subasta de derechos de desarrollo entre otros, provenientes de 
toda la región, incluyendo Colombia, México, Brasil, Brasil, Ecuador. El documento estima que la 
implementación de políticas e instrumentos de captura de plusvalías se ha ido diseminando 
creciendo en Latinoamérica en últimos años.  
En cuanto a la definición y aplicación de estos instrumentos en México, la Comisión Nacional de 
Vivivenda en conjunto con la Secretaria de Desarrollo Urbano publicaron en 2015  la “Guía para la 
Re densificación de la Ciudad Central” (CONAVI, 2010). Este documento a pesar de no ser un 
estudio académico sino una guía dirigida a autoridades municipales y estatales de México con el 
objeto de “brindar un conjunto de herramientas” para “crecimiento inteligente de las ciudades” 
(CONAVI, 2010, p.3), es muy útil para esta tesis ya que establece una serie de instrumentos fiscales 
y normativos que buscan facilitar el proceso de densificación, rehabilitación y reconversión de las 
ciudades centrales. La guía, presenta la descripción y objetivos de cada instrumento, casos análogos 
internacionales de los mismos, y recomendaciones para su implementación incluyendo las 
previsiones que deben hacerse a las normatividad local. Los instrumentos recomendados son, a) 
sobretasa a baldíos, b) contribución de mejoras, c) contribución por incremento del valor del suelo d) 
contribución por densificación, e) polígonos de actuación, f) transferencia de derechos de desarrollo, 
y, g) Intercambio de beneficios. 
Otro estudio útil para entender los instrumentos fiscales de captura de plusvalía en México es el texto 
“¿Se justifica la aplicación del impuesto a la plusvalía en México?”  por Manuel Perlo y Luis Zamorano 
(2001)”. En este estudio examina la situación de la captura de plusvalías en México desde el punto 
de vista fiscal. Analiza los diferentes tributos que gravan la propiedad inmobiliaria y su composición, 
es decir, la base gravable, la base impositiva, y el nivel de gobierno que lo aplica, además de los 
objetivos que persiguen, sus limitaciones y, sobre todo, identifica cuales de estos inciden de manera 
directa en la captura de plusvalías (Perlo y Zamorano, 2001, p.150). Además, presenta una serie de 
recomendaciones para mejorar la eficiencia de estos impuestos, para mejorar su claridad conceptual 
e identifican los riesgos de incurrir en una doble tributación si no se hace un diseño adecuado en la 
implementación de nuevos impuestos sobre las plusvalías (ibídem).  
Otro estudio de interés, es el reporte “Instrumentos para el Desarrollo Orientado al Transporte: hacia 
ciudades bajas en emisiones” publicado por ITDP: México y USAID (2015). El cual hace una revisión 
de la normatividad de los Estados de la Republica para identificar los instrumentos de gestión y 
financiamiento aplicables al desarrollo de las políticas Desarrollo Orientado al Transporte DOT. En 
este estudio, además de instrumentos de planeación y financiamiento, se identifican los estados con 
contribución de mejoras de obras públicas, contribución por plusvalías, áreas de cesión, 
transferencia de derechos desarrollo.  
Finalmente, el “Estudio para la recuperación de plusvalías de Guadalajara (México)” realizado por 
Centre de Política de Sòl i Valoracions de la universidad Politécnica de Cataluña, dirigido por  Blanca 
Arellano y Josep Roca (2013)  es otro documento central para esta investigación. El Objetivo de  este 
estudio es presentar una metodología para determinar el potencial transferible por medio de la 
transferencia de derechos de desarrollo, y determinar el valor del mismo. La metodología consiste 
en determinar los valores de repercusión de la zona, por medio de valores catastrales y valores de 
mercado de la zona, para luego extrapolar los valores de repercusión al número de metros cuadrados 
de aprovechamiento determinados por el planeamiento. Sin embargo, se encontró que en la gran 
mayoría de los caso las parcelas se encuentran sub edificadas con relación al planeamiento y se 
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optó por utilizar una medida de edificabilidad materializada a frente de calle. Este estudio es de suma 
relevancia uy puede ser muy útil para implementar una captura de plusvalías en el municipio de 
Guadalajara.  
 
1.3 OBJETIVOS Y PREGUNTA DE INVESTIGACION  
 
Pregunta de investigación:  
¿Cuáles han sido los problemas en el diseño y la implementación de los instrumentos de captura de 
plusvalía en Guadalajara, México? 
Objetivo general:  
Hacer un análisis del diseño y la implementación de los instrumentos de captura de plusvalías en 
Guadalajara, México con base en experiencias internacionales e integrar una propuesta para su 
implementación.  
Objetivos específicos:  
 Análisis conceptual y de experiencias internacionales de instrumentos de captura de 
plusvalías.  
 Hacer un análisis de los instrumentos fiscales, de gestión urbana, y de venta de derechos 
de desarrollo existentes en Guadalajara que tienen como objetivo el financiamiento del 
desarrollo urbano, densificación y rehabilitación de la ciudad central.  
 Integrar una propuesta de instrumentos de captura de plusvalías del suelo urbano para el 
municipio de Guadalajara, que permita financiar densificación y rehabilitación de la ciudad.   
Hipótesis1:  
H1. Los instrumentos de captura de plusvalías del municipio de Guadalajara, han fallado 
debido a deficiencias en su diseño e implementación, por lo que no permiten cubrir las 
necesidades de desarrollo urbano del municipio de Guadalajara. 
H2. Los instrumentos de captura de plusvalías, sobre todo los de venta por derechos de 
desarrollo, pueden ser una fuente de financiamiento para la rehabilitación urbana y el 
desarrollo urbano del municipio de Guadalajara. 
 
1.4 METODOLOGÍA 
 
Se trata de un caso de estudio, de orientación cualitativa, en el cual se analizaran a profundidad los 
instrumentos de captura de plusvalía que se han implementado en el municipio de Guadalajara, 
Jalisco, por medio de un análisis de fuentes documentales y normativas, y del análisis de información 
obtenida de fuentes directas por medio de entrevistas semi-estructuradas; esto con el objetivo de 
llegar a identificar fallos y aciertos en el diseño e implantación de dichos instrumentos y generar una 
propuesta integral para su implementación.  
                                                          
1 Como se explica en la sección de metodología, por las características del problema a investigar el 
objetivo de esta tesis es generar hipótesis más que comprobarlas. Sin embargo se ofrecen las 
siguientes hipótesis generadas en el protocolo de investigación. 
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La investigación se compondrá de tres partes principales: identificación, análisis y propuesta. En la 
primera parte: identificación, se ubicara el caso en su contexto teórico y se analizarán las últimas 
innovaciones en la materia por medio de experiencias internacionales y casos análogos, y se hará 
un análisis del contexto histórico y normativo de los instrumentos en particular. En la segunda parte, 
se hará un análisis/problematización de los instrumentos de captura de plusvalías en Guadalajara, 
se hará un análisis/interpretación de las entrevistas y se generaran conclusiones y recomendaciones. 
Finalmente, se generara una propuesta para la implementación de instrumentos de captura de 
plusvalías en Guadalajara.  
 
Figura 2: Desarrollo de la investigación 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
1.4.1 JUSTIFICACIÓN DEL “CASO DE ESTUDIO”  
 
El “caso de estudio” es un estudio a profundidad de un caso dentro de un universo de casos, por 
medio del cual se puede llegar a ciertas conclusiones sobre un fenómeno en concreto. Es un tipo de 
investigación que deriva de la investigación médica y psicológica, que permite hacer observaciones 
sobre individuos que presentan algún tipo de singularidad, Sigmund Freud famosamente baso su 
“teoría de la personalidad” en las observaciones derivadas de 24 casos de estudio (Gerring, 2009, 
pág.15). 
Gerring (2009, pág.17), establece que se pueden identificar como “caso de estudio” aquellas 
investigaciones que: “a) son de naturaleza cualitativa, b) tiene un número pequeño de muestras (N), 
c) son de  investigación holística y profunda, d) utiliza evidencia de tipo naturalista (observaciones 
del mundo real), d)  tratan de un tema de estudio difuso, e) emplean técnicas de triangulación en la 
investigación, f) investiga las propiedades de una sola observación; o g) que investiga las 
propiedades de un solo fenómeno, instancia o ejemplo”. Sin embargo, ninguna de estas 
características por si misma explica lo que es un caso de estudio, por lo que es necesario comparar 
las características de caso de estudios vs un análisis de varios casos, los cuales tienen cierta 
ventajas el uno sobre el otro dependiendo del tema que se quiera abordar (ibídem).  
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Tabla 1: Características del caso de estudio versus el estudio de varios casos. 
Caso de estudio Casos cruzados 
Objetivos de la investigación 
1. Hipótesis Generador Comprobador 
2. Validez Interna Externa 
3. Relaciones causales Mecanismos Efectos 
4. Enfoque Profundo Amplio 
Factores empíricos 
5. Universo de Casos Heterogéneo Homogéneo 
6. Fuerza causal Fuerte Débil 
7. Utilidad Rara Común 
8. Disponibilidad de
datos
Concentrada Dispersa 
Cuando comparamos un estudio de caso con un estudio que incluye diversos casos o de casos 
cruzados, podemos encontrar algunas diferencias; En cuanto a los objetivos de la investigación, por 
ejemplo, 1) encontramos que el caso de estudio busca general hipótesis mientras que el estudio de 
diversos casos busca comprobar hipótesis; 2) mientras que el caso de estudio tiene validez interna 
el estudio de diversos casos tiene una validez externa, es decir, aunque la representatividad del 
estudio de caso es generalmente débil para explicar el universo de casos, en un estudio de caso es 
más fácil establecer la veracidad de las relaciones causales dentro del caso; 3) el estudio de caso 
busca generar relaciones causales de los mecanismos para llegar de X a Y, mientras que un estudio 
de diversos casos esta direccionado a identificar los efectos de X sobre Y;  4) el enfoque de un caso 
de estudio es profundo, mientras que el estudio de diversos casos es amplio (Gerring 2009, pág. 37-
63). 
En cuanto a los factores empíricos, vemos que 5) el estudio de caso se aplica cuando el universo de 
casos es heterogéneo, mientras que en estudio de varios casos se aplica cundo se trata de un 
universo homogéneo; 6) como se estableció anteriormente , los estudios de caso tienen una mayor 
fuerza al explicar las relaciones causales dentro del mismo que el estudio de diversos casos, lo que 
implica que un solo caso puede probar que una teoría es incorrecta; 7) la variabilidad puede ser 
temporal o espacial, cuando esta es mínima la utilidad de los casos es mayor, y finalmente otra 
argumento a favor es que  8) la disponibilidad de los datos está concentrada en un solo lugar y no 
en varios (Ibídem).  
Para el universo de “los instrumentos de captura de plusvalías en México”, es evidente que la 
metodología del caso de estudio aplica, ya que:  
1) Existe gran heterogeneidad en los casos.
Los municipios en México están facultados para generar estos instrumentos, lo que ha generado 
una gran diversidad de instrumentos con diseños e implementaciones diversas en cada caso. 
Tamaño y capacidad  
2) Hay inestabilidad y falta de información con respectos a los Municipios.
Los municipios en México, no permiten la reelección por lo que hay un cambio de gobierno cada 
tres años. Los frecuentes cambios en la administración, planes de gobierno, prioridades y 
reglamentos, hacen que estos instrumentos se desarrollen en un escenario sumamente 
cambiante. Además, los municipios suelen ser desorganizados y opacos en cuanto a la 
información sobre la aplicación de los recursos obtenidos por medio de estos instrumentos.  
3) Hay un diseño e implementación específica a cada caso
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Debido a que cada municipio tiene características particulares y tienen gobiernos y/o sociedades 
con prioridades distintas, estos instrumentos pueden tomar una infinidad formas y aplicarse de 
acuerdo a los proyectos y rubros específicos en cada caso.  
4) Los antecedentes normativos e  histórico varían para cada caso y para  cada 
instrumento  
Estos instrumentos, como en el caso de Guadalajara, tienen antecedentes históricos y 
normativos, de los cuales echan mano porque la ciudadanía ya está familiarizada con los 
mismos. 
5) La gran complejidad en la aplicación de los instrumentos 
Los instrumentos de captura de plusvalía, sobre todo los de venta de derechos de desarrollo 
tienen infinidad de diseños, los cuales suelen ser complejos en cuanto al cálculo para su cobro, 
la distribución y aplicación de los recursos, los agentes que intervienen en la implementación.  
Por lo anterior y de acuerdo a clasificaciones de Gerring (2009), podemos concluir que por la 
naturaleza de este caso de estudio, la mejor forma de estudiarlo es por medio de un caso desde una 
perspectiva  sincrónica y diacrónica,  que deriva de un universo de casos homogéneo y cuyo 
propósito es generar hipótesis. Aunque, efectivamente se deberían añadir más casos similares, para 
poder llegar a cualquier tipo de conclusión sobre “los instrumentos de captura de plusvalía en 
México”.  
1.4.2 SELECCIÓN DEL CASO DE ESTUDIO  
 
Sin duda una la razón principal para tomar esa decisión fueron las restricciones de tiempo, y una 
cercanía personal al caso de estudio2, sin embargo como explicamos anteriormente la naturaleza y 
complejidad del tema de investigación llaman a un análisis detallado y profundo del problema.  
Aunque los estudios de caso, solo observen un solo caso dentro de un universo de casos, este debe 
de ser de naturaleza “cuasi-experimental” ya que aspira llegar a conclusiones útiles o incluso explicar 
un fenómeno (Gerring, 2009). Por lo cual es necesario hacer un análisis del universo que se intenta 
explicar, para justificar la aplicabilidad del caso de estudio y diseñar la investigación de maneara que 
los resultados sean aplicables al universo de casos.  
El universo al que se refiere el estudio son “los instrumentos de captura de plusvalías en México” 
cuya unidad minina de aplicación es el municipio. México cuenta con 2,445 municipios, los cuales se 
ubican en 32 estados de la Republica. Además de la Constitución y las leyes generales, cada uno 
de estos Estados tiene Leyes que determinan los instrumentos que pueden aplicarse en cada 
municipio, aunque es facultad de estos últimos aplicar los. Esto Genera una gran heterogeneidad en 
los instrumentos de captura de plusvalía que se aplican en cada municipio, los cuales además tienen 
nombres y diseños distintos.  
Sin embargo, son los estados los que deben proporcionar el andamiaje normativo para que los 
municipios puedan aplicar instrumentos de captura de plusvalías, por lo que el primer paso sería 
identificar los estados de la republica que establecen en sus leyes instrumentos de captura de 
plusvalía. La siguiente tabla muestra los instrumentos de captura de plusvalía que existen en cada 
estado de la república.  
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Tabla 2: Instrumentos de captura de Plusvalía estados de la república mexicana 
Instrumento Estados de la republica  Nivel  Norma  
Translación de dominio  Todos  Municipal  Art. 115 
constitucional  
ISR por compra venta de 
terrenos  
Todos Federal   
Contribuciones por 
Mejoras por obras 
públicas o por plusvalía  
Aguascalientes, Colima, 
Hidalgo, Jalisco, 
Michoacán, Morelos, 
Nuevo León, Quintana 
Roo, San Luis Potosí, y 
Tamaulipas.  
Estatal Leyes 
Estatales  
Transferencia o venta  de 
Derechos de Desarrollo 
Aguascalientes, Distrito 
Federal, Hidalgo, Jalisco, 
Michoacán, Querétaro, 
Sinaloa, Tabasco, 
Yucatán.  
Municipal  Leyes locales  
 
Fuente: elaboración propia basado en ITDP, 2015, pág. 53-54, 94-101 
Existen instrumentos de captura de plusvalía que son de aplicación general en todos o casi todos 
los municipios de la republica estos como por ejemplo la translación de dominio, este es un impuesto 
que grava la compra venta de terrenos y captura para el municipio un determinado porcentaje de 
este; el mismo caso se da con el Impuesto sobre la Rentra (ISR), que es un impuesto del gobierno 
federal que aplica sobre cualquier operación comercial incluyendo la compra venta de inmuebles. 
También, existe la contribución por mejoras, citada como uno de recursos fiscales que puede percibir 
el ayuntamiento para recuperar las inversiones en obra pública. Las contribuciones por mejora, por 
ser de carácter general, en teoría deberían de poder aplicarse en cualquier municipio, sin embargo 
no todos lo hacen.  
Algunos Estados han desarrollado legislación, que permite explícitamente la captura de plusvalías, 
mediante contribuciones especiales, ya sea por la valorización generada por una obra pública o por 
modificaciones en la normatividad urbana, estos permiten recuperar el valor por medio de un 
incremento en la boleta predial o gravando el incremento de valor a la hora de la compra-venta. Entre 
estos estados se encuentran: Aguascalientes, Colima, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Nuevo León, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, y Tamaulipas (ITDP 2015, pág. 53-54). 
En cuanto a la tercera categoría, Sistema Transferencia Derechos de Desarrollo se trata de 
instrumentos que buscan financiar el desarrollo urbano; es decir buscan financiar proyectos que aún 
no se han realizado bajo una lógica de captura de plusvalías, este tipo de instrumentos son más 
complejos en su diseño y por lo regular se aplican en ciudades más grandes con escases de suelo 
y una tendencia al desarrollo vertical. Los estados de la republica que cuentan con estos 
instrumentos son: Aguascalientes, Distrito Federal, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Querétaro, Sinaloa, 
Tabasco, Yucatán (ibídem). 
Como se observa en la tabla 1, Jalisco se encuentra entre uno de los casos paradigmáticos de 
aplicación de instrumento de captura de plusvalías en México. Además, el municipio de Guadalajara 
junto con Zapopan, han innovado a nivel nacional con la implementación de ICUS y CUS Max 
respectivamente, los cuales son una contribución especial por metro cuadrado de construcción 
adicional sobre un aprovechamiento básico, que se paga directamente al ayuntamiento sin 
necesidad de hacer una transferencia,  lo que amerita un análisis a profundidad.  
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1.4.3 ALCANCES  
 
Este estudio se enfoca en tres instrumentos de captura de plusvalía identificados en el municipio de 
Guadalajara: la Contribución por Mejoras de Obra pública, la Trasferencia de Derechos de Desarrollo 
(TDD), y los incrementos de los Coeficientes de Ocupación y Utilización del Suelo (ICUS e ICOS). 
No se consideran los impuestos como la translación de dominio, el predial y el ISR, por las siguientes 
razones:  
 Impuesto sobre la transmisión de bienes patrimoniales: Aunque es un gravamen sobre 
la compra venta de un predio, que cobra el gobierno municipal, no constituye una captura 
de plusvalías por ser un gravamen marginal en cuanto a la recuperación de plusvalía, pues 
solo representa un 2.5 y 3% del valor de la transacción. En otros países (España, Colombia, 
otros) existe el impuesto de plusvalías cuya base imponible el cambio de valor de un 
inmueble entre el momento de su adquisición y el momento en que se vende.  
 Impuesto sobre el valor de la Renta (ISR).  El ISR es un impuesto de carácter federal, 
sobre las transacciones de todo tipo incluyendo las compra-ventas de la propiedad 
inmobiliaria que representa un 16% del valor de la transacción. 
 Predial. El predial es un impuesto de carácter general cuyo propósito es la manutención de 
la administración pública municipal y la prestación de servicios públicos municipales. Existen 
casos (en otros países) en los que el impuesto predial puede considerarse una captura de 
plusvalía si este es lo suficiente robusto para capturar los incrementos sobre el valor del 
suelo, este no es  el caso del municipio de Guadalajara, ya que este representa una cuota 
anual de 0.147 del valor fiscal del predio, el cual ya se encuentra por debajo del precio de 
mercado. 
En cuanto polígonos de intervención especial identificadas como AGUIS, NEUS o PIUES, en los 
diferentes instrumentos las cuales se identifican en la sección 3.2.2., no se incluyeron en el 
cuestionario por no ser instrumentos de captura de plusvalía como tal, sin embargo en estas zonas 
tiene un gran potencial de captura, ya que se trata de áreas especiales para gestionar proyectos 
estratégicos y para  renovación urbana, y se hará mención de ellas en el análisis.  
 
1.4.4 ENTREVISTAS 
 
Para conocer la opinión de los expertos y de los actores que participaron en la generación de estos 
instrumentos, además de la opinión y punto de vista de los tomadores de decisiones de la 
administración actual. Se diseñó el siguiente cuestionario para realizar entrevistas semiestructuradas 
por medios electrónicos o por teléfono, con una duración de 30 a 40 minutos. El cuestionario, busca 
conocer la opinión del entrevistado en cuanto a la captura de plusvalías en general, la eficiencia en 
la implementación de los instrumentos de captura de plusvalías, su diseño actual y criterios para su 
mejora en Guadalajara. 
Cuadro 1: Cuestionario de los instrumentos de captura de plusvalías en el municipio de 
Guadalajara Jalisco. 
CUESTIONARIO: INSTRUMENTOS DE CAPTURA DE PLUSVALÍAS EN EL MUNICIPIO DE 
GUADALAJARA JALISCO 
DATOS DE IDENTIFICACIÓN 
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 Fecha, hora y lugar de la entrevista:  
 Nombre de la organización:  
 Nombre de la persona: 
 Cargo: 
 Fecha nacimiento:  
 Nivel de estudios:  
1. En este estudio, se definen los instrumentos de captura de plusvalía como aquellos que 
buscan “la movilización, para el beneficio de la comunidad, de parte o la totalidad del 
incremento del valor del suelo (plusvalías o ingresos inmerecidos) que ha sido generado por 
acciones ajenas al propietario, tales como inversiones públicas en infraestructura o cambios 
administrativos en las normas y regulaciones sobre el uso del suelo” (Smolka, 2013) ¿está 
usted de acuerdo con esta definición?  ¿agregaría algo a la misma? 
2. Este estudio se enfoca concretamente en 3 instrumentos de captura de plusvalía que se han 
implementado en el municipio de Guadalajara Jalisco, estos son: la contribución por mejoras, 
la trasferencia de derechos de desarrollo y el incremento del coeficiente de utilización de suelo 
(ICUS) los cuales definimos en este estudio como:   
 La Contribución de Mejoras: “es un tributo a cargo de personas físicas o morales, 
privadas o públicas, en el que se recaudan recursos entre un grupo de propietarios o 
poseedores de inmuebles que se benefician directamente de la valorización inmobiliaria 
proveniente de la realización de una obra pública” (CONAVI, 2010). Estas se contemplan 
en el Código Fiscal de la Federación artículo 2do sección III,  en la ley de Hacienda 
Municipal del Estado de Jalisco, artículo 4to  en donde aparecen como contribuciones 
especiales, y  en la Ley de Ingresos de Guadalajara a partir del 2013 como contribuciones 
especiales por obras públicas.  
 Transferencia de Derechos de Desarrollo: es el traspaso de derechos de desarrollo de 
zonas denominadas como generadoras que por sus condiciones físicas, históricas u 
ambientales no pueden hacer uso de su potencial de desarrollo y que pueden ser 
aprovechadas por zonas denominadas como receptoras (RZUG, 2016). Estas se 
establecen en el CAPÍTULO IV: De la Transferencia de Derechos de Desarrollo, del 
Código Urbano del Estado de Jalisco (artículos 168-174), en el Reglamento de 
Zonificación Urbana del Municipio de Guadalajara en los artículos 3ro, 4to y 24, y en el 
Reglamento del Programa de Redensificación de Inmuebles y Conservación del 
Patrimonio Cultural de Guadalajara.  
 Incrementos en el Coeficiente de Utilización y Ocupación del Suelo (ICUS) y (ICOS): 
son contribuciones especiales las cuales establecen un cobro por M2 adicional de 
construcción de acuerdo al límite máximo y mínimo que se establece en los planes 
parciales de desarrollo urbano (LIAG, 2017). Su aplicación se establece en la Ley de 
Ingresos del Ayuntamiento de Guadalajara 2017, CAPÍTULO II del artículo 36 al 38.  
¿Cree usted que estos cumplen con la definición de instrumentos de captura de plusvalía?  
¿Agregaría algo a estas definiciones? 
3. ¿Cree usted que más allá de contribuir a remediar los impactos urbanos de su proyecto, los 
desarrolladores inmobiliarios deben de contribuir de acuerdo al incremento de plusvalía del 
proyecto que se va a desarrollar? 
 
SOBRE LAS CONTRIBUCIONES POR MEJORAS  
4. Los valores del suelo suelen incrementar con el mejoramiento o construcción de nuevas obras 
de infraestructura, especialmente las de mayor impacto como las autopistas y transporte 
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público masivo ¿Cree usted que los propietarios de suelo deben financiar estas obras de 
acuerdo a los incrementos  que estas generaran en el valor del suelo?  
5. ¿Considera que el instrumento de contribución especial por obras públicas (contribución por 
mejoras)  ha resultado útil para la financiación de del desarrollo urbano en la ciudad de 
Guadalajara? ¿Conoce usted algún caso implementación exitosa de la contribución por 
mejoras ya sea en la ciudad, en el estado o a nivel nacional?  
6. ¿Considera que los propietarios beneficiados por las obras públicas deben solamente sufragar 
el costo de las obras, sufragar el costo de las obras y contribuir de acuerdo al incremento de 
valor de su propiedad, o solamente contribuir en base al incremento de valor en la propiedad?  
7. ¿Cómo cree que debería de diseñarse un instrumento de contribución por mejoras para 
mejorar las posibilidades de éxito en Guadalajara?  
 
SOBRE LOS INSTRUMENTOS DE VENTA DE DERECHOS DE DESARROLLO  
8. Entre la Transferencia de Derechos de Desarrollo y el Incremento por el Coeficiente de 
Utilización del Suelo ¿cuál considera que ha tenido un mejor diseño como instrumento de 
política pública y por qué?  
9. Según su experiencia ¿cuál de estos dos instrumentos considera que funciona mejor? ¿haría 
alguna recomendación para que estos instrumentos se aplicaran de mejor manera?  
10. Considera que los instrumentos de venta de derechos de desarrollo (ICUS, ICOS, TDD) deben 
de cobrarse:  
a) Con una cuota fija por metro cuadrado de construcción, independientemente de la zona 
de la ciudad se encuentre. 
b) Debería de calcularse conforme a los valores unitarios de suelo determinados por el 
catastro.  
c) De acuerdo a un estudio de mercado en donde se determine el valor futuro de cada metro 
cuadrado de construcción adicional. 
d) De acuerdo a una subasta pública del ayuntamiento o en el mercado de valores.  
¿Por qué?  
11. ¿Considera que los instrumentos de captura de plusvalías por venta de derechos de 
desarrollo, con base en el valor de suelo (es decir, se paga más por metro cuadrado en las 
zonas con más plusvalía de la ciudad y menos en las de menos plusvalía) serían aceptados 
por los siguientes grupos? ¿A quién cree que beneficiaria o afectaría?  
a) Desarrolladores inmobiliarios 
b) Los propietarios del suelo  
c) Las asociaciones de vecinos  
d) Los partidos políticos 
e) Los ciudadanos en general  
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12. ¿En qué rubro o rubros considera que se debería aplicar los recursos obtenidos de los 
instrumentos de captura de plusvalías por medio de la venta de derechos de desarrollo?  
a) Para la rehabilitación del patrimonio histórico de Guadalajara. 
b) En la protección y rehabilitación de los sitios de valor ambiental del municipio y el 
incremento de las áreas verdes.  
c) En la rehabilitación de la infraestructura urbana (vial, redes de agua, alcantarillado), la 
prestación servicios urbanos (recolección de basura, servicio de agua potable).  
d) En el desarrollo de vivienda de interés social dentro de la ciudad.  
e) Otro 
¿Por qué? 
13. ¿Cómo cree que debería de diseñarse un instrumento de captura de plusvalías por medio de 
la venta de derechos de desarrollo para mejorar las posibilidades de éxito?  
INSTRUMENTACION DE LA CAPTURA DE PLUSVALIAS  
14. ¿Cómo cree que deben interactuar o integrarse los instrumentos de captura de plusvalías con 
los instrumentos de planeación? ¿Cree, por ejemplo que los Planes Parciales debería incluir 
áreas especiales para su aplicación, o incluso proyectos y programas para la aplicación de los 
recursos obtenidos de estos instrumentos? 
 
REFERENCIAS  
Código Fiscal de la Federación  
Código Urbano del Estado de Jalisco 
CONAVI (2010) Guía para la Re densificación de la Ciudad Central. Ciudad de México, México.  
Reglamento de Zonificación Urbana de Guadalajara 
Smolka, Martim (2013). Implementing Value Capture in Latin America: Policies and Tools for Urban 
Development. Lincoln Institute of Land Policy. Extarido el 03 de Abril del 2016 de: 
https://www.lincolninst.edu/pubs/dl/2244_1581_Implementing_Value_Capture_in_Latin_America.
pdf. 
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CAPITULO 2: MARCO TEÓRICO, 
ANTECEDENTES Y EXPERIENCIAS 
INTERNACIONALES DE LA CAPTURA DE 
PLUSVALIAS DEL SUELO URBANO 
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2.1 MARCO TEÓRICO:  
 
2.1.1 PLUSVALIAS DEL SUELO URBANO  
 
HENRY GEORGE Y EL IMPUESTO ÚNICO SOBRE EL SUELO 
 
En 1880, motivado por los desmesurados incrementos en el precio de la tierra y las condiciones 
deplorables en las que vivían las familias pobres durante la industrialización, el economista 
estadounidense Henry George, propuso un impuesto del 100 por ciento sobre la renta de la tierra 
(O´sullivan, 2007, p. 150). El impuesto propuesto fue llamado el “impuesto único”, ya que de 
implementarse habría financiado a todos los niveles de gobierno de la época (ídem). George, 
argumentaba que este impuesto seria equitativo y eficiente; equitativo, ya que la renta de la tierra 
“está determinada por la naturaleza y la sociedad, no por los esfuerzos de los propietarios de la 
tierra” (ibídem, p150-151), y eficiente,  por que eliminaría los impuestos sobre las edificaciones, 
aumentando así la inversión en casas y edificios, y, redistribuiría los ingresos sin aumentar la 
cantidad de tierra (ibídem, 151). 
Sin embargo O´sullivan (2007, p.151) señala algunas críticas a la propuesta de George, que: 1) al 
confiscar la totalidad de las ganancias reduciría el valor del suelo a cero, lo que sería equivalente a 
que el gobierno confiscase la tierra, 2) si el valor de la tierra es cero, los propietarios lo abandonarían, 
dejando a los burócratas del gobierno a decidir sobre su usos, perdiendo así el incentivo económico 
para utilizar la tierra de la manera más eficiente; 3) sería muy difícil determinar el valor del suelo, y 
por consiguiente, determinar los impuestos que se deben de cobrar sobre el mismo (ídem), aunque 
concede que reducir o eliminar los impuestos sobre las edificaciones incentivaría en la inversión en 
casas y edificios (ídem).  
 
LA PLUSVALÍA INMERECIDA 
 
Martim Smolka, define el concepto de recuperación de plusvalías como la movilización “para el 
beneficio de la comunidad, parte o la totalidad del incremento del valor del suelo (plusvalías o 
ingresos inmerecidos) que ha sido generado por acciones ajenas al propietario, tales como 
inversiones públicas en infraestructura o cambios administrativos en las normas y regulaciones sobre 
el uso del suelo” (Smolka, 2013, p.2). Sin embargo, establece que “aunque todos los incrementos de 
esa clase son, esencialmente, ganancias inmerecidas” usualmente, las políticas de captura de 
plusvalías se enfocan principalmente a los incrementos generados por inversiones públicas y 
acciones administrativas tales como los cambios de uso de suelo, la permisibilidad de mayores 
densidades y el otorgamiento de permisos (ibídem, p.9).  
COMPONENTES DEL VALOR DE SUELO  
  
Según Furtado (2003, citado en Smolka, 2013, p.9) el valor del suelo se compone de los esfuerzos 
del propietario original y el valor resultado de dicho esfuerzo, más el valor añadido por los esfuerzos 
de otros agentes privados, los cambios en la dotación de derechos de desarrollo (valor potencial) y 
las inversiones en obras públicas. El resultado de esto es que existe un incremento de valor atribuible 
a los esfuerzos del propietario, otro atribuible a los esfuerzos de sus vecinos y otro más atribuible a 
las acciones públicas.  
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Figura 3.  Componentes del Valor del suelo 
 
Fuente: extraído de Smolka (2013, p.9). 
 
2.2 EXPERIENCIAS INTERNACIONALES DE LOS INTRUMENTOS DE CAPTURA DE 
PLUSVALIA 
 
La recuperación de plusvalías no es de ninguna manera una novedad, existen registros de usos de 
la valorización desde el antiguo imperio romano, con la que se financiaba la construcción de nuevos  
caminos y acueductos (Villamil 2000 citado en Smolka 2013, p.14). En los siglos XV y XVI, ya se 
aplicaban tasas a los beneficiarios de obras públicas en la Nueva España, en Inglaterra para la 
construir los canales de los ríos Lea y Támesis, y en Francia e Italia para la construcción de parques, 
carreteras y otras s obras públicas (Reyes 2000 citado en Smolka, 2013 pp. 14-15). Para 1801, 
aparece la figura de la contribución por mejoras por la Cámara de los Lords Británicos con el objetivo 
de financiar el desarrollo urbano (ibídem).  
 
Las contribuciones sobre la valorización, han sido útiles en esfuerzos de reconstrucción, como es el 
caso de Francia y Japón de después de la Segunda Guerra Mundial (ibídem). Otros instrumentos 
como el reajuste de tierras (Japón, Corea del Sur, Finlandia), el arrendamiento de tierras públicas 
(Hong Kong y Holanda), y los impuestos sobre el incremento del valor del suelo (Taiwán) han tenido 
una amplia y larga aplicación en países tanto occidentales como orientales (Smolka 2013, pp. 14-
15). 
 
Aunque ejemplos de la aplicación de estos instrumentos se pueden ver en un número importante de 
países, las legislaciones en materia de suelo de Inglaterra, Francia, España y Estados Unidos han 
tenido una mayor influencia en países Latinoamericanos.  
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Tal es el caso de la Town and Country Land Act de 1947 en Inglaterra, por medio de la cual se 
reconoció la dimensión interés público de los derechos de desarrollos (development right) y más 
adelante se estableció el cobro por estos derechos de desarrollo mediante leyes predecesoras, la 
Community Land Act de 1975 y la Land Tax Act de 1976 (Arellano y Roca, 2013). Este impuesto, se 
refleja como un cobro sobre el incremento de valor de la tierra derivado de su rezonificación (de rural 
a urbana por ejemplo) el cual se cobra junto con el impuesto predial o Land Tax (Smolka 2013, p.15) 
(Arellano y Roca, 2013). 
 
En Francia, destaca la Reforma Urbana de 1975, cuyos principales objetivos eran promover una 
mayor participación ciudadana en la planificación y reducir la inequidad social por medio de una 
mayor eficiencia en el control del suelo (Smolka 2013, p. 39). De esta deriva la figura Plafond Légal 
de Densité (techo de densidad), un instrumento que permite hacer cobros sobre los derechos de 
desarrollo que sobrepasan cierto límite. El límite después del cual suponía un cobro se fijó en un  1.5 
de coeficiente de utilización del suelo para Paris y de 1 para el resto del país (ibídem).  
 
La importancia crucial del Town and Country Land Act de 1947 y del Plafond Légal de Densité está 
en que por primera vez se hace una distinción entre la posesión suelo y el derecho a construir sobre 
el mismo, lo cual cobraría más importancia en las décadas subsecuentes caracterizadas por el 
crecimiento explosivo de las ciudades y la masificación de los rascacielos y automóviles gracias a 
los avances de la tecnología, en otras palabras, en el caso de Paris y Londres, el cobro por los 
derechos de desarrollo fueron una respuesta a las dinámicas de la ciudad moderna.  
 
En el caso de legislación Española, se establece la pauta para la recuperación de plusvalías desde 
1917, cuando aparecen las contribuciones especiales sobre obras públicas, el impuesto a solares 
no edificados para combatir la especulación, y el impuesto de plusvalías, el cual grava los incremento 
de valor a la hora de una compra venta (Arellano y Roca, 2013). La Ley de suelo de 1956, busco el 
retorno de las plusvalías generadas por la acción pública, mediante “la cesión obligatoria y gratuita 
de los suelos de uso público (viales, espacios libres y equipamientos), así como de financiación de 
la urbanización a cargo de los propietarios de suelo” (ibídem). Pero fue la Ley de suelo de 1976 la 
que “daría un definitivo paso adelante en la verdadera recuperación de plusvalías” mediante la cesión 
gratuita y obligatoria de un porcentaje del aprovechamiento obtenido por los procesos de 
urbanización (ibídem). Este porcentaje de cesión oscila entre un 5 y un 20 % del aprovechamiento; 
adicionalmente, los propietarios deben aportar la tierra necesaria para la provisión de servicios, las 
infraestructuras y los equipamientos, y absorber los costos correspondientes a la urbanización, los 
costos administrativos y un margen de ganancias  (Muñoz Gielen 2010 citado en Smolka 2013, p. 
15).  
 
En los Estados Unidos, aunque existe una robusta implementación del cobro de los impuestos sobre 
la tierra (property tax), la recuperación de plusvalías no se ha promovido explícitamente desde el 
nivel federal como en otros países. Sin embargo, desde los años 70’ una cuarta parte de las 
“jurisdicciones” de Estados Unidos, implementan impact fees (tasas de impacto) a los promotores 
inmobiliarios para sufragar la provisión de infraestructuras necesarias para los nuevos desarrollo, 
(Lawhon 2003, citado en Smolka 2013, p. 15).  Estas contribuciones, han sido de gran importancia 
para algunos condados, como en Florida en donde representan el 5% de los ingresos, o en el 
condado de Orange County en California, en donde esta contribución representa el 28% de los 
ingresos locales (Burge 2010 citado en Smolka 2013, pág.15).  
 
Sin embargo, la contribución más importante de la experiencia estadunidense viene de los Transfer 
Development Rigth, o Transferencia de Derechos de Desarrollo, por medio de los cuales en algunos 
condados de Estados Unidos, se ha logrado “compensar las minusvalías en función de las 
plusvalías” (Arellano y Roca, 2013), ofreciendo una alternativa a propietarios afectados por 
restricciones al desarrollo por conservación del patrimonio edificado o natural.  
 
Sin duda la Legislación Mexicana en materia de suelo y en particular a lo que corresponde a los 
instrumentos de capturas de plusvalías, guarda muchas similitudes con la legislación española, ya 
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que podemos encontrar desde hace muchos años las contribuciones por mejoras, impuestos de 
traslado de dominio, y cesiones obligatorias y exigencias a los desarrolladores sobre la urbanización.  
Sin embargo, algunas ciudades han adoptado, instrumentos de la tradición norte americana como la 
trasferencia de derechos de desarrollo, que se han aplicado con relativo éxito en la ciudad de México 
y en Guadalajara.  
 
Además, en los últimos años, algunas ciudades en México han dado un paso más allá, acercándose 
a la legislación francesa e inglesa al reconocer los derechos de desarrollo como un ente separado 
al suelo por el cual se puede cobrar y recuperar plusvalía para invertir en el desarrollo urbano. Sin 
embargo, estas innovaciones se acercan más a los modelos sentados por la legislación colombiana 
y brasileña.  
 
2.2.1 INSTRUMENTOS DE CAPTURA DE PLUSVALÍA EN AMÉRICA LATINA  
 
 
De acuerdo con Smolka (2013, p. 15), a nivel América Latina “los ejemplos más abarcadores y 
sistemáticos de legislación sobre recuperación de plusvalías” son la Ley 388 de 1997 o Ley de 
Desarrollo Territorial en Colombia, y la Ley 10.257 del 2001 o Estatuto de la Ciudad (Estatuto da 
Cidade) en Brasil. La legislación Colombiana, ha tenido más influencia en los países de la región, 
quizá por los ecos que esta hace de la legislación española y por ser más moderada en su exigencia 
de la plusvalía (entre un 30 y un 50 %),  mientras que la legislación brasileña, que es de influencia 
francesa, reclama hasta un 100% de la plusvalía (ibídem).  
2.2.1.1 EL MODELO COLOMBIANO  
La Ley de Desarrollo Territorial o ley 388 de Colombia, aprobada el 24 de julio de 1997, tiene sus 
antecedentes en las políticas promovidas por el economista Lachlin Curie, emisario del banco 
mundial y asesor de del gobierno nacional colombiano por más de 30 años, cuando la ciudad de 
Bogotá utilizo “contribuciones por valorización” para llevar a cabo proyectos de gran envergadura en 
los años 70´s (Doebele, 1998). Las leyes colombianas de desarrollo territorial de 1989 y 1981, cuyos 
estatutos se integran en la ley de 1997, siguen esta pauta y según William Doebele (1998),  “se 
encuentran entre los enfoques más integrales de la planificación urbana desde la ley británica para 
el control del desarrollo urbano promulgada en 1947 (British Town and Country Planning Act of 
1947)”.  
 
El artículo 73 de esta ley establece que las acciones públicas que producen una mejora en los usos 
de suelo urbano, incluyendo el desarrollo vertical, le dan al estado el derecho de participar en los de 
las plusvalías, o incrementos de valor generados en este (Smolka, 2013, p. 16). Los ciudadanos 
pueden participar de estas plusvalías bajo tres modalidades, 1)  el cambio de clasificación de la tierra 
de rural a urbana, 2) los cambios en la zonificación y los usos de suelo urbano y 3) el incremento de 
los aprovechamientos y o en la densidad de construcción (Smolka, 2013, Doebele, 1998). Los 
consejos municipales o distritales deben determinar la proporción de la recuperación de la plusvalía 
la cual se encuentra entre un 30 y 50 por ciento (Smolka, 2013, p. 16).  
 
Además, la Ley incluye otros preceptos relacionadas con la captura de plusvalías, como la subasta 
de tierra vacante para la construcción de vivienda social, el derecho de preferencia para el sector 
público a la hora de adquirir propiedades, la fijación de los precios de la tierra a precios anteriores al 
anuncio de un proyecto y el uso del reajuste de tierras en planes parciales (Smolka, 2013 p. 16). 
  
La Ley, ofrece varias opciones a las autoridades para ejercer la participación de las plusvalías, 1) 
por medio de pagos en efectivo, 2) por medio de la donación de tierras con un valor equivalente a la 
participación, 3) por medio de la donación de tierras localizadas en otras zonas urbanas, 4) 
asociándose con una entidad pública para la ejecución de un proyecto con un benéfico social  
equivalente a la participación, 5) mediante la ejecución de obras de infraestructura o equipamientos 
con valor equivalente, 6) mediante la cesión de los derechos de desarrollo derivados de la acción 
urbanística, de valor equivalente a la participación (Doebele, 1998 p. 206). 
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Los recursos provenientes de las participaciones deben destinarse a fines específicos, entre los que 
figura la compra de predios o inmuebles para las viviendas de interés social, obras de infraestructura 
para zonas desfavorecidas de la ciudad, en la generación de espacios públicos, en el transporte 
público masivo, en la ejecución de macro proyectos urbanos y programas de renovación urbana, en  
el pago de expropiaciones de inmuebles por interés social, o para fomentar la conservación del 
patrimonio histórico (ibídem). 
 
El elemento crucial para la aplicación de la participación de plusvalías, es definir el valor de las 
acciones y decisiones administrativas sobre las cuales se cobra la participación. Por esto, se 
encomendó al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, llevar a cabo los avalúos anteriores y posteriores 
a los cambios en los usos de suelo, para cada una de las categorías (Doebele, 1998, p. 206).  
 
Las participaciones deben de pagarse cuando el propietario solicita una licencia de construcción o 
urbanización, cuando hay una transferencia de dominio, cuando se cambia el uso de una propiedad, 
además, estas tasas deben de quedar asentadas en el registro público de la propiedad para 
garantizar el cumplimiento del pago (ibídem). 
 
Sin embargo, después de más de 20 años de la expedición de la ley 388, se han identificado algunos 
fallos en su implementación, notablemente en los avalúos que son la base para la participación de 
plusvalías, los cuales, se estiman en base a los instrumentos de planeación anteriores y no en base 
a lo que en realidad esta edificado en el predio, cediendo así de forma gratuita un potencial que no 
ha sido agotado (Maldonado Capello, 2008).  
 
 
2.2.1.2 EL MODELO BRASILEÑO 
 
El Estatuto brasileño de 2001, por su parte, incorpora varios principios relevantes a la recuperación 
de plusvalías que fueron establecidos previamente en el Artículo 182 de la Constitución de 1988. 
Estos incluyen la función social de la propiedad tal como se refleja en la aplicación del impuesto 
predial progresivo sobre tierra vacante; la separación entre los derechos de construcción y los 
derechos de propiedad; nuevos instrumentos como los Consorcios para Operaciones Urbanas, en 
que participan propietarios, residentes, usuarios e inversionistas privados en grandes áreas de la 
ciudad que necesitan transformaciones estructurales, financiando la renovación de estas áreas a 
través de plusvalías resultantes de la realización de diversas obras definidas en un proyecto de larga 
duración; el derecho a la primera opción de compra a los municipios que desean adquirir tierras; y el 
uso de la trasferencia de derechos de edificación (Smolka, 2013, p. 16). 
 
Brasil ha sido pionero en la región al implementar contrapartidas por derechos de construcción, las 
cuales  son instrumentos  basados en “la separación de los derechos de construcción y los derechos 
de propiedad” permitiendo a la autoridad recuperar los incrementos de valor que sobrepasan un 
límite básico.(Smolka, 2013, p. 39).  
 
Fuertemente influenciados por la reforma urbana francesa de 1975, expertos brasileños en 
planificación y derecho, se reunieron en Embu, en el estado de São Paulo en 1976 para determinar 
la legalidad de dicha separación y en 1983 se intentó infructuosamente introducir este concepto en 
una ley nacional (ibídem). Fue hasta el 2001, con el Estatuto da Cidade que se logró sentar en ley 
que los derechos adicionales de construcción son “patrimonio público” y “no debe ser otorgado a 
ningún ciudadano por encima de otros” (ibídem).  
 
El instrumento que regula los derechos adicionales de construcción es conocido como OODC 
(Outorga Onerosa do Direito de Construir), el cual “se basa en la idea de que el derecho del 
propietario está limitado a un coeficiente de aprovechamiento básico diferente de la capacidad 
máxima de soporte de un área según la infraestructura instalada o prevista, representada por el 
índice máximo de aprovechamiento” (Smolka, 2013, p. 42). El coeficiente de aprovechamiento, es la 
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relación entre el área de construcción y el área del terreno (ibídem), conocido en México como 
coeficiente de utilización del suelo (CUS) en México.  
Los aprovechamientos básicos y cobro por los excedentes de construcción se establecen por cada 
municipio y los aprovechamientos máximos son sentados en el Plan Director. Además, la autoridad 
también aplica cobros por cambios de uso de suelo, como la conversión de suelo de rural a urbano 
o la designación de usos comerciales (ibídem).
En Colombia, la participación por plusvalías es considerada un impuesto o contribución, mientras 
que la OOCD en Brasil es considerada una contraprestación, ya que en la legislación brasileña el “el 
derecho de construir no se considera como un componente inherente al derecho de propiedad raíz, 
sino como una modalidad de uso de la propiedad concedida por el poder público” (Rabello 2012, 
citado en Smolka, 2013, p.22). 
Una de las dificultades más importantes en la aplicación de instrumentos de “venta” de derechos de 
desarrollo en determinar su valor.  Existen varios métodos, pero en Brasil se calcula por lo general 
con el “método de la tierra virtual” el cual se explica en el siguiente ejemplo:  
“Siguiendo este método, un promotor interesado en un edificio de 750 m2 en una zona donde 
el coeficiente de aprovechamiento básico es 1 y el máximo es 3, podría, o adquirir un lote de 
750 m2, o uno de 250m2 y, comprar los derechos de construcción mediante OODC para 
construir los 500 m2 adicionales en el mismo terreno. Para obtener esta área adicional, el 
promotor estaría pagando el equivalente de dos lotes más de tierra con el coeficiente original 
o preexistente de 1, en la misma área que en que ahora el coeficiente máximo se elevó a
3.El valor básico del m2 de tierra en la zona, se obtiene de los mapas urbanos de avalúos
que se utilizan para propósitos de impuestos a la propiedad inmobiliaria” (Smolka, 2013, 
p.43).
Sin embargo, en la práctica, ante la complejidad de determinar estos valores, algunos ayuntamientos 
toman atajos calculando el cargo como un “porcentaje del costo unitario de edificación aplicado al 
área adicional a construir” (Nadal, Florianopolis), una tasa fija de un porcentaje (70% en Campo 
Grande) del valor estimado del incremento o un 50% del valor original de la propiedad (Salvador); 
incluso en algunos casos son definidos en base a una negociación política (Furtado et al. 2010 citada 
en Smolka, 2013, p. 43). 
Por lo anterior, algunos observadores han concluido que es necesario que desde la ley nacional  o 
por lo menos desde una ley supramunicipal, se fije el aprovechamiento básico y así “reducir la 
vulnerabilidad de las autoridades locales y el riesgo de que se sometan a los intereses inmobiliarios” 
(Smolka, 2013, p. 45). Además, un estudio cualitativo de Fernanda Frutado (2010 citado en Smolka, 
2013, p.45), encontró que “que muchas de las ciudades que habían declarado que aplicaban la  
OODC, en realidad confiaban en formulas indirectas u otros factores de ajuste para acomodar 
intereses locales (p. ej. Propietarios de suelo y promotores inmobiliarios), lo que resultaba apenas 
en ingresos simbólicos”.  
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3.1 BASES NORMATIVAS DE LA CAPTURA DE PLUSVALIAS EN MEXICO Y JALISCO  
 
3.1.1 BASES JURIDICAS 
 
Aunque la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no hace mención de la captura 
de plusvalías de maneara explicita, el artículo 27 constitucional, el cual establece los límites de la 
propiedad privada y la rectoría del estado sobre los recursos naturales como el agua y el petróleo, 
sienta también las bases captación de plusvalías (entrevista 6)3 . El artículo 27, en su párrafo primero 
establece que: “La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio 
nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir 
el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada”. Además, establece en su 
párrafo tercero:  
“La Nación tendrá en todo el tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las 
modalidades que dicte el interés público... en consecuencia, se dictarán las medidas 
necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, 
usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques a efecto de ejecutar obras públicas y 
de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros 
de población..." (Art. 27, CPEUM, 1917). 
El artículo 27 constitucional, establece claramente las bases para la planeación el ordenamiento 
territorial y la determinación de usos de suelo, pero además al declararse la “Nación” como 
propietario originario del suelo y de los recursos naturales, algunos argumentan que también puede 
considerarse como “dueño” de los derechos de construcción y las plusvalías generadas por la acción 
pública (entrevista 6).  
El artículo 115 constitucional, el cual dispone las facultades de los municipios, establece en su 
párrafo tercero que “los municipios administraran libremente su hacienda, la cual se formara de los 
rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que 
las legislaturas establezcan a su favor (…) estos, percibirán las contribuciones, incluyendo tasas 
adicionales, que establezcan los estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, 
división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de 
los inmuebles” (art. 115, CPEUM,1917).  
La nueva  Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
(en adelante LGAHOTyDU) fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre 
de 2016, y substituye a la Ley General de Asentamientos Humanos (LGHA) que data 1993. La 
LGAHOTDU, como su predecesora, establece las facultades de cada nivel de gobierno en materia 
de asentamientos humanos y desarrollo urbano. Algunas de las novedades de esta ley con respecto 
a la anterior son las directrices en torno a las áreas metropolitanas, el derecho a la ciudad, temas de 
género y una ampliación de las gratarías a la participación ciudadana en temas de planeación urbana 
y ordenamiento territorial.   
La LGAHOTyDU, además establece nuevos lineamientos relacionados con el financiamiento  
Como podemos ver, corresponde a las entidades federativas (Estados) y no a los municipios, 
modificar la legislación local, aplicar y promover las políticas, y establecer los criterios técnicos de 
las legislaciones fiscales, para que se puedan recuperar los incrementos en el valor de la propiedad 
inmobiliaria, es decir las plusvalías, generadas por la consolidación y el crecimiento urbano. Este 
enfoque difiere de la derogada LGAH, ya que en esta ley no se consideraban los incrementos de 
valor del suelo urbano como una fuente de financiamiento.  
                                                          
3 Este aspecto se discutió en la Entrevista con Gerardo González Herrera, ver Anexo 1.  
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En el CAPÍTULO TERCERO: ATRIBUCIONES DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, en el artículo 
10, la ley establece:  
“Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: 
XII. Emitir y, en su caso, modificar la legislación local en materia de Desarrollo Urbano que 
permita contribuir al financiamiento e instrumentación del ordenamiento territorial y el 
Desarrollo Urbano y Desarrollo Metropolitano en condiciones de equidad, así como para la 
recuperación de las inversiones públicas y del incremento de valor de la propiedad 
inmobiliaria generado por la consolidación y el crecimiento urbano; 
(…) 
XXI. Aplicar y promover las políticas y criterios técnicos de las legislaciones fiscales, que 
permitan contribuir al financiamiento del ordenamiento territorial y el Desarrollo Urbano, 
Desarrollo Regional y Desarrollo Metropolitano en condiciones de equidad, así como la 
recuperación del incremento de valor de la propiedad inmobiliaria generado por la 
consolidación y el Crecimiento urbano” (art.10, LGAHOTyDU, 2016).  
Como podemos ver, corresponde a las entidades federativas (Estados) y no a los municipios, 
modificar la legislación local, aplicar y promover las políticas, y establecer los criterios técnicos de 
las legislaciones fiscales, para que se puedan recuperar los incrementos en el valor de la propiedad 
inmobiliaria, es decir las plusvalías, generadas por la consolidación y el crecimiento urbano. Este 
enfoque difiere de la derogada LGAH, ya que en esta ley no se consideraban los incrementos de 
valor del suelo urbano como una fuente de financiamiento.  
La LGAHOTyDU, establece en su TÍTULO DECIMO: INSTRUMENTOS PARA EL 
FINANCIAMIENTO URBANO, en el artículo 88 de las disposiciones generales:  
Artículo 88. En términos de las leyes locales y federales aplicables, y sin perjuicio de lo 
previsto por la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, corresponderá a las autoridades de los distintos órdenes de gobierno la 
aplicación de mecanismos financieros y fiscales que permitan que los costos de la ejecución 
o introducción de infraestructura primaria, servicios básicos, otras obras y acciones de 
interés público urbano se carguen de manera preferente a los que se benefician directamente 
de los mismos. Así como aquellos que desincentiven la existencia de predios vacantes y 
subutilizados que tengan cobertura de infraestructura y servicios. Para dicho efecto, realizará 
la valuación de los predios antes de la ejecución o introducción de las infraestructuras, para 
calcular los incrementos del valor del suelo sujetos a imposición fiscal. 
El artículo 88 da pie a que se recuperen las plusvalías relacionadas con ejecución de obras públicas, 
para que sean financiadas por los propietarios beneficiadas de las mismas, la des- incentivación de 
predios vacantes y subutilizados por medio de instrumentos fiscales que podrán ser impuestos por 
los “distintos órdenes de gobierno”. Además, en el artículo 89 establece como deberán priorizarse 
los ingresos obtenidos de dichos mecanismos financieros, estableciendo:  
“Artículo 89. Los mecanismos a que alude el artículo anterior atenderán a las prioridades que 
establece la Estrategia Nacional y los planes y programas de Desarrollo Urbano aplicables, 
y podrán dirigirse a:  
I. Apoyar el desarrollo de acciones, obras, servicios públicos, proyectos intermunicipales y 
de Movilidad urbana sustentable;  
II. Apoyar o complementar a los municipios o a los organismos o asociaciones 
intermunicipales, mediante el financiamiento correspondiente, el desarrollo de acciones, 
obras, servicios públicos o proyectos en las materias de interés para el desarrollo de las 
zonas metropolitanas o conurbaciones definidas en esta Ley, así como de los proyectos, 
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información, investigación, consultoría, capacitación, divulgación y asistencia técnica 
necesarios de acuerdo a lo establecido en esta Ley, y  
III. Apoyar y desarrollar programas de adquisición, habilitación y venta de suelo para lograr
zonas metropolitanas o conurbaciones más organizadas y compactas, y para atender las 
distintas necesidades del Desarrollo Urbano, de acuerdo con lo establecido para ello en esta 
Ley y bajo la normatividad vigente para los fondos públicos” (LGAHOTyDU, 2016). 
La nueva LGAHOTyUD, establece de manera explícita, las bases para la recuperación de plusvalías, 
tanto por obras públicas como por la consolidación y el crecimiento urbano, sin embargo debido a 
que su aprobación es reciente, estos cambios no se han reflejado en la legislación urbana de nivel 
estatal y municipal.  
El Código Urbano para el Estado de Jalisco, es el instrumento que regula el  desarrollo  urbano a 
nivel estatal, fue aprobado en el 2008 y  su última actualización fue en octubre del 2015 (página del 
congreso del estado), por lo que aún no incluye algunas de las innovaciones echas por la LGAHyDU.  
Sin embargo ya contempla algunas disipaciones con respecto a la captura de plusvalías. El CUEJ 
establece en su artículo 187, TÍTULO SÉPTIMO DEL SUELO Y LAS RESERVAS TERRITORIALES, 
CAPÍTULO I: De las Políticas y Programas de Suelo y Reservas Territoriales, que:  
“Artículo 187. El Estado, los municipios y, en su caso, en coordinación con el Gobierno 
Federal, llevarán a cabo acciones en materia de suelo y reservas territoriales para el 
desarrollo urbano, con objeto de:  
I. Establecer y desarrollar una política integral de suelo urbano y reservas territoriales, 
mediante la promoción y el fomento de los sectores social y privado, así como para la 
programación de las adquisiciones y la oferta de tierra para el desarrollo urbano;  
II. El diseño y aplicación de instrumentos operativos, administrativos, fiscales y financieros
para la generación de suelo con infraestructura, equipamientos y servicios con oportunidad, 
calidad y precio que requieren el desarrollo urbano;  
III. Las acciones para regular el mercado de los terrenos y combatir la especulación
inmobiliaria, así como para revertir en favor de la sociedad las plusvalías generadas por el 
crecimiento urbano;  
IV. Reducir y abatir los procesos de ocupación irregular de áreas y predios, mediante la oferta
de tierra que atienda preferentemente, las necesidades de los grupos de bajos ingresos; y  
V. Fortalecer los catastros y registros públicos de la propiedad y la modernización de las 
haciendas municipales, promoviendo la actualización de los tributos relacionados con la 
propiedad inmobiliaria” (art. 187, CUEJ, 2009). 
Claramente la legislación estatal, establece una base contundente para la captura de plusvalías, ya 
que “remitir en favor de la sociedad las plusvalías del crecimiento urbano” como uno de los objetivos 
principales del desarrollo urbano.  
3.1.2. ASPECTOS FISCALES: CONTRIBUCIONES SOBRE LA PROPIEDAD INMOBILIARIA 
Según la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (2017), las contribuciones sobre la 
propiedad inmobiliaria son competencia de los gobiernos municipales. El artículo 115 Constitucional 
establece que “los municipios administraran libremente su hacienda, la cual se formara de los 
rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que 
las legislaturas establezcan a su favor (…) estos, percibirán las contribuciones, incluyendo tasas 
adicionales, que establezcan los estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, 
división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de 
los inmuebles” (art. 115, CPEUM,1917).  
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Los gobiernos municipales también están facultados para establecer cuotas o tarifas aplicables a 
“impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y 
construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad 
inmobiliaria” (CPEUM, DOF 23-12-1999) aunque estas quedan sujetas a la aprobación de las 
legislaturas estatales.  
Según estas bases constitucionales y de acuerdo a lo establecido en el Código Fiscal de la 
Federación (CFF, 1981), los municipios en México pueden acceder a tres tipos de contribuciones: 1) 
impuestos, 2) contribuciones de mejoras y 3) derechos (ITDP, 2015, pág. 51). De estos solamente 
los impuestos y las contribuciones por mejoras afectan a la propiedad inmobiliaria, ya que los 
derechos son contribuciones hechas en base a los servicios que proveen los gobiernos, como la 
recolección de basura, servicio de agua y alcantarillado, uso de mercados, etcétera (ídem). El código 
fiscal de la federación define:  
1) Impuestos: como “las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas 
físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma 
y que sean distintas de las señaladas en las fracciones II, III y IV de este Artículo” 
(CFF,1981).  
2) Contribuciones de mejoras: “son las establecidas en Ley a cargo de las personas físicas y 
morales que se beneficien de manera directa por obras públicas” (CFF,1981). 
3) Derechos: “son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los 
bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado 
en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos 
descentralizados u órganos desconcentrados cuando en este último caso, se trate de 
contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de Derechos. También 
son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por 
prestar servicios exclusivos del Estado” (CFF,1981). 
Cabe mencionar que en México por tratarse de una Federación, con gobiernos locales 
descentralizados, existe una amplia variedad de instrumentos fiscales que afectan la propiedad 
inmobiliaria y sus nombres y aplicación varían de acuerdo a cada entidad; sin embargo, podemos 
afirmar que los principales impuestos sobre la propiedad inmobiliaria a nivel local son:  
a) El impuesto predial “grava una propiedad o posesión inmobiliaria. Esta contribución deben 
pagarla todos los propietarios de un inmueble, ya sea vivienda, oficina, edificio o local 
comercial. La base del pago de este impuesto es el valor catastral” (Álvarez, 2013, citado en 
ITDP, 2015).  
b) impuesto sobre las transmisiones patrimoniales “Es objeto de este impuesto, el traslado del 
dominio, de la propiedad o de los derechos de copropiedad sobre bienes inmuebles, por 
cualquier hecho, acto o contrato, ya sea que comprendan el suelo, o el suelo y las 
construcciones adheridas a él, incluyendo los accesorios y las instalaciones especiales que 
pertenezcan al inmueble, siempre que se ubique en el territorio de los municipios que 
comprende el Estado, y que una misma operación no se grave dos veces” (Art. 112, Ley de 
Hacienda Municipal del Estado de Jalisco,1984) 
 
En cuanto a las contribuciones por mejoras estas han sido aplicadas a nivel local a manera de 
recuperar inversiones por obra pública y usualmente aparecen como un gravamen adicional en la 
boleta predial para los predios ubicados en las inmediaciones de la obra pública realizada. En 
muchos de los estados de la republica existen este instrumento aunque con diferentes nombres; 
Contribución especial de aumento de valor y mejoría específica de la propiedad (Michoacán), 
Impuesto sobre aumento de valor y mejoría específica de la propiedad (Nuevo león), Impuesto de 
plusvalía (San Luis Potosí), sin embargo son pocos los gobiernos locales que los aplican (ITDP, 
2015, p. 54).  
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En Jalisco, se ha adoptado la figura de contribuciones especiales, la cual aparece en la Ley de 
hacienda Municipal de Estado de Jalisco establece en su artículo primero que los municipios podrán 
percibir: “los ingresos derivados de los impuestos, contribuciones especiales, derechos, productos, 
aprovechamientos y participaciones”.  Los cuales define como: 
 Impuestos: “las prestaciones en dinero o en especie que fije la ley, con carácter general y 
obligatorio, a cargo de personas físicas, morales y unidades económicas, para cubrir los 
gastos públicos y demás obligaciones a cargo de los ayuntamientos” (art. 2, LHMEJ, 1984). 
 Contribuciones especiales: “las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente 
de la utilidad general, obtienen beneficios diferenciales particulares, derivados de la 
ejecución de una obra o de un servicio público” (art. 3, LHMEJ, 1984).  
 Derechos: “las contraprestaciones establecidas en la ley, por los servicios que presten los 
municipios en sus funciones de Derecho Público” (art. 4, LHMEJ, 1984).  
 Productos: “los ingresos que perciben los municipios por actividades que no correspondan 
a sus funciones propias de Derecho Público; así como por la explotación o venta de sus 
bienes patrimoniales, de dominio privado” (art. 5, LHMEJ, 1984). 
 Aprovechamientos: “Son aprovechamientos, los recargos, las multas y los demás ingresos 
de Derecho Público que perciban los municipios, no clasificables como impuestos, 
contribuciones especiales, derechos, productos y participaciones”(art. 6, LHMEJ,1984).  
 Participaciones: “las cantidades que los municipios del Estado de Jalisco tienen derecho a 
percibir, de los ingresos federales y estatales, conforme a las leyes respectivas y a los 
convenios de coordinación que se hayan subscrito, o se subscriban, para tales efectos” (Art. 
7, LHMEJ, 1984). 
 Aportaciones y donaciones: del gobierno federal o estatal para fines específicos a través 
de los diferentes fondos o convenios; y las aportaciones y donaciones de ´particulares 
destinadas a fines específicos (art. 7 Bis, LHMEJ, 1984).   
Como vemos en las definiciones anteriores, las “contribuciones especiales” se consideran 
equivalentes a las “contribuciones por mejora”, definidas por el Código Fiscal de la Federación. Son 
las “contribuciones especiales” las percepciones a las que se les puede atribuir la categoría captura 
de plusvalía, ya que se refiere a las “utilidad” derivada de una obra o servicio público, ampliando esta 
figura con respecto a la definición federal para que solo menciona las obras. Obras y servicios, podría 
abarcar los derechos de desarrollo o derechos construcción aunque no esté delineado 
explícitamente.  
Es importante distinguir que las contribuciones especiales, a diferencia de los otros ingresos están 
destinadas a objetivos específicos, según el artículo 9no de la Ley de Hacienda Municipal del Estado, 
están destinadas a objetivos determinados:  
“Artículo 9.- Todo ingreso que perciba el Municipio deberá integrarse al acervo común de la 
Hacienda Municipal. Sólo se destinarán a objetivos determinados las contribuciones 
especiales o la recaudación especial por cooperación” (LHMEJ, 1984).  
En cuanto a los instrumentos fiscales relacionados con la propiedad inmobiliaria en el Municipio de 
Guadalajara encontramos en la Ley de Ingresos del Ayuntamiento de Guadalajara 2017, 
encontramos:  
1) El impuesto predial, el cual se cobra de acuerdo a lo establecido en las tablas de valores 
unitarios del catastro. 
2) El impuesto sobre bienes patrimoniales, el cual se cobra por medio de una tarifa fija para 
diferentes rangos de precio, al que se le suma una tarifa tasa marginal sobre el excedente 
del límite inferior de cada rango entre un 2.5 y un 3.0 por ciento del valor de la transacción.  
3) Contribuciones de Mejoras por Obras Públicas: esta contribución busca financiar obras 
públicas por medio de un incremento en la boleta predial, el cual tendría como base el valor 
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recuperable el cual se calcula “teniendo como base el límite superior del monto de inversión 
realizado y como límite individual el incremento del valor del inmueble beneficiado tomando 
en cuenta el valor catastral de los predios antes de iniciada la obra, y el valor catastral fijado 
una vez concluida” (art 35, LIAG, 2017).  
4) Contribuciones especiales  por incremento en el coeficiente de utilización y ocupación 
del suelo (ICUS) y (ICOS), las cuales establecen un cobro por M2 adicional de construcción 
de acuerdo al límite máximo y mínimo que se establece en los planes parciales de desarrollo 
urbano, en cuanto ICOS solo se podrá incrementar en un 5%. El costo por metro cuadrado 
es de 500 pesos, para toda la ciudad por igual.  
5) Transferencia de Derechos de Desarrollo, es el traspaso de derechos de derechos de 
desarrollo de zonas denominadas como generadores que por sus condiciones físicas, 
históricas u ambientales no pueden hacer uso de su potencial de desarrollo y que pueden 
ser aprovechadas por zonas denominadas como receptoras.  
 
Tabla 3. Cuadro resumen del marco fiscal de los instrumento de captura de plusvalías en 
Guadalajara, Jalisco. 
Art. 115 constitucional Establece que las contribuciones sobre la 
propiedad inmobiliaria corresponden a los 
gobiernos municipales.  
Código Fiscal de la 
Federación  
Establece que los municipios pueden percibir 
impuestos, derechos y contribuciones por 
mejores.  
Ley de Hacienda 
Municipal del estado de 
Jalisco 
Los municipios pueden percibir impuestos, 
contribuciones especiales, derechos, 
productos, aprovechamientos y participaciones 
Ley de ingresos del 
Municipio de Guadalajara  
Contribución de Mejoras por Obras Publicas, 
Contribución especial por ICOS e ICUS, 
Transferencia de Derechos de Desarrollo 
(TDD).  
Fuente: Elaboración propia 
 
3.1.3 MARCO DE  LA PLANEACIÓN URBANA  
 
La planeación urbana en México se rige por el Sistema Nacional de Planeación, este sigue una clara 
jerarquía a partir del Gobierno Federal que establece sus programas de gobierno a nivel general y 
sectorial cada 6 años. Los planes generales son el Plan Nacional de Desarrollo, Planes Estatales de 
Desarrollo y los Planes Municipales de Desarrollo, estos obligatorios y se elaboran al inicio de cada 
administración y establecen las estrategias y proyectos de cada gobierno. Los planes sectoriales, 
pueden elaborarse o no dependiendo de las prioridades del gobierno en turno y van por sectores de 
la administración pública como: Infraestructura, Desarrollo Social, Agricultura o Desarrollo Urbano 
etc. A partir del Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Vivienda se deriva un Programa Estatal 
de Desarrollo Urbano y el Programa Municipal de Desarrollo Urbano. 
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El sistema de planeación para el ámbito urbano, a nivel nacional se establece en LGAHOTYDU, la 
cual establece los siguientes:  
“Artículo 23. La planeación y regulación del Ordenamiento Territorial de los Asentamientos 
Humanos y del Desarrollo Urbano de los Centros de Población, se llevarán a cabo 
sujetándose al Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, a 
través de:  
I. La estrategia nacional de ordenamiento territorial;  
II. Los programas estatales de ordenamiento territorial y Desarrollo Urbano;  
III. Los programas de zonas metropolitanas o conurbaciones;  
IV. Los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano, y 
V. Los planes o programas de Desarrollo Urbano derivados de los señalados en las 
fracciones anteriores y que determinen esta Ley y la legislación estatal de Desarrollo 
Urbano, tales como los de Centros de Población, parciales, sectoriales, esquemas de 
planeación simplificada y de centros de servicios rurales”. 
 
Sin embargo el artículo 78 del Código Urbano, Establece que el sistema estatal de planeación 
desarrollo urbano el cual establece varias categorías de instrumentos de planeación:  
“Artículo 78. El Sistema Estatal de Planeación para el Desarrollo Urbano se integrará por un 
conjunto de programas y planes articulados entre sí, organizados de la siguiente manera: 
I. Programas de Desarrollo Urbano: 
a) Programa Estatal de Desarrollo Urbano; 
b) Programas Municipales de Desarrollo Urbano; y 
c) Programas de Desarrollo Metropolitano; 
II. Planes de Referencia: 
a) Planes Regionales de Integración Urbana; 
b) Ordenamiento Ecológico Regional del Estado; y 
c) Planes de Ordenamiento Territorial Metropolitano; y 
III. Planes Básicos de Desarrollo Urbano: 
a) Planes de Desarrollo Urbano de Centro de Población; y 
b) Planes Parciales de Desarrollo Urbano” (art. 78, CUEJ, 2009). 
 
El código urbano hace una distinción explicita entre los instrumentos de planeación, cuando estas 
se denominan “planes” o “programas”, siendo el propósito primordial de los planes establecer la 
política urbana y definiendo los “objetivos y metas que se pretenden alcanzar en el tiempo” (artículo 
79), mientras que los planes, ya sean básicos o de referencia, tienen como objetivo “desarrollar” el 
componente estratégico acción e intervención gubernamental para lograr dichas metas. En  todo 
caso son los “planes” los que contienen un zonificación, que ordena y regula el territorio, y debe ser 
siempre congruente con los planes de nivel superior.   
 
 
Tabla 4: Instrumentos de planeación aplicables al municipio de Guadalajara según el sistema estatal 
de planeación.  
ESCALA PROGRAMAS PLANES PLANES Y 
PROGRAMAS 
VIGENTES 
Federal  Programa Nacional 
de Desarrollo 
Urbano  
  Programa Nacional 
de Desarrollo 
Urbano y Vivienda 
(2013-2018) 
Estatal  Programa Estatal 
de Desarrollo 
Urbano 
  Programa Estatal 
de Desarrollo 
Urbano (2013) 
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  Programas de 
Desarrollo 
Metropolitano 
  N/E 
    Plan de 
Ordenamiento 
Territorial 
Metropolitano  
Plan de 
Ordenamiento 
Territorial 
Metropolitano (abril 
del 2016)  
Municipal 
/Local  
 Programa 
municipal de  
Desarrollo Urbano 
(PMDU)  
  Programa Municipal 
de Desarrollo 
Urbano (2017) 
    Plan de Desarrollo 
Urbano de Centro 
de Población 
(PDUCP)  
Plan de Desarrollo 
Urbano de Centro 
de Población  
(2017) 
    Planes Parciales de 
Desarrollo Urbano 
(PPDU)   
Sometidos a 
consulta pública en 
junio del 2017 
 
Fuente: elaboración propia según el código urbano del estado de Jalisco. 
El Plan de Desarrollo de Centro de Población y los Planes Parciales de Desarrollo Urbano, son de 
naturaleza normativa y pueden actualizarse cuando la autoridad, apoyada por el cabildo, decida que 
es necesario. Los instrumentos de planeación urbana municipal en Guadalajara, Jalisco, según el 
Código Urbano para el Estado de Jalisco se definen como:   
 Programa Municipal de Desarrollo Urbano (PMDU): Según el código urbano del estado de 
Jalisco es “el documento rector que integra el conjunto de políticas, lineamientos, 
estrategias, reglas técnicas y disposiciones, encaminadas a ordenar y regular el territorio de 
cada municipio, mediante la determinación de los usos, destinos y reservas de áreas y 
predios, para la conservación, mejoramiento y crecimiento de los mismos” (art. 94, CUEJ, 
2009). 
 Plan de Desarrollo Urbano de Centro de Población (PDUCP): que es “el conjunto de 
políticas, lineamientos, estrategias, reglas técnicas y disposiciones, en congruencia con el 
programa municipal, referidas a un centro de población determinado, tendientes a promover 
el desarrollo sustentable de su territorio” (art. 114, CUEJ, 2009). 
 Los Planes Parciales de Desarrollo Urbano (PPDU): “tienen por objeto: I)Precisar la 
zonificación de las áreas que integran y delimitan el centro de población; II) Regular las 
acciones de conservación, mejoramiento y crecimiento previstas en los programas y planes 
de desarrollo urbano; III)Determinar los usos y destinos que se generen por efecto de las 
acciones urbanísticas; IV) Precisar las normas de utilización de los predios y fincas en su 
área de aplicación; V) Regular en forma específica la urbanización y la edificación, en 
relación con las modalidades de acción urbanística; VI) Determinar las obligaciones a cargo 
de los titulares de predios y fincas, derivadas de las acciones de conservación, mejoramiento 
y crecimiento; y VII) El establecimiento de indicadores a fin de dar seguimiento y evaluar la 
aplicación y cumplimiento de los objetivos del plan” (art. 120, CUEJ, 2009). 
El Programa Municipal de Desarrollo Urbano y el Plan de Desarrollo de Centro de Población, en 
términos prácticos y para el caso concreto de Guadalajara,  son casi lo mismo, ya que el PMDU está 
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ideado para ordenar un territorio con áreas agrícolas y con varios centro de población, para cada 
uno de los cuales aplicaría un plan de centro de población; Guadalajara se encuentra completamente 
urbanizado por los que el usos de ambos instrumentos puede ser un poco redundante. Por esta 
razón, el municipio de Guadalajara cuenta con un PMDU y un solo PDUCP. En cuanto a los planes 
parciales, estos están organizados en 7 zonas del municipio, las cuales se encuentran a su vez, 
divididas en sub-distritos, a cado uno de los cuales corresponde un Plan Parcial.  
En cuanto a los instrumentos urbanos de naturaleza metropolitana, según el Código Urbano del 
Estado de Jalisco, Guadalajara debe contar con un Programa Desarrollo Metropolitano de Urbano y 
un Plan de Ordenamiento Territorial Metropolitano los cuales deberán ser elaborados por el instituto 
metropolitano de planeación IMEPLAN y aprobados por su consejo directivo, compuesto de los 
presidentes municipales de los municipios que conforman el área metropolitana.  
El Programa Metropolitano de Desarrollo (PMD), en su carácter programático deberá establecer los 
lineamientos de las  políticas urbanas y estableciendo objetivos y metas, mientras que el Plan de 
Desarrollo Urbano de Centro de Población (PDUCP), debe de establecer las estrategias estipuladas 
por el programa.  
“Artículo 81. Los planes de referencia serán documentos de consulta obligada por los 
municipios en el proceso de formulación, aprobación, aplicación y cumplimiento de los 
planes básicos de desarrollo urbano. Respetando la autonomía municipal, estos documentos 
definirán lineamientos generales de ordenamiento territorial en la materia que corresponde 
a cada uno de los tres planes, para garantizar la congruencia, la integralidad, la 
sustentabilidad, la visión de largo plazo y la racionalidad de la política urbana estatal y 
municipal” (CUEJ, 2009). 
A pesar de que los instrumentos de planeación deben de seguir la jerarquía establecida por la leyes 
de desarrollo urbano que hemos revisado en  los instrumentos de planeación  
Los instrumentos de captura de plusvalías como la transferencia de derechos de derechos de 
desarrollo y los incrementos por coeficientes de ocupación o de utilización del suelo, están ligados a  
los instrumentos de planeación por los que conviene revisar algunas disipaciones nociones básicas 
de cómo se aplican los instrumentos en Jalisco.  
Los instrumentos de planeación municipal tienen dos tipos de zonificación, la zonificación primaria y 
zonificación secundaria. La zonificación primaria que determina la clasificación del suelo, y en ella 
se determina a grandes rasgos las zonas urbanizables, no urbanizables, las zonas de conservación 
y crecimiento. Existe cierto debate todavía sobre a qué instrumento corresponde determinar la 
zonificación primaria, algunos consideran que debería de establecerse en el PDUCP y otros que 
corresponde al POTMet, ya que en este instrumento pueda controlar las zonas de crecimiento de la 
ciudad por sobre los municipios para evitar la expansión urbana (entrevista 3).  
En cuanto a la zonificación secundaria, esta establece los usos de suelo, el aprovechamiento de los 
predios específicos, determinados en un plan parcial, Además en esta se establece las Normas de 
Control de la Urbanización y Edificación. Enseguida se muestra las defunciones que aparecen en el 
Reglamento de Gestión:  
“LIX. Zonificación Secundaria: Derivada de la Zonificación Primaria, es la determinación o 
utilización particular del suelo y sus aprovechamientos de áreas y predios comprendidos en 
el plan parcial; complementándose con sus respectivas matrices de utilización del suelo y 
Normas de Control de la Urbanización y Edificación presentes en este reglamento” (art. 2 , 
RGIMG, 2017). 
“LIX. Zonificación Secundaria: Derivada de la Zonificación Primaria, es la determinación o 
utilización particular del suelo y sus aprovechamientos de áreas y predios comprendidos en 
el plan parcial; complementándose con sus respectivas matrices de utilización del suelo y 
40 
Normas de Control de la Urbanización y Edificación presentes en este reglamento” (art. 2 , 
RGIMG, 2017). 
El aprovechamiento “urbanístico” en el caso de estudio, se determina mediante las normas de control 
de la urbanización y edificación, las cuales las dimensiones que puede tomar la edificación en un 
terreno en particular, dependiendo de  la zona estas restricciones pueden establecer restricciones 
frontales, laterales, cocheras etcétera; pero como mínimo deben de tener el COS, el CUS, y el IDE, 
2017 los cuales según el RGUIG, se definen como: 
“XII. Coeficiente de Ocupación del Suelo: El factor que, multiplicado por el área total de un 
Predio, determina la superficie de desplante edificable” (art. 2 , RGIMG, 2017). 
“XIII. Coeficiente de Utilización del Suelo: El factor que, multiplicado por el área total de un 
Predio, determina la superficie edificable; excluye de su cuantificación las áreas ocupadas 
por sótanos” (art. 2 , RGIMG, 2017). 
“XXX. Índice de Edificación: Factor que determina la cantidad máxima de unidades privativas 
o de viviendas que pueden ser edificadas en un mismo Predio, en relación a su superficie;
(Esta reforma fue aprobada en sesión ordinaria celebrada el 07 de abril de 2017 y publicada 
el 24 de abril de 2017 en el Suplemento de la Gaceta Municipal” (RGIMG, 2017). 
Es así que el Coeficiente de Ocupación del Suelo (COS), establece el desplante, el Coeficiente de 
Utilización del Suelo (CUS) establece la altura y el Índice de Edificación (IDE) establece el número 
de viviendas o habitaciones que se pueden edificar en un predio.  
3.2 INTRUMENTOS DE CAPTURA DE PLUSVALIAS EN GUADLAJARA JALISCO 
3.2.1 ANTECEDENTES  
Según Esteban Wario (2004, pág. 103 -105) existen en Guadalajara, antecedentes de instrumentos  
de captura de plusvalía desde 1940, cuando el entonces gobernador Silvano Barba Gonzales, 
implemento un sistema de participación de particulares para el financiamiento de la renovación de 
las líneas de agua potable y alcantarillado. Después, en 1947 se estableció una figura llamada “obras 
por plusvalía”, mediante la cual se financiaban obras de infraestructura cobrando un impuesto 
especial a los predios colindantes a dicha obra “cuyo monto se calculaba sobre las estimaciones del 
incremento en el plusvalor que tendrían estos predios” (Ibídem).   
Por medio de esta figura se financiaron 48 obras de infraestructura entre 1948 y 1981, por más de 
900 millones de pesos (46 millones de euros), entre ellas las aplicaciones de las avenidas Juárez y 
16 de septiembre en el corazón de la ciudad (ibídem).Consejo de colaboración, compuesto de 
empresarios en algún momento llegaron a manejar más presupuesto que  el mismo ayuntamiento 
(entrevista 2).  
Tabla 5: Obras de Plusvalía en Jalisco 1948-1981 
NOMBRE DE OBRA AÑO 
MONTO DE 
INVERSIÓN 
1 Ampliación de Avenida Juárez 1948 6000000 
2 
Ampliación 16 de septiembre y 
Alcalde  
1949 7430000 
3 Plaza de la Bandera 1950 1000000 
4 Ampliación calle Tolsá 1950 4040000 
5 Lagos de Moreno 1952 63427.1 
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6 Av. Niños Héroes 1955 3560000 
7 Zona Industrial  1955 1500000 
8 
Prolongación calle Gómez 
Mendiola   
1955 193789.7 
9 
Urbanización de la Avenida 
Lafayette  
1955 1181625.6 
10 Glorieta Minerva  1955 2447246 
11 Fco. Javier Mina  1956 1250000 
12 Av. Circunvalación  1956 12149982.8 
13 8 de Julio  1959 976020.1 
14 Colector Atemajac  1958 712798.5 
15 Alcantarillado Puerto Vallarta  1958 15000000 
16 Av. Washington  1958 750000 
17 Calle Turín  1959 838644.9 
18 Ciudad Guzmán  1960 3512479.5 
19 Sixto Gorjón (Tequila, Jalisco)  1960 13796525 
20 Prolog. Avenida Vallarta   1960 954193 
21 Manzana 30-A 1961 3805696 
22 Munguía 1962 5719398 
23 Jesús Gracia  1963 40238 
24 Ampliación  1966 8639700 
25 Calle Campeche 1963 123334 
26 Hidalgo  1964 1010477 
27 Calle Tepic  1964 16269988 
28 Abundiz 1966 2147293.3 
29 Calzada Mariano Otero  1966 12419331.80  
30 
A.      Obregón y Madero en 
Arandas  
1967 35199075.9 
31 Catalán  1966 38702705.5 
32 Plaza Cívica Tepatitlán  1967 23418747.3 
33 Manuel Acuña  1968 26332485.3 
34 Los Ángeles  1969 8162395 
35 Av. La Paz  1969 12419331.8 
36 Av. México  1969 35199075.9 
37 Calzada de las Torres Poniente  1969 38702705.5 
38 Calzada Gobernador Curiel  1969 23418747.3 
39 Glorieta Ignacio L. Vallarta  1972 8162395 
40 Los Ángeles 1969 12419331.8 
41 Av. Universidad (Patria)  1969 13662498.1 
42  Calzada de la Torres Centro  1972 22509994.1 
43 Escobedo –Moro- Mezquitán  1973 231619718 
44 Calzada Torres Oriente  1973 24442100.3 
45 Prolongación Ave. Las Américas 1973 31805034.2 
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46 Ingreso Avenida López Mateos  1980 80372638.4 
47 Prolongación Ave.  1980 125672521 
48 Calle República  1981 67516786.2 
TOTAL DE INVERSIÓN  974,851,143 
Fuente: elaboración propia con dato de  (Wario, 2008) 
 
En 1995, aparece la Transferencia de Derechos de Desarrollo en el Reglamento de Zonificación del 
estado de Jalisco, aunque no se aplica en el Municipio de Guadalajara hasta la expedición del 
Reglamento del Programa de Re densificación de Inmuebles y  Conservación del Patrimonio Cultural 
en el 2002 el cual establece las reglas de operación para la transferencia de derechos de desarrollo 
en el municipio.  
En el 2003, se actualizan los Planes Parciales de Desarrollo Urbano del menipeo utilizando esta 
figura. En ellos se incluyen áreas generadoras y receptoras para la aplicación de las transferencias 
de derechos de desarrollo. Durante los próximos años, la transferencia de derechos se aplicó con 
éxito en el ámbito de las áreas generadoras  (RIU, Punto Sau Paulo, ETC), sin embargo en las áreas 
receptoras solo se generaron algunos proyectos.  
El  2008 se aprobaron dos planes parciales en el entorno del Hospicio Cabañas, con motivo de la 
declaratoria de esta inmueble como patrimonio histórico de la humanidad por la UNESCO en donde 
se incluían áreas generadoras de Derechos de Desarrollo.  
El 12 de septiembre del 2008, se abroga La Ley de Desarrollo del Estado de Jalisco y aparece el 
Código Urbano del Estado de Jalisco, en el aparecen las trasferencias de derechos de desarrollo 
entre otros instrumentos de gestión.  
En el 2011, se hace otro ejercicio de actualización de los planes parciales de desarrollo urbano pero 
solo se aprueban los planes de las Zonas 3, 4, 5, 6 y7. Dejando  fuera Providencia, el Country, 
Colomos la Colonia Moderna y el centro histórico de la ciudad) en otras palabras dejando fuera las 
zonas más plusvalizadas de las ciudad. Los planes del 2011 se caracterizan por incluir derechos de 
desarrollo sumamente altos, permitiendo en efecto la verticalización de toda la ciudad sin un pago o 
contribución adicional. Sin embargo al no ser aprobados los planes parciales de las zonas 1 y 2, las 
zonas más apetecibles de la ciudad, tienen aún muchas restricciones para los edificios en altura, lo 
que genera la construcción de “edificios chuecos” o edificios construidos por medio de Amparos 
otorgados por los tribunales estatales, una dinámica que sigue danto a la fecha.  
El junio del 2014, se consolida el Instituto Metropolitano de Planeación  (IMEPLAN) para el Área 
Metropolitana Guadalajara, con la primera reunión de la junta de Gobierno, aunque su fundamento 
legal se establecía desde el 2011 en la Ley de Coordinación Metropolitana del Estado de Jalisco 
(IMEPLAN, página). 
En 2015, de nuevo se actualizan los instrumentos de planeación (PMDU, PDUCP y PPDUs),  y en 
estos documentos se incluyen algunas figuras novedosas de gestión de la ciudad como: el ICUS, el 
desdoblamiento de lote familiar, determinan polígonos para las AGUIS y el uso H5-V. Sin duda la 
mayor innovación que surgió de estos ejercicios de actualización fue la incorporación del Incremento 
al coeficiente de utilización del suelo ICUS, el cual se trajo del Municipio vecino Zapopan,  en donde 
es conocido como CUS MAX. Los Planes Parciales del 2015 son impugnados por la Procuraduría 
de Desarrollo Urbano del Estado, por lo que son suspendidos de manera indefinida, Sin embargo el 
Reglamento de Zonificación Urbana del Municipio de Guadalajara (2015) sobreviven el ICUS, 
Contribución por Mejora de Obra Pública, y Transferencia de Derechos de Desarrollo.   
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En Junio del 2016, el IMEPLAN publica el Plan de Ordenamiento Territorial Metropolitana POT met, 
el cual incluye lineamientos, estrategias y regulaciones que deben ser cumplidos por todos los 
municipios de la zona metropolitana.  
Se aprueba la Nueva Ley General de Asentamientos Humanos Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano, el 28 de noviembre del 2016, La cual incluye algunas novedades en torno las áreas 
metropolitanas, el derecho a la ciudad, temas de género y una ampliación de las gratarías a la 
participación ciudadana en temas de planeación urbana y ordenamiento territorial, y establece 
nuevos lineamientos relacionados con la captura de plusvalías. 
Finalmente en el 2017, el ayuntamiento de Guadalajara bajo la administración de Enrique Alfaro 
Retoma la actualización de los instrumentos de planeación en el municipio de Guadalajara, 
publicando y aprobando el Programa Municipal de Desarrollo Urbano (PMDU) y el Plan de Desarrollo 
Urbano de Centro de Población (PDUCP) el pasado 10 de abril,  y el Reglamento de Gestión Integral 
del Municipio de Guadalajara el 27 de Abril. Adicionalmente, fueron sometidos a consulta pública en 
junio los proyectos de actualización de los 53 planes parciales que cubren todo el territorio municipal 
los cuales se encuentran en proceso de “ajuste”, y  se espera que pronto sean aprobados. 
 
3.2.2 INTRUMENTOS DE CAPTURA DE PLUSVALIAS  
 
CONTRIBUCION DE MEJORAS POR OBRAS PÚBLICAS 
 
La Contribución de Mejoras es “un tributo a cargo de personas físicas o morales, privadas o públicas, 
en el que se recaudan recursos entre un grupo de propietarios o poseedores de inmuebles que se 
benefician directamente de la valorización inmobiliaria proveniente de la realización de una obra 
pública” (CONAVI, 2010, pág. 42). Este tipo de contribuciones se aplican a los inmuebles 
beneficiados por una obra pública, en base a un rango de pago de acuerdo a la cercanía a la obra 
(ibídem).  
 
Las bases normativas para este instrumento, como vimos en la sección se contemplan en el Código 
Fiscal de la Federación artículo 2do sección III, que establece las contribuciones de mejoras: “son 
las establecidas en Ley a cargo de las personas físicas y morales que se beneficien de manera 
directa por obras públicas” (CFF, DOF 12-01-2016); en la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 
Jalisco (LHMEJ, 1984), artículo 4to  en donde aparecen como contribuciones especiales y se definen 
como “las prestaciones que fije la ley a quienes, independientemente de la utilidad general, obtienen 
beneficios diferenciales particulares, derivados de la ejecución de una obra o de un servicio público” 
(LHMEJ, 1984). 
La Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara para el Ejercicio Fiscal 2017 (LIMG, 2017), 
contempla dos figuras como contribuciones especiales: las Contribuciones de Mejoras por Obras 
Públicas y las Contribuciones Especiales por Incremento en el Coeficiente de Utilización y Ocupación 
del Suelo (ICUS) y (ICOS), estas últimas revisaremos más adelante. Estas se describen en el Artículo 
35, señalado como como objeto, sujeto y base de la contribución:  
Objeto: “la realización de obras públicas municipales de infraestructura hidráulica, vial y 
ambiental construidas por administración pública municipal, que benefician en forma directa 
a personas físicas o jurídicas” (art. 35, LIMG 2017). 
Sujeto: “los propietarios o poseedores a título de dueño de los predios que se beneficien por 
las obras públicas municipales de infraestructura hidráulica, vial y ambiental. Se entiende 
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que se benefician de las obras públicas municipales, cuando pueden usar, aprovechar, 
explotar, distribuir o descargar aguas de las redes municipales, la utilización de índole 
público de las vialidades o beneficiarse de las obras que tiene como objeto el mejoramiento 
del medio ambiente” (art. 35, LIMG 2017).. 
Base: “el valor recuperable de la obra ejecutada y causará teniendo como base el límite 
superior del monto de inversión realizado y como límite individual el incremento del valor del 
inmueble beneficiado tomando en cuenta el valor catastral de los predios antes de iniciada 
la obra, y el valor catastral fijado una vez concluida” (art. 35, LIMG 2017). 
El monto recuperable de la obra deberá publicarse en la gaceta municipal antes de iniciar el cobro 
por mejoras, y el monto a pagar por cada contribuyente se determinara a partir del “monto anual de 
contribución” mismo que será dividido entre la superficie de los predios que forman parte del polígono 
de aplicación.  
Figura 4: Contribución por Mejoras de Obras Públicas  
 
Fuente: CONAVI, 2010, pág. 43 
Las Contribuciones Especiales por Obras Públicas, aparecen en la Ley de Ingresos del Municipio a 
partir del 2013, pero su aplicación en el municipio no es nueva, ya que como vimos en la sección 
anterior, fue un instrumento aplicado con éxito en la ciudad durante más de 30 años, aunque con 
otro nombre. A partir de su reaparición en el reglamento, según información obtenida por 
transparencia, no se han desarrollado proyectos con esta figura en el municipio Guadalajara.  
Un elemento que se ha debatido en torno a esta figura, es el valor recuperable de la obra, ya que 
este puede ser el valor de la obra o el valor de la obra más la plusvalía generada. Sin embargo, el 
Código Urbano del Estado de Jalisco establece claramente en su artículo 318, que: “el incremento 
de valor y la mejoría específica de la propiedad que sea la consecuencia inmediata y directa de la 
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ejecución de las obras previstas en los planes o programas de desarrollo urbano, será objeto de la 
contribución de mejoras” (LHMEJ, 1984).  
Por otro lado, e, artículo 319 del CUEJ, establece que la zona de beneficio deberá precisarse en el 
Plan Parcial Desarrollo Urbano lo que hace difícil la aplicación de este instrumento debido a la 
paralización que estos instrumentos tienen desde hace años en el municipio (CUEJ, 2009).   
Los usos recomendados para estos instrumentos según la (CONAVI, 2010, pág. 43) son:  
a) “Introducción, ampliación y rehabilitación de sistemas de agua potable y drenaje. 
b) Construcción, ampliación y rehabilitación de sistemas para el saneamiento del agua. 
c) Urbanizaciones: Construcción, pavimentación, repavimentación o mantenimiento de calles, 
vialidades o caminos rurales. Guarniciones y banquetas. 
d) Construcción o reparación de edificios públicos: Escuelas Clínicas y dispensarios médicos, 
Centros recreativos comunitarios y espacios abiertos, Áreas o instalaciones deportivas, 
Mercados, Módulos de vigilancia e instalaciones de seguridad.” 
 
TRANFERENCIA DE DERECHOS DE DESARROLLO  
 
La transferencia de Derechos es la capacidad de transmitir los derechos de desarrollo asignados por 
un plan o programa de desarrollo urbano zona emisora, que por sus características físicas, históricas 
o ambientales no puede usar su potencial, a otro diferente ubicado en una zona receptora (CONAVI, 
2010, pág. 45). Las figura, tiene una larga trayectoria en la legislación urbana en donde aparece 
desde 1995 en el Reglamento de Zonificación del Estado de Jalisco, aunque no se aplica hasta el 
2002 a partir de la expedición del Reglamento de del Programa de Redensificación de Inmuebles y 
Conservación del Patrimonio Cultural de Guadalajara, y cuya aplicación representa la única 
experiencia con este instrumento en el Estado.  
Figura 5: Contribución por Mejoras de Obras Públicas 
 
Fuente: CONAVI, 2010, pág. 45.  
46 
La Transferencia de Derechos de Desarrollo tiene su fundamentación en el Código Urbano del 
Estado de Jalisco Estas se establecen en el CAPÍTULO IV: De la Transferencia de Derechos de 
Desarrollo, del Código Urbano del Estado de Jalisco (Art. 168-174, CUEJ, 2009), en el artículo 2 y 
Capitulo VIII: Transferencia de Derechos de Desarrollo del Reglamento para la Gestión Integral del 
Municipio de Guadalajara4 (art. 97-115, RGIMG, 2017) y el Reglamento del Programa de Re 
densificación de Inmuebles y Conservación del Patrimonio Cultural de Guadalajara (RPRICPCG, 
2002). 
El Reglamento del Programa de Redensificación de Inmuebles y Conservación del Patrimonio 
Cultural de Guadalajara (RPRICPCG), aprobado el 14 de Noviembre el 2002,  se establecen los 
lineamientos para la aplicación de la trasferencia de derechos en el municipio de Guadalajara.  
El programa según este reglamento se divide en dos partes, el Subprograma de Redensificación de 
Inmuebles; y el  Subprograma de Conservación del Patrimonio Cultural de Guadalajara. A estos 
programas podrán aplicar los propietarios a título de dueño (art. 5, RPRICPCG, 2002).   
Entre los requisitos para acceder al programa se encuentra, que el área este identificada en los 
planes parciales como un área receptora de derechos de desarrollo GTD en cuyo caso se podrá 
aumentar la edificabilidad en un 80%, y en un 80% adicional, de ser aprobado por una comisión 
dictaminadora, para acceder a esta edificabilidad adicional, los propietarios o desarrolladores 
deberán presentar un proyecto parcial de urbanización (art. 8 sec. I, RPRICPCG, 2002). El pago por 
metro cuadrado de esta edificabilidad adicional, será determinado por los valores unitarios de suelo 
y depositado en la tesorería municipal (art. 9 par. II, RPRICPCG, 2002).   
Mientras que para las áreas generadoras, estas deberán de ser aprobadas por un consejo de 
acuerdo a un proyecto de rehabilitación. El monto de esta ayuda, será determinado de acuerdo al 
valor catastral del inmueble multiplicado por su potencial de desarrollo (COS, CUS) en metros 
cuadrados, y su nivel de prioridad  determinado por el comité/patronato el cual será entre 0.02 y 0.05 
del valor (RPRICPCG, 2002).   
Figura 6: Áreas Receptoras y Áreas Generadoras en los Planes Parciales Vigentes 
4 El Reglamento de Gestión Integral del Municipio de Guadalajara en abril del 2017 derogo el Reglamento de 
Zonificación Urbana de Guadalajara el cual normaba la cuestión urbana en el municipio.  
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Fuente: Presentación COPLAUR, 2015 
El Código Urbano del Estado de Jalisco establece en su artículos 168-172 los lineamientos para la 
implementación de este instrumento (CUEJ, 2009) indica que a) cuando los predios ubicados en una 
zona generadora tengan sus derechos restringidos por tener una protección ambiental o patrimonial 
estos podrán transferir los derechos de desarrollo a terceros, b) estas áreas generadoras deberán 
de estar clasificadas como áreas de protección al patrimonio histórico o como áreas naturales de 
protección y preservación ambiental, c) las áreas generadoras y receptoras deben de aparecer el 
plan parcial correspondiente así como el límite máximo de derechos que la propiedad receptora 
podrá adquirir, d) la transferencia solo será posible entre predios de propiedad privada; la cantidad 
de derechos que podrán ser adquiridos por los predios receptores debe establecerse en los planes 
parciales, además, los derechos de desarrollo solo podrán ser transferidos a otro predio dentro del 
mismo municipio (art. 168-172, CUEJ, 2009).  
El Reglamento de Gestión Integral para el Municipio de Guadalajara del 2017, aplica estas 
disipaciones a nivel municipal y establece algunas disipaciones adicionales. Cuando se trata de 
predios de valor ambiental estos pueden transferir la totalidad de sus derechos de desarrollo a 
consecuencia de quedar inhabilitado para construir, y cuando se trate de un predio de valor 
patrimonial, solo poda transferir su potencial restando a este los metros cuadrados de la construcción 
existente, la transferencia se refiere únicamente al CUS y dentro del potencial adquirido se podrán 
incrementar el número de viviendas de manera proporcional al IDE establecido en las normas de 
edificación (art. 99, RGIMG, 2017).  
 
Los recursos de la TDD deberán de ser direccionados a un Fondo del Sistema de Transferencia de 
Derechos de Desarrollo de la hacienda municipal;  y aquellos predios que participen en el programa, 
tanto generadores como receptores, deberán de ser registrados en el sistema de transferencia de 
derechos de desarrollo urbano (art. 100, RGIMG, 2017). El recurso de dicha adquisición de los 
derechos de desarrollo por medio de a TDD, será administrado por la Dirección de Ordenamiento 
del Territorio en coadyuvancia con la Dirección de Innovación Gubernamental (ibídem).  
 
El procedimiento para la adquisición de los derechos de desarrollo por TDD, establecido en el artículo 
101, indica que el incremento será solicitado por el propietario del predio receptor, mediante solicitud 
en donde se indiquen los metros cuadrados adicionales y acredite la propiedad del predio, deberá 
de presentar un anteproyecto a la Dirección de Ordenamiento territorial, la cual dictaminara la 
procedencia de la solicitud (art. 101, RGIMG, 2017). 
 
El potencial transferible para un predio receptor, “será igual al diferencial existente entre la superficie 
máxima de construcción, y la superficie construida del estado actual, multiplicada por el Coeficiente 
de Ocupación del Suelo, COS, establecido para el Área Urbana correspondiente en el Plan Parcial 
de Desarrollo Urbano, y el resultado se expresará en metros cuadrados” (art. 102, RGIMG, 2017). El 
cobro por metro cuadrado transferido, será determinado en la Ley de Ingresos de Guadalajara, para 
el ejercicio fiscal vigente (ibídem).  
 
Los recursos adquiridos mediante la TDD, serán asignados exclusivamente a las áreas generadoras 
y serán distribuidos en 4 fondos:  
 Fondo de Renovación Urbana, el cual ira a las zonas identificadas como PIUE, en los planes 
parciales de desarrollo urbano para el mejoramiento de las infraestructuras y el 
mejoramiento de la imagen urbana.  
 Fondo de Conservación y Ampliación de Espacios Públicos, para áreas protegidas, parques 
y plazas públicas.  
 Fondo de Conservación del Patrimonio Cultural Arquitectónico, para la conservación y 
restauración de fincas patrimoniales generadoras de los derechos de desarrollo.  
 Fondo para el Equipamiento en Materia de Protección Civil. Para la compra y mantenimiento 
de equipo de protección civil.  
El reglamento no establece que proporción de estos recursos ira para cada fondo (art. 109, RGIMG, 
2017).  
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El Fondo para la Conservación del Patrimonio Cultural Arquitectónico, establece que los recursos 
serán para la conservación y restauración de las fincas generadoras y que estos serán 
instrumentados por la dirección de obras públicas, mientras que el artículo 100 establece que “el 
apoyo económico” será entregado al propietario del predio (art. 100 y 110, RGIMG, 2017) . No queda 
claro a qué cantidad es acreedor el propietario del predio y si la totalidad de esta debe de ser 
administrada por la dirección de Obras Públicas en el proyecto de renovación.  
 
A diferencia del Reglamento de Zonificación derogado, el Reglamento de Gestión, establece 4 rubros 
para aplicación de los recursos, aunque no establece que proporción de los recursos ira a cada uno 
de los rubros, ni cuántos recursos habrá para la renovación de las fincas patrimoniales y cuanto 
finalmente se quedara el propietario a manera de incentivo. 
 
Las nuevas disipaciones del Reglamento de Gestión, son congruentes con las disposiciones del 
Código Urbano del Estado de Jalisco, pero no con lo dispuesto en el Reglamento del Programa de 
Re densificación y Protección al ambiente, por lo que se espera que este último sea derogado y 
posiblemente sustituido.   
 
En cuanto a la naturaleza fiscal del instrumento, la Ley de Ingresos del Municipio de Guadalajara, 
Jalisco, para el Ejercicio Fiscal 2017, contempla el pago de los derechos por TDD como una 
Contribución Especial por Incremento al Coeficiente de Utilización y Ocupación del Suelo (ICUS) y 
(ICOS) (Art. 36, LIMG, 2017), estableciendo para estos una tarifa de 500 pesos por metro cuadrado, 
en contradicción con el cobro establecido en el Reglamento del Programa de Re densificación y 
conservación, que establecía una cuota basada en el valor predial.  
 
En  cuanto a las recomendaciones de la Comisión Nacional de Vivienda (CONAVI, 2010), el diseño 
de este instrumento necesitaría unos pasos más.  
1) Habría que crear un Padrón de predios emisores.  
2) Crear un Fideicomiso para la administración y manejo de los recursos 
3) Indicar en el código financiero del estado o ley de hacienda municipal cuanto se cobrara por 
la transferencia de desarrollo en base a un avaluó emitido por la instancia local.  
 
 
INCREMENTOS DEL COEFICIENTE DE UTILIZACIÓN DEL SUELO (ICUS)  
 
También conocido como contribución por densificación, el Incremento del Coeficiente de Utilización 
del Suelo es un instrumento fiscal que busca obtener un pago o contribución a cambio de un 
incremento en la intensidad de construcción (CONAVI, 2010, pág. 48). “Este instrumento está 
directamente vinculado a la planeación urbana y se precisa a través de la zonificación y normatividad 
urbana” (ibídem). 
De acuerdo a las recomendaciones de la Comisión Nacional de Vivienda, este es un Instrumento 
cuyo objetivo ampliar o adecuar las infraestructuras para permitir un incremento en las densidades 
de construcción (CONAVI, 2010), Aunque como vimos en el Capítulo anterior la venta de derechos 
de desarrollo puede implementarse con el objeto de recuperar plusvalías. Como veremos en 
adelante el objetivo del ICUS no queda claro los instrumentos normativos de Guadalajara.  
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Figura 7: Esquema de Funcionamiento del ICUS 
 
Fuente: CONAVI, 2010, pág. 48.  
Este instrumento, aparece en la Ley de Ingresos desde el 2014, y se integró en los instrumentos de 
planeación aprobados en el 2014 y 2015 y que luego fueron impugnados por los tribunales. 
La Ley de Ingresos para el Municipio de Guadalajara para el Ejercicio Fiscal (2017), establece en su 
artículo 36:  
Objeto: “Es objeto de la contribución por incremento en los coeficientes de utilización y 
ocupación del suelo (CUS) y (COS), traducidos en el aumento en la densidad de la 
edificación, en predios susceptibles a la aplicación de las normas generales de control 
territorial para las áreas de actuación y corredores con potencial de renovación urbana que 
se derivan de los planes parciales de desarrollo urbano del Municipio de Guadalajara” (art. 
36, LIMG 2017). 
Sujeto: “los propietarios o poseedores a título de dueño de los predios susceptibles del 
incremento a la densidad de la edificación que lo soliciten expresamente ante la autoridad 
competente, por metro cuadrado de construcción excedente, y conforme a las tarifas que se 
establece” (art. 36, LIMG 2017). 
Base: el excedente de metros de edificación que resulta de la diferencia entre el coeficiente 
de utilización del suelo (CUS), así como también del coeficiente de ocupación del suelo 
(COS) y la solicitud en metros cuadrados de construcción como tarifa unitaria en la aplicación 
de los coeficientes de utilización y ocupación del suelo sujeto a un máximo establecido dentro 
de los planes parciales de desarrollo urbano (ICOS e ICUS) (art. 36, LIMG 2017). 
En su penúltimo párrafo la LIMG 2017, establece que  “la contribución a pagar será la que resulte de 
aplicar el excedente de metros cuadrados de edificación” por cada metro cuadrado solicitado y 
conforme a la tarifa de: $500.00 por metro cuadrado (art. 36, LIMG, 2017)  
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El Programa Municipal de Desarrollo Urbano, aprobado el 18 abril del 2017, describe el ICUS como 
un instrumento que incentiva la inversión y permite al desarrollador incrementar su coeficiente a la 
par que contribuye con los fines del desarrollo urbano (PMDUG, 2017, pág. 287). Además, indica 
que los recursos obtenidos por esta figura “únicamente serán aplicados para proyectos y obra 
pública, donde un porcentaje se aplicará en la zona inmediata donde se localice el predio en cuestión, 
y el porcentaje restante se aplicará para beneficio del municipio” (ibídem). 
Por otro lado el Plan de Desarrollo de Centro de Población, también aprobado el 18 de abril del 2017, 
establece en su Norma 4: Incremento en el Coeficiente de utilización del Suelo (ICUS), que se 
buscara que la tesorería incorpore para la administración de estos recursos un fondo de recursos 
para obra pública de acuerdo a los siguientes rubros (PDUCPG, 2017):  
a) Transporte público masivo. 
b) Infraestructura para movilidad no motorizada. 
c) Redes de infraestructura para agua potable, drenaje sanitario y drenaje pluvial. 
d) Alumbrado público. 
e) Adecuaciones para movilidad motorizada. 
f) Infraestructura para la gestión integral de los residuos urbanos. 
g) Plan de manejo de arbolado urbano 
h) Creación, mantenimiento y recuperación de áreas verdes. 
El Reglamento de Gestión Integral para el Municipio de Guadalajara, estable las bases para la 
aplicación de Coeficiente de Ocupación (ICOS) y el Coeficiente de Utilización, los define como (art. 
2 fracc. XII Bis y XII Bis, RGIMG, 2017):  
 Coeficiente de Ocupación del Suelo Incrementado: “Es el incremento al factor que, 
multiplicado por el área total de un Predio, determina la máxima superficie de desplante 
edificable”; 
 
 Coeficiente de Utilización del Suelo Incrementado: “Es el incremento al factor que, 
multiplicado por el área total de un Predio, determina la máxima superficie de edificable; 
excluye de su cuantificación las áreas ocupadas por sótanos” 
 
El Reglamento de Gestión Integral de Guadalajara además de estas definiciones básicas  establece 
en su artículo 58, que en las zonas en donde se aplique el ICUS y la Transferencia de Derechos de 
Desarrollo serán especificadas en los Planes Parciales de Desarrollo Urbano (art. 42, RGIMG, 2017).  
Sin embargo, según el artículo 99,  cuando se trata de una zona asignada como área receptora de 
derechos de desarrollo (RTD), o de un Polígono de Intervención Urbana Especial, PIUE (cuya 
explicación abordaremos más adelante), estas áreas pueden ser sujetas a un incremento del ICUS 
adicional de un 25%, en el primer caso  o 50% en el segundo (art. 99, RGIMG, 2017).  
 
POLÍGONOS DE ACTUACIÓN (AGUIS, PIUES, NEUS)  
 
Los Polígonos de Actuación, son instrumentos cuyo propósito es reordenar y organizar un territorio 
determinado, etas pueden suponer a) la relocalización de los usos de suelo, b) una re - lotificación, 
c) la re-definición de la estructura vial, d) los sitios para localizar los equipamientos, y e) la dotación 
de infraestructuras y servicios urbanos (CONAVI, 2010, pág.52). “Los polígonos de actuación se 
aplican en zonas de regeneración urbana o redesarrollo, en las cuales puede establecerse como una 
zonificación sobrepuesta en los programas de desarrollo urbano vigentes” (ibídem). Estas áreas 
especiales aunque no son instrumentos de captura de plusvalía propiamente, según la 
reglamentación interactúan con los mismos y vale la pena revisarlos brevemente.  
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Figura 8: Esquema de Funcionamiento de los polígonos de actuación (AGUIS, PIUES, NEUS)  
 
Fuente: CONAVI, 2010, pág.  52 
En la Legislación estatal de Jalisco estas áreas, son conocidas como Áreas de Gestión Urbana 
Integral (AGUIS), las cuales se definen por el Código Urbano como aquellas “que por sus 
característica naturales, histórico patrimoniales, su problemática urbanística o por constituir espacios 
estratégicos para el desarrollo urbano” requieran de una gestión integral y una promoción coordinada 
(art.5, CUEJ, 2009). Además establece que estas áreas deben de desarrollarse “mediante una 
asociación, organismo o entidad, en cuya constitución podrán participar personas físicas o jurídicas, 
públicas o privadas”. 
En el nuevo Reglamento de Gestión Integral para Guadalajara aparecen los Polígonos de 
Intervención Especial (PIUE), que son muy parecidos a las Áreas de Gestión Urbana Estratégica. 
Las PIUEs como las AGUIS son áreas especiales en donde se pueden modificar las normas de 
control de la edificación, por medio de un plan rector aprobado y publicado por el ayuntamiento con 
el propósito de general planes integrales de renovación urbana.  
El Reglamento de Gestión, en su artículo tercero  los define como un” los instrumentos de desarrollo 
urbano municipal, cuyo propósito es focalizar acciones de las políticas municipales en espacios 
estratégicos. También son conocidos como Nuevos Entornos Urbanos Sustentables, NEUS del Plan 
de Ordenamiento Territorial Metropolitano del Área Metropolitana de Guadalajara, POTmet o como 
Zona de Intervención Urbana Especial” ( Art.2 frac. XXXVIII, RGIMG, 2017)  
Los NEUS, antes mencionados, no existen en la normatividad estatal, aunque se establecen como 
estrategia central en el Plan de Ordenamiento Territorial Metropolitano publicado en el 2016.  
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3.2.3 INTRUMENTOS DE  CAPTURA DE PLUSVALIAS EN LOS INTRUMENTOS DE PLANECION  
 
En los últimos años se han hecho algunos intentos por actualizar los instrumentos de planeación en 
el municipio de Guadalajara, notablemente en los años 2003, 2008, 2011 y 2015, los cuales han 
tenido éxito limitado, ya que algunos de estos instrumentos han sido rechazados por el cabildo o han 
sido impugnados por ciudadanos por medio de las cortes. Esto, ha resultado en un panorama 
complexo de instrumentos de planeación desfasados que a veces se contradicen entre sí. 
Actualmente, los instrumentos de planeación vigente, sobre todo los planes parciales tienen fechas 
de actualización distintas he incorporan políticas y criterios distintos.  
Tabla 5. Instrumentos de Planeación Vigentes en el Municipio de Guadalajara 
Instrumentos de 
planeación  
Numero de 
Documentos  
Año de la Última 
Actualización  
Programa 
Ordenamiento 
Territorial 
Metropolitano  
1 2016 
Programa Municipal 
de Desarrollo Urbano  
1 2017 
Plan de Desarrollo 
Urbano de Centro de 
Población  
1 2017 
Planes Parciales de 
Desarrollo Urbano  
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 Zona 1 10 planes parciales 2003/2008 
 Zona 2 15 planes parciales  2003 
 Zona 3 7 planes parciales 2011 
 Zona 4 5 planes parciales 2011 
 Zona 5 9 planes parciales 2011 
 Zona 6 4 planes parciales 2011 
 Zona 7 10 planes parciales 2011 
 
En el 2017, Guadalajara se encuentra nuevamente en proceso de actualización de los instrumentos 
de planeación; el 18 de Abril del 2017 fueron aprobados el Plan Municipal de Desarrollo Urbano y 
Plan de Desarrollo Urbano de centro de Población, los Planes Parciales de Desarrollo Urbano se 
encuentran actualmente en consulta pública y se espera que sean aprobados en septiembre del 
2017. Sin embargo, de acuerdo a las dinámicas de los últimos años, existe la posibilidad de que 
estos instrumentos no logrean prosperar, ya sea por oposición política o por que sean impugnados. 
 
PROGRAMA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL METROPOLITANO  
 
Como se mencionó anteriormente, en Junio del 2016 se publicó el POTmet, el cual es un instrumento 
que busca ordenar el territorio metropolitano la determinación de la “zonificación primaria y la 
estructura urbana de las áreas metropolitanas”, que servirá como referencia obligatoria para todos 
los planes urbanos de los municipios. Entre sus estrategias para el ordenamiento de la AMG, el 
POtMet contempla la “generación de una política metropolitana de cobros de plusvalía e 
instrumentos de gestión” (POTMet, p. 361). Buscando, generar en el futuro un fondo metropolitano 
para proyectos de alcance metropolitano como infraestructura básica y movilidad, además de reducir 
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el rezago entre los municipios (ibídem). También busca de unificar criterios, mecanismo e 
instrumentos de contribución en los municipios del área metropolitana (Rodríguez Urrego, 2017).  
Sin embargo, la estrategia más importante del Pot Met es la delimitación “Zonas estratégicas NEUS”, 
o Nuevos Entornos Urbanos Sustentables, los cuales definen como  espacios que “se orientan a la
recuperación de barrios tradicionales, al manejo adecuado de espacios estratégicos para la 
sustentabilidad ambiental urbana, a la reactivación económica mediante acciones específicas  de 
renovación urbana, de consolidación de nuevas centralidades y de fomento de los corredores DOT 
(POTMet, 2017, p.  )”.  
En términos prácticos, estas zonas estratégicas NEUS son lo mismo que las AGUIS, las cuales son 
establecidas por el Código Urbano desde el 2008, y cuya función es establecer áreas que por sus 
características especiales (por lo general de regeneración urbana), requieren de una intervención 
integral por medio de la asociación entre propietarios, y entidades públicas y privas (CUEJ, 2008). 
Sin embargo las NEUS, buscan reforzar la autonomía de los municipios y del mismo instituto 
metropolitano para su conformación.   
Figura 9: Zonificación Primaria de acuerdo al Pan de Ordenamiento Territorial del Área 
Metropolitana de Guadalajara. 
Fuente: PotMet (2016) 
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Figura 10: Ubicación de los Nuevos Entornos Urbanos Sustentables  (NEUS) de acuerdo al Pan de 
Ordenamiento Territorial del Área Metropolitana de Guadalajara. 
Fuente: PotMet (2016) 
PROGRAMA MUNICIPAL DE DESARROLLO URBANO Y PLAN DE DESARROLLO URBANO 
DE CENTRO DE PLANEACIÓN  2017 
El Programa Municipal de Desarrollo Urbano (PMDU) y Plan de Desarrollo de Centro de Población 
(PDUCP), fueron aprobados el 10 de Abril, del 2017 y publicados en la Gaceta municipal el 18 de 
abril del mismo año.  
Según los documento, el objetivo principal del PMDU es impulsar el repoblamiento ordenado del 
municipio y establecen 5 ejes estratégicos: movilidad urbana, medio ambiente, infraestructura, 
gestión del uso del suelo y edificación y vivienda. En cada uno de estos ejes estratégicos se 
establecen líneas de acción (140 en total), dentro de las cuales podemos resaltar las siguientes, que 
promueven de manera directa o indirecta la implementación de las políticas de captura de plusvalía: 
1) Renovar las infraestructuras de agua y alcantarillado.
2) Establecer un banco de suelo municipal, con certeza jurídica, para desarrollare espacios
públicos y vivienda
3) Generar instrumentos para evitar la especulación con el suelo urbano
4) Hacer usos del derecho de preferencia, la expropiación y la expropiación concertada, para
banco de suelo urbano.
55 
 
En cuanto a la estrategia de zonificación, además de la zonificación primaria (clasificación de áreas, 
vialidades, centralidades), que es la que corresponde a PMDU y PDUCP, y se establecen los 
Polígonos de intervención Urbana Especial PIUE´s que según el Reglamento de gestión “son los 
instrumentos  de desarrollo urbano municipal, cuyo propósito es focalizar acciones de las políticas 
municipales en espacios estratégicos”. En el PMDU y PDUC aparecen los 22 PIUE’s en diferentes 
zonas de la ciudad, las cuales deberán ser sujetas a plan rector de la PIUE  aprobado por la dirección 
de obras públicas. En el reglamento de gestión, se establece que en estas se clasificara como H5, 
habitacional densidad máxima.  
 
En cuanto a las fuentes de financiamiento, el PMDU y el PDUCP, establecen las fuentes de 
financiamiento tradicionales como los programas estatales y federales, recursos de los bancos de 
desarrollo y el impuesto predial, pero también aparecen instrumentos de captura de plusvalías como 
las contribuciones por mejoras, la contribución por incremento al coeficiente de utilización del suelo 
(ICUS) y transferencia de derechos de desarrollo.  
Figura 11: Mapa Utilización del Suelo en Guadalajara según el Programa Municipal de Desarrollo 
Urbano 2017 
 
Fuente: PMDU (2017) 
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Figura 12: Mapa de los Polígonos de Intervención Urbana Integral según el Programa Municipal de 
Desarrollo Urbano 2017 
 
Fuente: PMDU (2017) 
 
PLANES PARCIALES DE DESARROLLO URBANO VIGENTES 
 
Los Planes Parciales vigentes que fueron aprobados en el  2003, que corresponde a 8 subdistritos 
de la Zona 1: Centro Metropolitano  y  a 15 Subdistritos de la  Zona 2: Minerva, Estos incluyen áreas 
receptoras y generadoras para Transferencia de Derechos de Desarrollo. 
Los Planes Parciales del 2008, corresponde a los Subdistrito Urbano 1 "Centro Histórico -Belén" y 
10 y Subdistrito Urbano 1 "Centro Histórico -Belén" del Distrito 01: Centro Metropolitano debido a la 
declaración del Hospicio Cabañas como Patrimonio de la Humanidad. Estos incluyen áreas 
receptoras y generadoras para Transferencia de Derechos de Desarrollo.  
Entre a los Planes Parciales del 2011, se encuentran 66 planes parciales de los Distritos 3, 4, 5, 6, 
y 7. Este ejerció de planificación que se hizo en el marco de los Juegos Panamericanos del 2012 
tuvo como prioridad las densificación del municipio. En estos planes se contemplan Áreas de Gestión 
Estratégica y áreas generadoras y receptoras del Sistema de Transferencia de Derechos de 
Desarrollo.  
Como, se dijo anteriormente en el 2015, se realizó un ejercicio de actualización de todos los 
instrumentos de planeación y lograron aprobarse y publicarse 53 planes parciales de desarrollo 
urbano aunque estos fueron impugnados. Al igual que sus planes antecesores en estos planes 
aparecen las AGUIS y las TDD, sin embargo se incluye los incrementos por el coeficiente de 
utilización del suelo (ICUS), que se rescatan en los proyectos de planes parciales del (2017). 
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Figura 13: Zonas o Distritos Urbanos del Municipio de Guadalajara, Jalisco. 
Fuente: COPLAUR, 2015 
PLANES PARCIALES DE DESARROLLO URBANO (2017) 
Los planes parciales de desarrollo urbano fueron sometidos a consulta pública del 1ro de junio al 14 
de julio del 2017 y se encuentran en proceso de ajuste y aprobación.  
Los planes parciales de desarrollo urbano del 2017 establecen dentro tablas normas de edificación 
el coeficiente, de utilización del suelo (CUS) y el incremento posible del mimo (ICUS), de manera 
que se tiene un CUS básico, al que se puede acceder de manera gratuita y un incremento que está 
sujeto a pago para poder utilizarlo. Además en los planes parciales se establecen las áreas 
receptoras y generadoras de transferencia de derechos de desarrollo.  
3.3 SINTESIS DEL ANALISIS  DE  LOS INSTRUMENTOS DE CAPTURA DE PLUSVALIA EN 
EL MUNICIPIO DE GUADALAJRA 
Del análisis anterior, podemos afirmar que los principales instrumentos de captura de plusvalías en 
Guadalajara son: las Contribuciones por Mejoras, las Transferencias de Derechos de Desarrollo y 
los Incrementos por Coeficientes de Utilización (ICUS e ICUS).  
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La Contribución de Mejoras: “es un tributo a cargo de personas físicas o morales, privadas o 
públicas, en el que se recaudan recursos entre un grupo de propietarios o poseedores de inmuebles 
que se benefician directamente de la valorización inmobiliaria proveniente de la realización de una 
obra pública” (CONAVI, 2010). Estas se contemplan en el Código Fiscal de la Federación artículo 
2do sección III,  en la ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, artículo 4to  en donde 
aparecen como contribuciones especiales, y  en la Ley de Ingresos de Guadalajara a partir del 2013 
como contribuciones especiales por obras públicas.  
Transferencia de Derechos de Desarrollo: Es la capacidad de transmitir los derechos de desarrollo 
asignados por un plan o programa de desarrollo urbano zona emisora, que por sus características 
físicas, históricas o ambientales no puede usar su potencial, a otro diferente ubicado en una zona 
receptora (CONAVI, 2010). Tiene su fundamentación en el Código Urbano del Estado de Jalisco 
Estas se establecen en el CAPÍTULO IV: De la Transferencia de Derechos de Desarrollo, del Código 
Urbano del Estado de Jalisco (Art. 168-174, CUEJ, 2009), en el artículo 2 y Capitulo VIII: 
Transferencia de Derechos de Desarrollo del Reglamento para la Gestión Integral del Municipio de 
Guadalajara (art. 97-115, RGIMG, 2017) y el Reglamento del Programa de Re densificación de 
Inmuebles y Conservación del Patrimonio Cultural de Guadalajara (RPRICPCG, 2002). 
Incrementos en el Coeficiente de Utilización y Ocupación del Suelo (ICUS) y (ICUS): son 
contribuciones especiales las cuales establecen un cobro por M2 adicional de construcción de 
acuerdo al límite máximo y mínimo que se establece en los planes parciales de desarrollo urbano 
(LIAG, 2017). Su aplicación se establece en la Ley de Ingresos del Ayuntamiento de Guadalajara 
2017, CAPÍTULO II del artículo 36 al 38.  
Tabla 6. Instrumentos de Planeación Vigentes en el Municipio de Guadalajara 
CXM TDD ICUS ICOS AGUIS 
PIUES / 
NEUS 
NORMATIVIDAD LGAH X X X X 
CFF X X X X 
CUEJ X X X 
RGIMG X X X X 
PLANEACION POT MET X 
PMDU X X X X 
PDUCP X X X X 
PPDUs 
2003 X 
2008 X 
2011 X X 
PPDU 2017 X X X X 
Fuente: Elaboración propia 
ICOS e ICUS 
Los planes parciales de desarrollo urbano del 2017, incluyen la venta de derechos de desarrollo para 
toda la ciudad por medio del Incremento del coeficiente de utilización del suelo (ICUS) y del 
incremento al Coeficiente de ocupación del suelo (ICOS), presentando en las matrices de normas 
de control de la construcción y edificación los coeficientes básicos  y su incremento máximo. El 
incremento está sujeto a un pago por metro cuadrado de construcción establecido en la Ley de 
ingresos del año fiscal correspondiente, fijado para el 2017 en 500 pesos (26 euros) por metro 
cuadrado sin distinción para toda la ciudad. Este sistema de venta de derechos, es muy parecido al 
sistema brasileño de Outorga Onerosa do Direito de Construir OODC, el cual permite o más bien 
obliga, a todos los municipios a cobrar los coeficientes mayores a 1 (Smolka, 2013), aunque el 
sistema planteado en Guadalajara es mucho más generoso.  
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A partir del análisis del diseño del instrumento, de acuerdo al nuevo Reglamento de Gestión, el 
PMDU y el PDUCP (aprobados en abril 2017) y los Planes Parciales de Desarrollo Urbano (en 
procesos de aprobación), se han detectado los siguientes problemas en su diseño:  
 Los coeficientes básicos son aún muy altos y los coeficientes máximos en algunos
casos son excesivos. Una revisión aleatoria de las matrices de normas de control de la
edificación muestra que los índices básicos entre 1.8 y 3.6 mientras que los incrementos
oscilan entre 1.2 y 5.4, de una urbana a otra, sin una aparente justificación técnica del
entorno urbano o la capacidad de las infraestructuras de absorber el crecimiento.
 El cobro de los derechos de desarrollo adicionales no tiene ninguna relación con el
valor del suelo por lo que no constituye una captura de plusvalía, y deriva en ingresos
puramente simbólicos. En los sistemas brasileños, los derechos de desarrollo se cobran
como una proporción del valor catastral, y en el caso de las CEPAC´s, que son los derechos
de desarrollo para áreas especiales en donde se desarrollan proyectos estratégicos, como
una subasta pública en donde los desarrolladores compiten por los derechos adicionales. El
precio mínimo por CEPAC, que por lo general es equivalente a un metro cuadrado de
construcción ha alcanzado entre los 100 y los 1,200 dólares.
 Los ingresos obtenidos por medio del ICOS e ICUS, no están etiquetados para
proyectos o áreas particulares. Ni la ley de ingresos ni el Reglamento de Gestión Integral
establecen en rubro, proyecto o zona  deberán aplicarse los recursos recibidos por estos
incrementos. Aunque el cobro técnicamente constituye una contribución por mejora, los
cuales pueden estar etiquetados o ir a los ingresos generales, estas contribuciones podrían
tener un mayor impacto si los ingresos se reinvirtieran en el desarrollo urbano.
 Los coeficientes máximos interactúan con otros instrumentos o zonas especiales que
permiten un incremento aun mayor que no se establece en las normas de control de
la urbanización y edificación. Según el Reglamento de Gestión, cuando a las áreas
urbanas con ICUS se les sobrepone una Área Receptora de Derechos de Desarrollo (RD)
se puede incrementar su coeficiente en un 30% y cuando se le sobrepone una PIUE este
puede incrementar en un 50%.
TDD 
La Trasferencias de Derechos de Desarrollo (TDD), aunque este instrumento existe en el municipio 
desde el 2002,  aparece de nuevo en los instrumentos normativos y de planeación del 2017, con 
algunas modificaciones importantes. Las áreas receptoras, se sobrepones las áreas con ICUS, 
generando en estas un incremento adicional de un 30% y el cobro por derechos antes determinado 
por los valores unitarios del catastro, ahora se cobra la misma cuota de 500 pesos establecida para 
el ICUS.  
Como su iteración anterior, el sistema de transferencia de derechos de desarrollo se divide en dos 
partes, una para la venta de derechos de desarrollo y otra para el pago de estos derechos a los 
propietarios de los predios receptores. Los propietarios que deseen acceder a los derechos 
adicionales del TDD, deben presentar un estudio de impacto y hacer el pago correspondiente de 
ICUS y de TDD en tesorería para acceder a estor derechos, mientras que los propietarios que quieran 
recibir recursos por este concepto, deberán comprobar su estatus de protección y registrase en el 
programa, el propietario solo será acreedor a los metros cuadrados que resulten de la CUS básico y 
la resta de los metros cuadrados que ya estén construidos, el gobierno por medio de la secretaria de 
obras públicas ejecuta estos recursos en proyectos de rehabilitación y el dueño recibe una pequeña 
contribución económica.  
Algunos problemas potenciales que se han identificado en el diseño de este instrumento son: 
 La transferencia de derechos de desarrollo reconoce derechos de desarrollo a zonas
que por condiciones particulares, ya sea porque se trate un edificio o zona natural con
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protección patrimonial, no los tienen. Algunos expertos consideran que el reconocer los 
derechos de desarrollo de estos predios, implica un reconociendo de derechos adquiridos 
los que puede ser una contradicción  en un sistema de venta de derechos de desarrollo.  
 No existe un intercambio directo entre los propietarios de los pedios generadores y
receptores, lo que no permita fijar un precio de mercado. Algunos expertos consideran
que un intercambio directo entre los privados, con la supervisión del gobierno, generaría
mejores resultados para la conservación predios protegidos.
 No existe una relación entre los derechos de desarrollo que pueden ser adquiridos en
las zonas receptoras y los derechos de desarrollo disponibles en las zonas
generadoras. Los derechos de desarrollo en las áreas receptoras evidentemente exceden
a los derechos de desarrollo que pueden acceder los predios generadores, por lo que los
recursos sobrantes pueden utilizarse para otros propósitos que no sean la conservación de
los inmuebles.
 Hay pocos incentivos para que los predios generadores se inscriban al programa.
Esto debido a que la compensación económica es baja y los usos potenciales y/o
modificaciones que se pueden hacer al inmueble patrimonial son muy restrictivas.
 Los precios por metro cuadrado son una cuota fija que no tiene relación con el valor
real del suelo. Al igual que el ICUS, la cuota no está relacionada con los valores de suelo,
lo que demerita su aplicación como instrumento de captura de plusvalías.
Aciertos: 
 Los recursos que se generan los predios receptores van a fondos específicos, para
reinvertir en el desarrollo urbano. los ingresos que se reciban por medio de este
instrumento según el Reglamento de Gestión Integral deberán de ser ingresados  por la
tesorería municipal y se aplicados exclusivamente en las áreas generadoras a los siguientes
fondos:
o Fondo de Renovación Urbana
o Fondo para Conservación y Ampliación de Espacios Públicos
o Fondo para la Conservación del Patrimonio Cultural Arquitectónico
o Fondo para el Equipamiento en Materia de Protección Civil
PIUE´s 
Los Polígonos de Intervención Urbana Especial PIUE´s, son áreas especiales de la ciudad que están 
sujetas a cambios de usos de suelo y normatividad por medio de un Plan Rector sujeto a aprobación 
del cabildo; son los herederos de las Áreas de Gestión Urbana Integral (AGUIS) que se establecieron 
en el CUEJ desde el 2009, y se delimitaron para para el Municipio de Guadalajara en los instrumentos 
de planeación fallidos del 2015.  
Algunos problemas potenciales que se identifican en estas áreas son: 
 A diferencia de las AGUIs no existe el respaldo normativo para la PIUEs en el Código
Urbano del Estado de Jalisco. Lo que deja algunos cabos sueltos en su implementación.
 Las PIUEs en abracan grades áreas de la ciudad, lo que puede hacer difícil su gestión.
Además, por medio del Plan Rector, se pueden invalidar los instrumentos de captura de
plusvalías como el ICUS y las TDD y las normas de control de la edificación que fueron
sometidas a consulta pública mediante los Planes Parciales.
 Las áreas delimitadas como PIUEs son acreedoras a un incremento adicional de un
50% del coeficiente máximo, sin necesidad de tener un Plan Rector, lo que puede generar
cargas excesivas en las infraestructuras.
 No se establecen criterios de autofinanciamiento o de captura de plusvalías para los
proyectos que se desarrollen dentro de las mismas. Esto representa una oportunidad
perdida ya que estas áreas tienen gran potencial y pueden ser muy apetecibles para los
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desarrolladores. Una opción sería un sistema como el de CEPACs de Brasil en donde se 
subastan los derechos de desarrollo en áreas de proyectos estratégicos y cuyos recursos se 
reinvierten en la misma zona, lo cual podría resultar beneficioso tanto para el ayuntamiento 
como para los desarrolladores. O mejor aún, un sistema como el colombiano en donde el 
estado es acreedor del 30 al 50 % de las plusvalía que generen los nuevos derechos de 
desarrollo que pueden ser pagados en dinero  o en especie.  
 Los PIUE´s no están obligados a implementar instrumentos de captura de plusvalía,
sin embargo son acreedoras a fondos especiales obtenidos de otros instrumentos
para rehabilitar la infraestructura urbana. El reglamento de gestión, establece que los
recursos obtenidos por medio de la transferencia de derechos de desarrollo deben ir a una
serie de fondos, entre ellos el Fondo de Renovación Urbana  “para áreas urbanas
identificadas en los Planes Parciales de Desarrollo Urbano y PIUE, para el mejoramiento y
reposición de infraestructura hidrosanitaria, de alumbrado público, así como la mejora de la
imagen urbana de dichas áreas, deberán emplearse estos recursos en los proyectos
planteados para la administración”.
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CAPITULO 4: ANALISIS DE LAS 
ENTREVISTAS 
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4.1 ANALISIS DE LAS ENTREVISTAS  
 
Como se explicó en la sección de metodología, el cuestionario que se aplicó a los entrevistados se 
enfoca en tres instrumentos de captura de plusvalía identificados en el municipio de Guadalajara: la 
Contribución por Mejoras de Obra pública, la Trasferencia de Derechos de Desarrollo (TDD), y los 
Incrementos de los Coeficientes de Ocupación y Utilización del Suelo (ICUS e ICOS). Las preguntas 
de cuestionario mostrado en la sección 1.3.4, giran en torno al diseño e implementación de estos 
instrumentos en el caso concreto del municipio de Guadalajara, así como una discusión sobre 
posibles medidas para su diseño e implementación. Las preguntas se agrupan en cuatro categorías: 
la captura plusvalías en general, las contribuciones por mejoras, los instrumentos de venta de 
derechos de desarrollo y la relación entre los instrumentos de captura de plusvalía y los instrumentos 
de planeación. Adicionalmente a las 14 preguntas del cuestionario, se realizaron preguntas a los 
entrevistados de acuerdo a la experiencia o área de especialidad con las que se recogen y se 
refuerzan diversos aspectos de la experiencia de Guadalajara. 
Los entrevistados fueron seleccionados de acuerdo a las siguientes categorías:  
1. Consultores 
2. Académicos  
3. Miembros de asociaciones de vecinos  
4. Colegio profesionales 
5. Servidores públicos/ Actores dentro del proceso de actualización de los planes  
En total se lograron 9 entrevistas con personas con estos perfiles, a quienes presentamos 
brevemente enseguida en el orden en que fueron entrevistados. 
Cuadro 2: Perfil de entrevistados 
NOMBRE  OCUPACIÓN  PERFIL 
     
Entrevista 1: Mtro. Eco. 
Luis Álvarez 
 
Director del Instituto Metropolitano de la 
Universidad de Guadalajara, académico y 
consultor de políticas públicas. 
 
Consultor/ académico 
     
Entrevista 2: Arq. José 
Pliego 
 
Consultor del planeación de desarrollo 
urbano y regional con más de 30 años de 
experiencia, trabajo en la Secretaria de 
Planeación del Estado, ha participado en 
distintos proyectos de planeación urbana en 
Jalisco y Guadalajara. 
 
Consultor/ exfuncionario 
del gobierno del estado 
     
Entrevista 3: Mtro. 
Miguel Ángel Rodríguez 
Urrego. 
 
Titular de Planeación Programación del 
Instituto Metropolitano de Planeación de 
Guadalajara, encargado de Programa 
Metropolitano de Guadalajara, y parte del 
equipo que realizo el Programa de 
Ordenamiento del Área Metropolitana de 
Guadalajara (POTMet). 
 
Servidor público 
IMEPLAN 
     
Entrevista 4: Mtro. Urb. 
Héctor Sanromán 
Flores 
 
Coordinador del Proceso de Actualización 
de los Instrumentos de Planeación Urbana 
del Ayuntamiento de Guadalajara. Estuvo a 
cargo de la actualización del Reglamento 
de Gestión Integral de Guadalajara 2017 y 
del Programa Municipal de Desarrollo 
Urbano 2017 y Programa de Desarrollo 
Urbano de Centro de Planeación 2017.  
 
Servidor público del 
Ayuntamiento 
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Entrevista 5: Mtro. 
Abogado Jonatán O. 
Martínez Jaramillo 
 
Abogado experto en derecho urbano, ex 
asesor jurídico de la Comisión de 
Planeación Urbana de Guadalajara 
(COPLAUR). 
 
Abogado especialista en 
derecho urbano 
     
Entrevista 6: Dr. 
Gerardo González 
Herrera 
 
Consultor de planeación y desarrollo 
urbano, participo en la actualización de los 
instrumentos de planeación del 2015, 
encargado del PDUCP 2015. 
 
Consultor 
     
Entrevista 7: Arq. José 
Luis Valencia Abundis 
 
Titular de Planeación Programación del 
Instituto Metropolitano de Planeación de 
Guadalajara y Ex Director de la Comisión de 
Planeación Urbana (COPLAUR). 
 
Ex funcionario 
     
Entrevista 8: Soc. 
Marina Velasco Ruiz 
 
Ex Directora de la Asociación de Vecinos de 
Providencia Sur, ahora Asesora del 
Consejo Directivo de la misma asociación. 
 
Miembro de asociación 
de vecinos 
     
Entrevista 9: Arq. Alma 
Rosa Gabriela Heredia 
Fernández 
 
Patronato del Centro Histórico de 
Guadalajara 
 
Servidor público - 
Patronato de Centro 
Histórico 
Fuente: elaboración propia 
Las entrevistas se llevaron a cabo entre el 8 de agosto y 27 de septiembre del 2017 por llamada 
telefónica o por medios electrónicos, y fueron grabadas y transcritas (las transcripciones completas 
se encuentran en el ANEXO 1). Es importante mencionar que las opiniones de los entrevistados son 
de carácter personal y no representan posturas institucionales o de sectores involucrados en estos 
procesos. En seguida presentamos los principales hallazgos con respecto a las entrevistas.  
 
4.1.1 CAPTURA DE PLUSVALIAS  
 
La mayor parte de los entrevistados parece tener una percepción positiva de las capturas de 
plusvalías pues al preséntarles la definición de Smolka (2013), que establece que la captura de 
plusvalías “es la movilización, para el beneficio de la comunidad, de parte o la totalidad del 
incremento del valor del suelo (plusvalías o ingresos inmerecidos) que ha sido generado por acciones 
ajenas al propietario, tales como inversiones públicas en infraestructura o cambios administrativos 
en las normas y regulaciones sobre el uso del suelo”, se mostraron de acuerdo, aunque en algunos 
casos con algunos matices. Estos matices se pueden agrupar en tres grupos: i) quienes piensan que 
la función principal de la plusvalía debe de ser el financiamiento de desarrollo urbano (entrevista 5), 
y ii) quienes piensan que debe solventar los impactos urbanos de los desarrollos y rehabilitar la 
deficiencia en infraestructuras (entrevistas 1, 5 y 7), y, finalmente iii) quienes creen que deben 
contribuir significativamente a la equidad de las ciudades (entrevista 3). 
 
Una aspecto importante es que  existen ciertas diferencias entre los entrevistados en cuanto a sus 
consideraciones sobre cómo clasificar los instrumentos dentro de las captura de plusvalía.  
  
En cuanto a la Contribución por Mejoras de Obras Públicas, uno de los consultores y académicos 
entrevistados (entrevista 1) considera que no constituye una captura de plusvalías puesto que el 
valor aún no se ha generado y los propietarios serán los beneficiados de su propia inversión. De 
igual manera la Transferencia de Derechos de Desarrollo, constituye un intercambio, por lo menos 
en su concepción original, de derechos de desarrollo entre privados, por lo que tampoco puede 
atribuírsele esta clasificación (entrevista 1). En cuanto al ICUS, considera que este es el instrumento 
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que tiene mayor potencial para convertirse en un una captura, puesto que, estaría capturando de 
forma anticipada el valor futuro de las edificaciones construidas con el incremento derechos de 
desarrollo, sin embargo, de la manera que se está aplicando actualmente en Guadalajara con 
donaciones en especie (árboles, botes para  basura, banquetas)5 y cobros por metro cuadrado 
completamente desvinculados del valor del suelo, se ha alejado aún más de esta definición 
(entrevista 1). Por lo que concluye que ninguno de estos instrumentos constituye una captura de 
plusvalías, ya que en el mejor de los casos, están tratando de capturar unas plusvalías que aún no 
existen. Además, agrega, que una definición como la que se ha aplicado en otros países, como 
Brasil, España, etcétera,  y que recientemente se intentó incorporar a un artículo de la  Constitución 
Política de la Ciudad de México, es mucho más clara, ya que la captura de plusvalías se hace por 
medio de un impuesto al momento de la compra venta, de tal manera que se vuelve un impuesto 
sobre valor real.  
 
Por otro lado, otro de los entrevistados (entrevista 5), especialista en derecho urbano, considera, que 
la Contribución por Mejoras de Obras Públicas es el único de los tres instrumento que puede 
considerarse una captura de plusvalías, puesto que “cada quien de manera proporcional al 
incremento que tiene derivado de las obras que les beneficia directamente pagan un porcentaje de 
estas”. Mientras que las Transferencias de Derechos de Desarrollo y el Incremento al Coeficiente de 
Utilización, no los considera así por tener una “naturaleza jurídica distinta” (entrevista 5), puesto que, 
el mecanismo de implementación de estos son el plan parcial y los otros instrumentos de planeación, 
en donde se determina un número determinado de metros cuadrados que se pueden construir de 
forma gratuita y un máximo de metros cuadrados a los que se puede acceder por medio del pago de 
los mismos, “estos metros cuadrados son del estado y no del particular” (entrevista 5), el estado 
puede crear más metros cuadrados de construcción ya que se trata de la “creación artificial de metros 
cuadrados de construcción” (entrevista 5). Agrega: “el estado le da a el particular el derecho a 
construir mientras que lo pague, no es un derecho de propiedad y no es inherente al suelo” (entrevista 
5). 
 
Mientras que, desde la perspectiva una consejera de la  Asociación de Vecinos de Providencia Sur  
(entrevista 8), que ha participado en negociaciones relacionadas con estos instrumentos, ofrece 
algunas críticas en torno a la aplicación de estos instrumentos. Por un lado, considera que la 
Contribución por Mejoras “únicamente sirve al propio desarrollo que se está construyendo, no aplica 
a la zona en general” (entrevista 8). Por otro lado,  sugiere que la Transferencia de Derechos de 
Desarrollo no ha funcionado en el caso particular de su distrito, ya que las fincas catalogadas con 
valor patrimonial jamás han recibido contribución alguna para su conservación (entrevista 8). En 
cuanto al ICUS, considera que aunque este se señala en los Planes Parciales se encuentran en 
consulta, y aunque viene estipulado en el nuevo Reglamento de Gestión Integral, no debería de 
aplicarse de la manera que se han aplicado. Además apunta que el problema con todos estos 
instrumentos, es que “los recursos que se obtienen por este medio, no llegan a la colonia… sino que 
se aplican de manera opaca: en cruces seguros, puntos limpios u obras de arte, sin realmente 
beneficiar a la zona que se vio afectada por la construcción de edificios” (entrevista 8).  
 
En resumen, de los entrevistados, que respondieron puntualmente a la pregunta 2 del cuestionario 
(8 de los 9), 5 de 8 consideran que la Contribución de Mejoras constituye una captura de plusvalías, 
                                                          
5 El ICUS se ha aplicado desde enero del 2017, por medio de una disposición administrativa en la que regula 
los “Mecanismos de Compensación, Indemnización y Mitigación por Acciones Urbanísticas en el Municipio de 
Guadalajara”, en otras palabras que regulariza edificios construidos fuera de norma por medio del pago de 
compensaciones, en especie o en metálico al ayuntamiento.   
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4 de 8 consideran lo mismo de la Transferencia de Derechos de Desarrollo y 4 de 8 considera del 
ICUS. 
 
Cuadro 3: Respuesta a la pregunta ¿Cree usted la Contribución por Mejoras, la Transferencia de 
Derechos de Desarrollo y el Incremento al Coeficiente de Utilización, cumplen con la definición de 
instrumentos de captura de plusvalía? 
 
 Contribución por 
Mejoras de Obras 
Publicas 
Transferencia de 
Derechos de 
Desarrollo 
Incremento al 
Coeficiente de 
Utilización 
Entrevista 1 No No No 
Entrevista 2 * * * 
Entrevista 3 Sí Sí Sí 
Entrevista 4 No No No 
Entrevista 5 Sí No No 
Entrevista 6 Si Si Si 
Entrevista 7 Sí Sí Sí 
Entrevista 8 No No No 
Entrevista 9 Sí Sí Sí 
 
* No queda claro de la respuesta si consideran estos instrumentos una captura de plusvalía 
 
Todos los entrevistados coinciden en que los desarrolladores inmobiliarios deben de contribuir a la 
ciudad de acuerdo a los impactos que generan, pero no queda claro si están de acuerdo con que 
estos contribuyan de acuerdo a los aumentos de valor derivados de los derechos de desarrollo. 
Algunos (entrevistas 1, 2, 3, 4, 5 y 6) consideran que los desarrolladores deben de contribuir más 
allá de la mitigación de los impactos urbanos del proyecto y de acuerdo a la plusvalía, otros se 
enfocan en la mitigación de los daños o efectos de los incrementos de las densidades en zonas 
consolidadas (entrevistas 7 y 8). Tal es la postura de la entrevista que forma parte de una asociación 
de vecinos (entrevista 8), quien considera que los desarrollos inmobiliarios en los que se busca una 
“re densificación”, idealmente deberían de constreñirse a polígonos específicos en donde se adecue 
y construya toda la infraestructura para asumir los nuevos usos, y solo entonces permitir el desarrollo 
de los edificios, de lo contario, agrega “la re-densificación debe ser limitada e ir de la mano con un 
proyecto de mejora para la colonia, con un cronograma claro para su aplicación y etiquetando los 
recursos que necesitará”. 
Por otro lado, un funcionario del Instituto Metropolitano de Planeación (entrevista 3), considera que 
los desarrolladores deben de contribuir más allá de la mitigación de los impactos urbanos del 
proyecto y de acuerdo a la plusvalía, sin embargo manifiesta  “lo que veo es que eso va totalmente 
en contra del pensamiento general del tapatío, por lo menos lo que yo he visto… acá se asume que 
la plusvalía es algo personal y lo adquieres con la propiedad” (entrevista 3). 
De lo anterior podemos concluir que si bien la mayoría de los entrevistados tiene una opinión 
favorable sobre la necesidad de instrumentar mecanismos de captura de plusvalías, algunos no 
considera que los instrumentos de Contribución por Mejoras, TDD e ICUS en su instrumentación 
actual en Guadalajara constituyan una captura de plusvalías; y si bien la mayoría de los entrevistados 
están de acuerdo en que los desarrolladores deben de contribuir a mitigar los efectos negativos en 
el lugar en donde se asientan, no queda claro si están de acuerdo en que estos deban de contribuir 
un porcentaje de la plusvalías que recibirán por los derechos de desarrollo.  
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4.1.2 CONTRIBUCIONES POR MEJORAS 
La mayoría de los entrevistados estuvieron de acuerdo en que los propietarios o desarrolladores 
inmobiliarios deben de contribuir a financiar las obras públicas que los benefician, sin embargo, 
algunos consideran que los propietarios deben de contribuir pero no por la totalidad de la mejora, ya 
que esta será de aprovechamiento de toda la población y no solamente de los propietarios de la 
obras adyacentes (entrevista 4 y 5).    
Además, un académico y consultor (entrevista 1), opina que entre más cercana este la obra a mejorar 
su nivel de vida, más dispuesta estará la gente a pagarla, es decir es más probable que la gente esté 
dispuesta a pagar una contribución por su banqueta y no así por una autopista. Por otro lado, un 
especialista en derecho urbano, considera que más que contribuir por los incrementos de valor 
generado por las obras públicas, debe de recuperarse el valor generado por los cambios de uso de 
suelo y los incrementos en los aprovechamientos (entrevista 5). 
La representante de la asociación de vecinos, considera que los propietarios no deberían de ser 
sujetos al pago  por el incremento de valor generado por las obras, ya que las obras no tienen tanto 
impacto en el valor de suelo como lo pueden tener el atractivo del lugar o la colonia, además una 
obra pública no garantiza un incremento en el valor del suelo puede incluso hasta disminuirlo 
(entrevista 8).  
La mayor parte de los entrevistados considera que las contribuciones por obras públicas o 
contribuciones por mejoras han resultado útiles y conocen algún caso de su implementación a nivel 
local. Notablemente, los entrevistados mencionan las gestiones del Consejo de Colaboración 
Municipal entre los años 50´s y 80’s (entrevistas 1, 2, 3, 5, 6 ,7 y 8), mediante el cual se realizaron 
las obras de  las principales avenidas de la ciudad usando la figura de contribución por “obras de 
plusvalías” cuyo caso analizamos con más detenimiento en la sección 3.2.1. A su vez, hay 
coincidencia en que en los últimos 30-40 años la inversión en infraestructura ha sido mínima, lo 
proyectos desde entonces se han hecho con préstamos y no por medio de alguna contribución 
especial (entrevista 8). 
Por otro lado, un aspecto interesante, es que las contribuciones han sido especialmente útiles en las 
urbanizaciones de origen informal en Guadalajara, en donde han servido para mitigar los grandes 
déficits de la infraestructura y en donde los vecinos están más que dispuestos a contribuir, aunque 
les represente un gasto significativo y lo tengan que distribuir en varios pagos (entrevista 1).  
En cuanto a la naturaleza de la contribución, es decir si los beneficiados por las obras públicas deben: 
a) sufragar el costo de las obras públicas, b) sufragar el costo de las obras y contribuir de acuerdo
al incremento de valor de su propiedad, o c) solamente contribuir en base al incremento de valor en 
la propiedad, buena parte de los entrevistados coinciden en que los propietarios deben de contribuir 
solamente de acuerdo al costo de la obra y que el gobierno debe de absorber por lo menos un 
porcentaje de la obra (entrevistas 1,3, 4, 5 y 6), ya que la infraestructura será aprovechada por el 
toda la población y no solamente por los propietarios o desarrolladores.   
Desde la perspectiva de la asociación de vecinos se considera que los propietarios no deben 
contribuir en ninguno de los tres casos, ya que en el Guadalajara las obras son “necesarias e 
insuficientes” (entrevista 8), y que mientras que es verdad que el valor de la propiedad incrementa, 
esto no beneficia a el propietario de manera inmediata, solo aumenta el predial, y agrega “el 
municipio debe administrar los recursos y utilizarlos en bien de la ciudad, no estar buscando 
cobrárselo a la gente” (entrevista 8),  . 
Algunos de los entrevistados, consideran que el cobrar o por la obra y la plusvalía es excesivo 
(entrevista 1 y 3) ya que  si bien el desarrollo de una obra parcialmente financiada por los vecinos 
generara un incremento de valor, el grabar este incremento generaría un aumento en los precios de 
alquiler, generando o acelerando el proceso de exclusión social (Entrevista 1). 
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Muchos coinciden en que deben identificarse los déficits en las infraestructuras de manera clara, 
identificar los proyectos para corregirlos y establecer plazos para la realización de los mismos, 
aunque debe de mantenerse un instrumento flexible que permita responder a las necesidades 
cambiantes de la ciudad.  
Es necesario también identificar claramente quienes serán sujetos al cobro, clarificar la base 
imponible (costo de la obra o plusvalía), y garantizar la participación ciudadana mediante consejos 
ciudadanos.  
También es importante que este instrumento se maneje con absoluta transparencia en todos los 
aspectos, desde la identificación de los proyectos, la adjudicación de la obra y la identificación de los 
sujetos a pago.  
   
4.1.3 INSTRUMENTOS DE VENTA DE DERECHOS DE DESARROLLO (TDD e ICUS) 
 
TRANSFERENCIA DE DERECHOS DE DESARROLLO  
 
La mayor parte de los entrevistados coinciden que la Transferencia de Derechos de Desarrollo ha 
tenido fallas importantes en el caso de Guadalajara (Entrevistas 1, 2, 3, 6 y 8). Pero, al mismo tiempo, 
también coinciden en que es un instrumento valioso, interesante y con mucho potencial (entrevistas 
1, 2, 3, 4 y 7). 
Los entrevistados identifican, principalmente, las siguientes deficiencias en el diseño del instrumento: 
que está estaba sobre-regulado (entrevista 4), que contempla una intervención excesiva del gobierno 
en un acuerdo que debía ser entre privados (entrevista 1), que es muy complicado de aplicar 
(entrevista 1, 2 y 4), porque se exige demasiado a los comprados de derechos y se le da poco a los 
propietarios de los inmuebles históricos.  
Otro problema identificado es que los casos de aplicación de recursos de este instrumento han sido 
muy pocos y que han tenido poco impacto en el desarrollo urbano, solo impacto en los predios 
privados (entrevista 1). Lo que quizá ha tenido influencia en la percepción del instrumento por parte 
de los ciudadanos, ya que ven que estos beneficios los reciben particulares y no existe un 
mecanismo que garantice el beneficio de la comunidad, mientras se ven afectados por la 
construcción de edificios con coeficientes excesivos. 
Un punto de vista (entrevista 6), es que debe de implementarse una política más robusta para la 
conservación del patrimonio que no dependa de la densificación o desarrollo de otra zona, sino que 
el patrimonio histórico se subsidie directamente, de otra forma hay mucha incertidumbre y los 
edificios se siguen cayendo.  
Otros entrevistados, consideran que el diseño del instrumento es adecuado en términos de sus fines: 
la conservación del patrimonio; el problema central se encontraría en la implementación (entrevistas 
5 y 9). En el caso de la Coordinadora del Programa de Apoyo de Fincas del Patronato de Centro 
Histórico (entrevista 9), considera que el instrumento ha sido exitoso. Gracias a éste se rehabilitaron 
21 inmuebles con los recursos generados por los 3 edificios que entraron al programa. Lo que ha 
hecho falta es voluntad política del ayuntamiento para aplicar el instrumento (entrevista 9). Además, 
la posibilidad de incrementar el aprovechamiento por otros medios y que se aplicó de manera 
generalizada y masiva, generó un desincentivo para aplicar la figura (Entrevista 9). El coordinador 
de la actualización de los instrumentos de planeación en Guadalajara explicó que “no fue un incentivo 
para los propietarios de esas fincas simplemente porque el recurso no llegaba a ellos, lo que entro 
por transferencia se iba a la bolsa general y de ahí se utilizaba para mil cosas, menos para el objetivo 
principal de la transferencia que es la rehabilitación de fincas históricas” (entrevista 4).  
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Aunque todos coinciden en que la ICUS ha tenido más éxito, algunos consideran que las TDD tienen 
una mayor potencialidad  (entrevistas 2 y 3) ya que “permite a la vez preservar y también desarrollar” 
(Entrevista 3).Un consultor urbano de gran experiencia en el servicio público (Entrevista 2), lamenta 
que la figura pueda desaparecer, pues:  
 “El enemigo número uno de la conservación del patrimonio es el dinero. Todos los dueños 
de casa históricas se dan de topes porque no pueden ganar lo que gana su vecino que tiene 
un edifico de 4 pisos y renta departamentos y gana rentas mensuales, y aquí un señor que 
le está guardando una casa a la ciudad gana 10,000 pesos si bien le va, entonces de ahí 
viene que los dueños manden tapar los drenajes, si no es que de plano mandan tumbar la 
casa el sábado… el famoso “sabadazo” ”.  
Sin embargo, como vimos en la sección 3.2.2, la Transferencia de Derechos de Desarrollo ha 
permanecido en los instrumentos de planeación del 2017. Al respecto, en el reglamento de gestión 
y en la propuesta de planes parciales sometidos a consulta este año, se ha simplificado el proceso 
de aplicación de estos instrumentos y se ha señalado claramente las áreas generadoras y 
receptoras, para ampliar el impacto de la distribución de los recursos que se reciban (entrevista 4). 
Por esta vía, se han establecido 4 rubros, en donde  “un porcentaje tiene que ir al dueño de la finca, 
otro porcentaje para la imagen urbana de las zonas históricas, y otra para infraestructura” (entrevista 
4). En base a esto hay que establecer “porcentajes y montos mínimos para  que realmente se vaya 
una cantidad considerable a la rehabilitación de la finca, que es el objetivo de la trasferencia” 
(entrevista 4).  
INCREMENTO DEL COEFICIENTE DE UTILIZACIÓN DEL SUELO (ICUS) 
Este instrumento no se ha logrado implementar como se ha tenido  previsto en la reglamentación 
urbana municipal desde el 2015, puesto que a la fecha no se han logrado aprobar planes parciales 
que los contengan y que son la base de su instrumentación. Sin embargo, como se explicó 
anteriormente, mediante la Disposición Administrativa que Regula los Mecanismos de 
Compensación, Indemnización y Mitigación por Acciones Urbanísticas en el Municipio de 
Guadalajara aprobada en enero del 2017, se han percibido ingresos bajo el concepto contribución 
por incremento del coeficiente de utilización del suelo (ICUS), con el objeto de regularizar edificios 
construidos fuera de norma. Mediante este mecanismo se ha logrado recaudar  24.5 millones de 
pesos6 por este concepto en lo que va del año. Aunque esta recaudación ha sido de acuerdo a la 
cuota establecida de 500 pesos el metro cuadrado según lo establecido en la Ley de Ingresos del 
2017. Esto, ha mostrado la disposición de algunos desarrolladores a pagar por los derechos de 
desarrollo, aunque a un precio muy bajo y la disposición del gobierno municipal a implementar esta 
política.  
En general los entrevistados coincidieron en que el ICUS es mejor o que  tiene más potencial de 
éxito, que la Transferencia de Derechos de Desarrollo (Entrevistas 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7) y todos los 
entrevistados coincide en que el ICUS no se ha implementado correctamente y que se está cobrando 
mal o muy poco (Entrevistas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8). 
VENTA DE DERECHOS DE DESARROLLO 
En cuanto a la forma de cobrar los derechos de desarrollo, la mayoría de los entrevistados coincide 
en que los derechos de desarrollo se deben de cobrar en base al valor de mercado o al valor de 
6 1, 145,146.18 Euros 
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salida de cada metro cuadrado (entrevistas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7). Dado que los precios fluctúan de un 
lugar a otro y pueden cambiar en cualquier momento, tienen la ventaja de adecuarse mejor a la 
realidad inmobiliaria en tanto los valores catastrales pasan por procesos de actualización que se 
demoran y resultan a veces de consideraciones políticas que los mantienen, frecuentemente, por 
debajo de los precios de mercado (entrevista 8). 
 
Cuadro 4: Respuesta a la pregunta ¿Cómo considera que los instrumentos de venta de derechos 
de desarrollo (ICUS, ICOS, TDD) deben de cobrarse? 
 
a) Con una cuota 
fija por metro 
cuadrado en 
cualquier zona de 
la ciudad.  
b) Conforme a los 
valores unitarios 
de suelo 
determinados por 
el catastro.  
c) De acuerdo al 
valor futuro de 
cada metro 
cuadrado de 
construcción 
adicional. 
d) De acuerdo a 
una subasta 
pública del 
ayuntamiento o en 
el mercado de 
valores. 
Entrevista 1    X 
Entrevista 3   X X 
Entrevista 4  X X  
Entrevista 5   X X 
Entrevista 6  X X  
Entrevista 7  X X  
Entrevista 8   X  
Entrevista 9   X  
Fuente: elaboración propia  
Como podemos ver en la tabla anterior, ninguno de los entrevistados estuvo de acuerdo con que el 
cobro se haga por una cuota fija por metro cuadrado, como aparece actualmente en la Ley de 
Ingresos. Prácticamente todos los entrevistados coinciden en que el ICUS no se ha implementado 
correctamente en buena medida por la deficiencia en su diseño que limita los alcances de su 
recaudación (entrevistas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8). 
Respecto a lo anterior, un funcionario del instituto metropolitano (entrevista 3) comentó que para que 
no se pierda el sentido de una captura de plusvalías, tendría que tener como base su valor real, o 
plantearlo a través de subastas públicas. Esta última, ha tenido una aplicación interesante en Sao 
Paulo, en donde se han subastado CEPACs o certificados de derechos de desarrollo que equivalen 
más o menos a un metro cuadrado de construcción y que se aplican en polígonos especiales de la 
ciudad. El Director del Instituto Metropolitano de la Universidad de Guadalajara (entrevista 1), 
considera que para el caso de las TDD, un diseño que incluya este tipo de subastas, es muy atractiva 
ya que permitiría el reajuste de los precios de acuerdo al reacomodo del mercado, liberaría al estado 
de la complicación de estimar el valor de los derechos de desarrollo y representaría un incentivo para 
los propietarios de predios con valor patrimonial; aunque algunos temen que un sistema así, pueda 
estar sujeto a manipulación y susceptible a la corrupción (entrevista 8). 
Aunque como se dijo, algunos no consideran que los valores de catastro representen los valores 
reales del suelo, algunos consideran que es la única forma de hacer este instrumento aplicable en 
el corto plazo para vincularlo con el valor del suelo (entrevistas 4 y 7), y aunque lo correcto es que 
se mantengan las tablas de valores de suelo de catastro actualizadas como principio general, 
también se podrían generar valores unitarios especiales para la aplicación del instrumento como 
precios unitarios que estimen la “capacidad de las infraestructuras de acuerdo a dictámenes 
técnicos” (entrevista 7). 
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En cuanto a la percepción de estos instrumentos por parte de los distintos actores a) desarrolladores 
inmobiliarios b) los propietarios del suelo c) las asociaciones de vecinos d) los partidos políticos e) 
los ciudadanos en general, la mayor parte de los entrevistados coincidieron en que los más afectados 
y/o beneficiados seria los desarrolladores inmobiliarios y las asociaciones de vecinos, es decir que 
estos dos grupos juegan el papel más relevante.   
Sin duda, actualmente los desarrolladores inmobiliarios son el grupo más beneficiado por el ICUS. 
Uno de los entrevistados nos comentó que, efectivamente, “los desarrolladores inmobiliarios están 
encantados de pagarlo” (entrevista 1), y otro asevera que los desarrolladores “aceptan un cobro 
irrisorio, sobre lo que están generándose ellos mismos en plusvalía” (entrevista 3). Por lo que, 
algunos de los entrevistados coinciden en que, de vincular el precio de los derechos de desarrollo al 
valor de suelo, es previsible que resultaría en una fuerte resistencia de los promotores (entrevista 4). 
Por otro lado, un consultor de desarrollo urbano (entrevista 6) considera que la captura de plusvalías 
puede ser para los desarrolladores una “bendición” ya que, la apropiación injusta de plusvalía, se 
traduce en una especulación en el precio del suelo. El propietario le imputa a su terreno las 
expectativas de desarrollo, si el terreno tuviera por decir algo cero derechos de desarrollo el 
propietario no podría adjudicárselos (entrevista 6).  
Por otro lado, la actual consejera de la Asociación de Vecinos de Providencia Sur, considera que 
incluso aunque tengan que pagar más, de nuevo, los desarrolladores inmobiliarios son los más 
beneficiados: “son los únicos que realmente están obteniendo una ganancia del suelo” (entrevista 8) 
y añade: “los propietarios en realidad no son beneficiados, las asociaciones de vecinos no obtienen 
ninguna participación en el valor del suelo” (entrevista 8). 
Aunque, otros entrevistados consideran que los mayores beneficiados de la transferencia de 
derechos de desarrollo serían precisamente las asociaciones de vecinos, ya sea porque se 
consideraría un pago más justo (entrevista 4), porque se verían beneficiados por los incrementos de 
valor en su entorno que repercutirían en el propio valor de suelo (entrevista 7), o en otras palabras 
cualquier mejora en su entorno consideran mejor que ninguna, cuando hasta ahora  los derechos de 
desarrollo se habían dado de manera gratuita (entrevista 1).  
Uno de los dilemas citados recurrentemente por las asociaciones de vecinos, es la insuficiencia de 
las infraestructuras para sostener usos más intensivos en ciertas zonas de la ciudad, sin embargo 
algunos consideran que en general la infraestructura no solo es suficiente, sino que esta subutilizada 
por el despoblamiento que ha sufrido el municipio en los últimos años (entrevista 6). Un consultor de 
especialista en planeación y desarrollo urbano, considera que “es necesario explicar a los vecinos  
la conveniencia de la recirculación de los bienes tanto para  la densificación como para evitar el 
círculo vicioso del deterioro de las infraestructuras… si no hay inversión en un sitio no será posible 
renovar las infraestructuras” (entrevista 6). 
En cuanto a los rubros en los que debe de implementarse los recursos obtenidos mediante la captura 
de plusvalías por medio de la venta de derechos de desarrollo a) Para la rehabilitación del patrimonio 
histórico de Guadalajara b) en la protección y rehabilitación de los sitios de valor ambiental del 
municipio y el incremento de las áreas verdes c) en la rehabilitación de la infraestructura urbana (vial, 
redes de agua, alcantarillado), la prestación servicios urbanos (recolección de basura, servicio de 
agua potable), d) en el desarrollo de vivienda de interés social dentro de la ciudad , y e) Otro. Muchos 
de los entrevistados coincidieron en que todos los rubros son importantes, aunque algunos deberían 
ser más prioritarios que otros.  
Cuadro 5: Respuesta a la pregunta ¿En qué rubros considera que debe invertirse los recursos 
obtenidos por los instrumentos de venta de derechos de desarrollo (ICUS y TDD)? 
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a) 
Rehabilitación 
del patrimonio 
histórico 
b) 
rehabilitación 
de sitios de 
valor ambiental 
y áreas verdes 
c) 
Rehabilitación 
de 
infraestructura 
y servicios 
urbanos  
d) Desarrollo
de vivienda de 
interés social 
d) 
Infraestructura 
de transporte 
público masivo 
Entrevista 
1 
X X X X X 
Entrevista 
3 
X X X X 
Entrevista 
4 
X* X X X 
Entrevista 
5 
X* X* X X X 
Entrevista 
6 
X X X 
Entrevista 
7 
X X 
Entrevista 
8 
X X 
Entrevista 
9 
X 
*Solo los recursos obtenidos por TDD
Fuente: elaboración propia 
La consejera de la Asociación de Vecinos Providencia Sur (entrevista 8), considera prioritario que 
los recursos se inviertan en infraestructura y áreas verdes, ya considera que los aumentos en la 
densidad traídos a cabo por estos instrumentos, derivaran en un déficit de estos elementos y en un 
aumento a la contaminación. El exfuncionario de COPLAUR (entrevista 7) igualmente considera 
estos dos rubros prioritarios, por considerarlos los que tienen un mayor impacto en cuanto a su costo 
beneficio.  
Mientras que el Titular de Planeación y programación del IMEPLAN (entrevista 4), considera que 
debería de invertir en todos los rubros y agrega que también es muy importante invertir en movilidad 
y espacio público. De igual forma un consultor y académico (entrevista 1), considera que todos los 
rubros son importantes  y que en todos los rubros hay muchas deficiencias y escasez de recursos, 
pero que el rubro que tendría más impacto sin duda seria la vivienda de interés social aunque observa 
que “el municipio estaría incapacitado” para realizar programas para la vivienda de interés social, 
por ser esto facultad del gobierno federal.  
Otros (entrevistas 3 y 4), coinciden en que cada instrumento tiene su propósito y en el caso del ICUS, 
su objetivo primordial debe ser la renovación de infraestructuras y la movilidad, mientras que la 
Transferencia de Derechos de Desarrollo, debe de encargarse de la rehabilitación del patrimonio 
histórico y las áreas verdes.  
En cuanto a las recomendaciones para mejorar estos instrumentos, es importante para implementar 
este tipo de instrumentos: “dejar claro que el derecho de edificación es propiedad del estado no del 
particular, eso para que no exista una vía jurisdiccional de reclamación como el juicio de amparo” 
(entrevista 5). Adicionalmente, es necesario trabajar en un “cambio de mentalidad administrativa” 
(entrevista 5) y atender el problema de litigiosidad que obstaculiza por la vía judicial  mediante juicios 
de amparo, su instrumentación por razones de proporcionalidad y equidad en su cobro hacia los 
particulares.  
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Por otro lado, el Titular de Planeación y Programación del IMEPLAN (entrevista 3) considera que 
restringir los derechos de desarrollo, es esencial para hacer una captura efectiva y no terminar con 
una captación residual.  
En cuanto al diseño del cobro de la tarifa, el director del Instituto Metropolitano de la Universidad de 
Guadalajara (entrevista 1) argumenta que “tasar una tarifa única que obviamente lo que va hacer es 
beneficiar a las zonas más ricas, y las zonas ricas estarían más propensas a estar concentrando los 
excedentes de derechos de desarrollo. Ahí hay un serio problema de implementación” teniendo como 
resultado un “efecto regresivo” (entrevista 1).  
En cuanto al diseño de los instrumentos TDD e ICUS, un ex director de Comisión de Planeación 
Urbana de Guadalajara, considera que estos instrumentos no deberían de funcionar por separado 
sino que deberían de estar vinculados mediante un banco de derechos de desarrollo o  “Sistema de 
Transferencias de Derechos” (entrevista 7). Por el contrario, el director del Instituto Metropolitano de 
la Universidad de Guadalajara, considera que la transferencia de derechos de desarrollo debe volver 
a su concepción original y volverse un acuerdo entre privados, “si va a ser una transferencia entre 
privados entonces permite que los privados hagan la transferencia,  y me parece que ahí el gobierno 
ha jugado un papel muy paternalista/patrimonialista si permitir que los privados hagan este tipo de 
transacciones” (entrevista 1). 
En cuanto al rol de las Transferencias de Derechos de Desarrollo, el titular de Planeación y 
Programación del IMEPLAN (entrevista 3), considera que estos instrumentos tienen un mayor 
potencial a nivel metropolitano como un antídoto a la urbanización expansiva, ya que se puede 
transferir derechos de las áreas que no deben urbanizarse a áreas que se pueden densificar en el 
centro de la ciudad, y plantea que esta sería una de las propuestas del instituto si se lograra una 
integración a nivel municipal.  
El ex Director de COPLAUR (entrevista 7), propone que la distribución de recursos obtenidos por el 
ICUS se destine a la ejecución de obra pública, y aplicarse en un 80 % en la zona en que se recaude 
y un 20% en otras zonas como compensación social.  
En cambio para la Consejera de la Asociación de Vecinos de Providencia Sur (entrevista 8), lo más 
importante es  trabajar con las colonias, identificar necesidades y establecer sistemas de 
transparencia “que permita conocer exactamente cuántos recursos existen y en qué se gastarán”; y 
agreda, “mientras no se haga esto, los sistemas seguirán sin funcionar”. 
El Coordinador de Actualización de los Instrumentos de Planeación del Ayuntamiento de Guadalajara 
(entrevista 4), apunta hacia algunas mejoras que se han hecho a los instrumentos en la 
administración en funciones:  
1) El cobro de estos instrumentos se hará de una forma muy sencilla y rápida, se cobraran con 
junto con la licencia de construcción multiplicando el costo unitario por los metros de 
construcción.  
2) En el reglamento de Gestión se establecieron cuatro rubros a los cuales deben de ir los 
recursos obtenidos mediante el TDD, “un porcentaje tiene que ir al dueño de la finca, otro 
porcentaje para la imagen urbana de las zonas históricas, y otra para infraestructura” lo que 
permitirá establecer porcentajes y montos mínimos para que realmente se vaya una cantidad 
considerable a la rehabilitación de la finca. 
3) En cuanto al ICUS, en las normas técnicas urbanas de los planes parciales que están en 
proceso de actualización, “se indican los rubros a los que se tendrán que ir los recursos, 
infraestructura, protección civil, mejoramiento de imagen urbana, limpios, agua etcétera”. 
Además, considera que la gobernanza de los instrumentos es sumamente importante. Promover un 
uso transparente de los que recursos y buscar formas de participación de la ciudadanía en el destino 
de los recursos (entrevista 4). Además, considera que los recursos deben de ir a un fideicomiso, bajo 
un consejo de vigilancia ciudadano (entrevista 4).  
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Finalmente, un elemento muy importante para el funcionamiento de la política, es hacer frente a la 
especulación del suelo. Un consultor de desarrollo urbano (entrevista 6) considera que sin esto la 
política de ciudad compacta va a ser un fracaso, “es necesario frenar la especulación urbana y 
desincentivar los vacíos urbanos o baldíos urbano por medio de una robusta política  tributaria, 
haciendo uso del impuesto de plusvalías o translación de dominio e incrementos progresivos en el 
predial para baldíos” (entrevista 6).  
 
4.1.4 INSTRUMENTACION DE LA CAPTURA DE PLUSVALIAS  
 
En cuanto a la relación entre los instrumentos de planeación y los instrumentos de captura de 
plusvalía estudiados, la mayor parte de  los entrevistados consideran indispensable o necesario  que 
las áreas de aplicación para la TDD y el ICUS estén determinados en los instrumentos de planeación 
(entrevistas 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9). Sin embargo, en cuanto a la especificidad de los proyectos o 
programas para la aplicación de recursos dentro de los instrumentos de planeación, los entrevistados 
difieren. Ofreciendo un punto de vista desde las asociaciones de vecinos (entrevista 8), considera 
que “no solamente deben señalarse en los Planea Parciales, sino que cada proyecto o programa 
deben ser completamente públicos, con cronogramas, vigilancia ciudadana y análisis técnicos 
fidedignos”. Otros (entrevistas 1 y 4) coinciden en que los proyectos deben de estar señalados en 
los instrumentos de planeación general y no en los instrumentos de planeación. Por otro lado, se 
considera que los proyectos para aplicar los recursos obtenidos por medio de estos instrumentos, 
no deben de estar constreñidos a los planes, ya que deben de ser flexibles y adaptables a las 
necesidades cambiantes de la ciudad (entrevista 1).  
Uno de los problemas para implementar este tipo de política es el hecho de que se ha vuelto muy 
difícil actualizar los planes parciales, desde el ejercicio del actualización del 2011, 2015 y ahora el 
ejercicio del 2017 (por verse), han sido rechazados o impugnados en los tribunales. Uno de los 
problemas es que se han tratado de actualizar todos los instrumentos de planeación al mismo tiempo.  
Un consultor de planeación y  desarrollo urbano (entrevista 6), opina que se debe repensar la forma 
de hacer los planes parciales, ya que de acuerdo a la nueva Ley General no necesariamente 
corresponden a una división territorial, sino que pueden significar proyectos o programas, por 
ejemplo, para implementar una política de DOT hay que revisar los planes parciales que sean 
necesarios, a lo largo de las líneas de transporte público por ejemplo. Entonces la parcialidad ya no 
es una parcialidad territorial sino que es una parcialidad programática o asociada a un proyecto y 
eso por supuesto puede ir en vinculación al desarrollo de estos instrumentos (entrevista 6).  
 
4.2 SINTESIS DEL ANALISIS DE LAS ENTREVISTAS  
 
Respecto a la captura de plusvalías en general, la mayor parte de los entrevistados consideran que 
los propietarios y desarrolladores inmobiliarios deben de contribuir de acuerdo a los beneficios que 
obtienen, y la mayoría considera que deben de contribuir de acuerdo a valor real del suelo.  Sin 
embargo, el debate central viene del destino de los recurso, en concreto si estos deben de  
Debate central, es si los recursos de los instrumentos deben de ir primariamente a la zona en donde 
se generan para compensar los impactos de la densificación y habilitar las infraestructuras para los 
usos más intensivos o si estos, bajo una lógica más progresiva, deben de invertirse en las zonas 
desprovistas del municipio.  
La política hasta ahora, se ha pensado, más en el sentido de la compensación y la mitigación de los 
impactos a las zonas que se están densificando y han sido justamente los vecinos los mayores 
impulsores para la política. Por lo que los cobros por los derechos se han pensado en términos de 
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esta mitigación y no en términos de una captura de plusvalía, por lo que hasta hoy el cobro por los 
derechos se mantiene bajo y desvinculado del valor del suelo.  
Y aunque muchos consideran que los justo es pagar de acuerdo al valor, el gobierno parece 
conformarse con que de momento con que se pague “algo aunque sea” y no se siga afectando a la 
ciudad sin ningún tipo de compensación. Además, las políticas de ciudad compacta que se están 
impulsando desde el gobierno federal, y la necesidad de vivienda cercana y accesible a la ciudad, 
en una zona metropolitana en expansión como Guadalajara, exigen incentivos para la densificación 
de la ciudad central, y la necesidad del municipio de competir con los municipios colindantes.  
RECOMENDACIOENES PARA CONTRUBUCION POR MEJORAS DE OBRAS PÚBLICAS 
En cuanto a las recomendaciones de los entrevistados para mejorar la contribución por mejoras este 
instrumento en Guadalajara, se identificaron las siguientes:  
 Es necesario un mayor esfuerzo en socializar el instrumento, es decir, explicar a la gente los
desarrolladores y propietarios porque existen y que beneficios obtiene al contribuir
(Entrevista 4).
 Establecer un ámbito territorial claro en donde se ubiquen los beneficiarios de la obra, y se
determine quiénes se benefician directamente de la obra (Entrevista 5 y 8).
 Identificar los proyectos y establecer plazos para su realización (Entrevista 8).
 Los recursos para dicha renovación deben de venir de la administración municipal y de los
desarrolladores inmobiliarios (Entrevista 8).
 Calcular los déficits de la ciudad o zona en donde los recursos se apliquen (Entrevista 1).
 Elaborar un reglamento Municipal “en el que queden claro el concepto, el objeto, las
modalidades de los obligados y las cargas fiscales”, además agrega que la base imponible
debe ser el plus valor que se ha generado por la obra calculado el valor de los predios antes
de iniciar la obra y una vez concluida (Entrevista 7).
RECOMENDACIONES PARA LOS INTRUMENTOS DE VENTA DE DERECHOS DE 
DESARROLLO  
En cuanto a las recomendaciones de los entrevistados para mejorar los instrumentos de venta de 
derechos de desarrollo (ICUS y TDD), se identificaron los siguientes.  
 Simplificar los instrumentos y hacerlos más transparente (entrevista 3, 4, 6 y 8)
 Unificar los instrumentos de Transferencia de Derechos de Desarrollo e ICUS en un solo
Sistema de Derechos de Desarrollos (entrevistas 1 y 7).
 Cobrar los derechos de desarrollo de acuerdo a los costos unitarios de suelo lo más cercanos
posible a los precios de mercado (entrevistas 1, 3, 4, 5, 6, 7 y 8).
 Clarificar los propósitos y el destino de los recursos para cada uno de los instrumentos, el
ICUS para el desarrollo de infraestructura, transporte y vialidades, y el TDD para la
conservación del patrimonio natural y edificado (entrevistas 5, 4, 6).
 Que por lo menos una proporción si no es que la mayor parte del recurso obtenido por el
ICUS vaya al área generadora como compensación por los nuevos usos intensivos y para
rehabilitar las infraestructuras afectadas por la densificación (entrevista 7 y 8).
 Para garantizar la equidad de estos instrumentos, que se cobre como una contribución de
mejoras y no un derecho para que este se base en la utilidad del suelo (entrevista 5).
 Clarificar que los derechos de desarrollo del “aire”, es decir para aprovechamiento vertical
son de la colectividad y no son inherentes a la propiedad del suelo (entrevista 3 y 5).
RECOMENDACIONES PARA LA APLICACIÓN DE LOS INTRUMENMTOS EN LA 
PLANAECION METROPOLITANA  
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 La transferencia de derechos podría utilizarse, no solo como una herramienta para la
conservación del patrimonio, sino como un instrumento para frenar la expansión urbana
(entrevista 3)
 Que los recursos obtenidos por medio del ICUS, no vayan en su totalidad al área en que se
generan pues podría resultar en una política regresiva. (entrevista 1)
 Eventualmente se puede generar un sistema de perecuación entre los municipios
metropolitanos en donde los municipios centrales contribuyan al desarrollo de  los municipios
periféricos dentro del área metropolitana (entrevista 1)
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CAPITULO 5: CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES 
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5.1 CONCLUSIONES 
Los instrumentos de captura de plusvalía en Guadalajara han tenido una evolución interesante, ya 
que derivan de una necesidad o presión del mercado por densificar la ciudad. El boom inmobiliario 
que resulto en la construcción de torres, mucha de ellas fuera de norma, ocasiono gran descontento 
en la población, sobre todo los vecinos de las zonas más pudientes de la ciudad, que fueron los 
primeros en sufrir el fenómeno. El reclamo de los vecinos, ha sido sobre todo los impactos en el 
entorno y la insuficiencia de las infraestructuras para soportar los incrementos.  La primera solución 
al fenómeno de la verticalización fue la Transferencia de Derechos de Desarrollo, que abría la puerta 
a la densificación bajo la condición de un pago por los derechos de desarrollo, con base en valores 
catástrales y cuyo fin era financiar la rehabilitación de las fincas patrimoniales. Sin embargo, este 
programa fallo, debido a la falta de incentivos, ya que los edificios alto siguieron contrayéndose de 
forma gratuita,  y la falta de voluntad política para aplicar el instrumento, el cual solo se aplicó en 3 
edificios y mediante e l cual se logró rehabilitar a 21 fincas patrimoniales. Entre críticas por la falta 
de transparencia en los criterios para la adjudicación de recursos pero sobre todo porque el 
instrumento solo beneficiaba a particulares y no tenía un impacto en el desarrollo urbano, el 
programa se desprestigio y cayó en desuso.  
Sin embargo la Transferencia de Derechos de Desarrollo, sentó un precedente del cobro por los 
derechos que se ha traducido en el diseño del ICUS, y aunque formalmente no se ha implementado, 
se ha demostrado su potencial y se espera que sea una fuente importante de ingresos para invertir 
en el desarrollo urbano de Guadalajara.  
En cuanto a la contribución por mejoras de obra pública, es un instrumento que se aplicó con mucho 
éxito en Guadalajara entre de los años 50´s y 80´s, que consiste en una contribución en bases a la 
valorización de los inmuebles por causa de un obra pública y que dejo de utilizarse cambios políticos 
y económicos, y que ahora se encuentra en reglamentado pero no se ha utilizado.   
Volviendo a la pregunta de investigación: ¿Cuáles han sido los problemas en el diseño y la 
implementación de los instrumentos de captura de plusvalía en Guadalajara, México? 
concluimos que los problemas en la implementación han sido diversos y específicos para cada uno 
de los instrumentos analizados.  
CONTRIBUCION POR MEJORAS DE OBRA PÚBLICA 
Las contribuciones por mejoras de obra pública por ejemplo, tienen una larga historia de 
implementación en la ciudad por medio de los consejos de colaboración municipal llevados a cabo 
entre 1949-1981, cuya gestión exitosa y posterior abandono, nos deja con algunos enigmas. Algunos 
de los entrevistados atribuyen el abandono de este sistema a partir de los años 80´s al “boom 
petrolero”, que inicio un periodo de dependencia de los gobiernos locales a las aportaciones del 
gobierno federal  proveniente de los excedentes de petróleo (González, Entrevista 6). Aunque 
también, pudieron haber influido al artículo 115 Constitucional en 1983, que ampliaron las facultades 
para los municipios en cuanto a la administración de su hacienda, planeación y ordenamiento 
territorial, que trajeron cambios importantes cambios administrativos al desarrollo urbano. 
Actualmente, los principales problemas en la implementación de la contribución por mejoras son:  
 Los propietarios consideran que todas las mejoras deben de ir a cargo del gobierno por los
impuestos que ya pagan o en su defecto y en el caso específico de las zonas que han sufrido
el fenómeno de la virtualización, deben de correr a cargo de los desarrolladores inmobiliarios.
A esto se suma la gran desconfianza que existe ante el manejo de los recursos por parte del
gobierno quienes son percibidos como ineficientes y opacos.
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 El territorio municipal está casi completamente urbanizado, por lo que la necesidad de
infraestructura básica ya se encuentra cubierta en su mayor parte. Por otro lado, al ser los
propietarios sujetos a pago, querrán decidir sobre las obras que se hagan, lo que hace más
difícil su implantación al menos que haya un consenso respecto a la obra, o que el beneficio
sea incuestionable, como una nueva vialidad o líneas de transporte público masivo.
En cuanto a los problemas en el diseño: 
 No está claro quién es sujeto al pago y cuáles serán exactamente las cargas fiscales,
además es necesario aclarar que la base del impuesto es el aumento de valor en el inmueble
a causa de la obra pública.
 No queda claro cómo se va a valorar los inmuebles para determinar el plus valor y como se
hará el cálculo para para cobro sobre las franjas, contiguas, adyacentes etcétera.
 Flexibilizar el instrumento para que se cobre solo el costo de la obra en algunos casos y el
costo de la obra más la plusvalía en otros.
 De acuerdo a la normatividad estatal, los polígonos de aplicación para estos instrumentos
deben de incluirse en los planes parciales, lo que les resta flexibilidad y lo ha hecho
inaplicable hasta ahora.
Los aciertos/potencialidades de este instrumento son: 
 Flexibilidad del instrumento para financiar proyectos de distinta índole de manera rápida y
concertada.
TRANSFERENCIA DE DERECHOS DE DESARROLLO 
Las Trasferencias de Derechos de Desarrollo, tienen una larga trayectoria en la normatividad 
Jalisciense (desde 1995) aunque solo se aplicaron a partir del 2002 en el Municipio de Guadalajara 
mediante los programas de Re densificación de Inmuebles y de Conservación del Patrimonio Cultural 
de Guadalajara con resultados modestos, la implementación de este instrumento ha sentado un 
precedente importante, para la venta de derechos de desarrollo.  
Problemas en el diseño: 
 Un intercambio que solo beneficiaba a actores privados, pues los compradores podían
construir por encima de los coeficientes establecidos en los planes y los propietarios de las
fincas patrimoniales pudieron renovar sus inmuebles, sin que las zonas receptoras ni las
generadoras recibieran alguna mejora o compensación.
 Falta de claridad en los planes parciales respecto al resultado final (altura) de los edificios
elaborados con este instrumento.
Problemas en la implementación: 
 La falta de control por parte de la autoridad sobre la construcción de edificios por encima de
los coeficientes establecidos en la norma, sin ser sujetos a pago o contribución dentro del
programa.
 Falta de voluntad  política para la aplicación del instrumento.
Aciertos: 
 Manejo de los recursos de un fideicomiso, por parte de una dependencia especifica que
llevaba el control de los proyectos.
 Sentar un precedente para la venta de derechos de desarrollo y la reinversión de los recursos
en fines específicos, en este caso la conservación.
INCREMENTO POR COEFICIENTES DE UTILIZACION  DEL SUELO (ICUS) 
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El Incremento al Coeficiente de Utilización del suelo, no se ha podido implementar debido a que a la 
fecha no se han logrado implementar planes parciales que los contengan, los cuales son el 
instrumento que los regulan.  
Problemas en el diseño: 
 En los planes parciales que se sometieron a consulta en el 2017, los derechos de desarrollo
básicos son muy altos y no parecen tener un criterio claro.
 El cobro por los derechos de desarrollo es demasiado bajo y esta desvinculado de los valores
de suelo.
 Todavía no queda claro cuál será el destino de los recursos, como se van a administrar y
que porcentaje estará destinado al mejoramiento de la zona que los emite y que porcentajes
estará sujeto a redistribución.
Problemas en la implementación: 
 No se ha implementado
Aciertos: 
 Ha abierto la posibilidad de obtener contribuciones por plusvalía en toda la ciudad para
reinvertir en el desarrollo urbano.
En cuanto a las hipótesis de la investigación: 
 H1. Los instrumentos de captura de plusvalías del municipio de Guadalajara, han fallado
debido a deficiencias en su diseño e implementación, por lo que no permiten cubrir las
necesidades de desarrollo urbano del municipio de Guadalajara.
 H2. Los instrumentos de captura de plusvalías, sobre todo los de venta por derechos de
desarrollo, pueden ser una fuente de financiamiento para la rehabilitación urbana y el
desarrollo urbano del municipio de Guadalajara.
Podemos Concluir que, la H1 se comprueba ya que debido su escasa o nula aplicación, y debido a 
su impacto nimio impacto en el financiamiento del desarrollo urbano,  los instrumentos de captura de 
plusvalía estudiados en esta investigación han fallado. Das deficiencias en el diseño, han sido una 
de flexibilidad en el caso de las Contribuciones Especiales por Obra Pública, una venta o intercambio 
de derechos de desarrollo muy bajo y desvinculado del valor del suelo, una distribución de los 
recursos regresiva. 
Sin embargo, podemos concluir que la H2 también se comprueba, ya que se observa un gran 
potencial en el instrumento y se han visto indicios de que la autoridad está dispuesta aplicarlos, como 
se ha visto con la reciente implementación de las acciones de mitigación y compensación en 
Guadalajara y la aplicación exitosa del CUS Max en Zapopan, los desarrolladores están dispuestos 
a pagarlos, y los vecinos exigen una compensación por los cambios en su entorno y los ciudadanos 
estarán contentos.  
5.2 RECOMENDACIONES 
Sin duda, la recomendación  más importante que se puede hacer respecto a la captura de plusvalías 
en el municipio de Guadalajara México, es que es necesario adecuar el marco normativo para 
permitir la recuperación de plusvalías por medio de la venta de derechos de desarrollo, dejando 
absolutamente claro que los derechos de desarrollo no son inherentes a la propiedad privada y que 
su aprovechamiento corresponde a la comunidad. Como se ve claramente en los modelos 
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legislativos de Brasil y Colombia en materia de recuperación de plusvalías, en particular la Ley 388 
de Colombia (1997) y el Estatuto de Ciudades de Brasil (2001). Mientras que el modelo colombiano, 
se enfoca en la recuperación de plusvalías en un 30 a 50% del valor que se genere por acciones 
públicas o decisiones administrativas (cambios de uso de suelo, etc.) echando mano de la asociación 
entre desarrolladores y Autoridades y permitiendo esta recuperación por medio de proyectos o 
donación de terrenos, mientras que el modelo brasileño está más bien abocado al cobro de derechos 
de desarrollo a partir de un límite básico. 
En cuanto a las recomendaciones puntúales, hacemos las siguientes: 
INSTRUMENTOS DE VENTA DE DERECHOS DE DESARROLLO (ICUS Y TDD) 
 Unificar los instrumentos de Transferencia de Derechos de Desarrollo e ICUS en un solo
Sistema de Derechos de Desarrollos, eliminando las áreas receptoras y designar un
porcentaje del ICUS a la transferencia de derechos para la conservación del patrimonio
histórico arquitectónico y natural o manteniendo las áreas receptores
 O Mantener los instrumentos ICUS y TDD separados, cobrando los derechos de desarrollo
ICUS de acuerdo a los costos unitarios de suelo fijado por el catastro y financiar las
transferencias de derechos por medio de subastas públicas de derechos de desarrollo que
pueden sobreponerse a los ICUS aumentando los derechos en un 50% en las áreas
receptoras.
 La transferencia de derechos podría utilizarse, no solo como una herramienta para la
conservación del patrimonio, sino como un instrumento para frenar la expansión urbana en
las áreas forestales (ejemplo el bosque de la primavera).
 Es absolutamente indispensable para garantizar la equidad de estos instrumentos, que se
cobre como una contribución de mejoras y no un derecho, y que el costo de los derechos de
desarrollo este determinado por los valores reales del suelo.
 Los recursos obtenidos mediante la venta de derechos de desarrollo, no deben de aplicarse
mayoritariamente en la zona en la que se generan ya que esto le daría a la política un efecto
regresivo.
 Los recursos obtenidos dentro de la ciudad por la venta de derechos de desarrollo deben de
distribuirse en un 30% en la zona que se produjo, y un 70% para su uso en otros rubros.
o TDD
o Zonas de renovación urbana
o Infraestructura
o Transporte publico
o vivienda
o o las que se decidan por el ayuntamiento 
 De un 15 a 20 % de los recursos obtenidos por los derechos de desarrollo debe de ir a un
fondo en donde los ayuntamientos por medio del IMEPLAN administren estos recursos para
la implementación de proyectos de alcance metropolitano, como transporte público masivo.
 Eventualmente se puede generar un sistema de perecuación entre los municipios
metropolitanos en donde los municipios centrales contribuyan al desarrollo de  los municipios
periféricos dentro del área metropolitana.
CONTRIBUCIÓN POR MEJORAS 
 Las contribuciones por mejoras de obras públicas deben de utilizarse para proyectos
específicos que representen una necesidad sentida o cuya importancia haya sido
consensuada por la ciudadanía, no para resarcir los déficits del desarrollo urbano, dar
mantenimiento a infraestructuras o para incrementar la potencialidad de los predios para
aprovechamiento inmobiliario, para esto deberán utilizarse las plusvalías recuperadas por  la
venta de derechos de desarrollo.
 Sin embargo, se considera que las contribuciones pro mejora tienen gran potencial para la
financiación de la expansión de redes de transporte público masivo y dentro los polígonos
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especiales PIUES en donde la renovación urbana debe ser obligada para todos los 
propietarios del suelo. 
AGUIS/NEUS/PIUES 
 Debido a que estas zonas están sujetas a la aplicación de un Plan Director, que puede
cambiar las normas de construcción dentro de los mismos, debe de quedar absolutamente
claro que los derechos básicos no pueden exceder los que se establezcan en la norma
general (no más de 3 pisos), y que los de derechos de desarrollo por encima del básico
deben estar sujetos a cobro por metro cuadrado determinado por el valor catastral.
 Estas áreas deben de ser autofinanciables, con los recursos que se obtengan de las
plusvalías por venta de derechos de desarrollo o por contribución por mejoras de obras
públicas.
 Como incentivo la mayor parte o la totalidad de las plusvalías obtenidas deberá reinvertirse
en la misma zona.
5.2.1 RESPECTO A LA VALORACIÓN DE LOS DERECHOS DE DESARROLLO 
Un elemento esencial para la aplicación de los instrumentos de venta de derechos de desarrollo, es 
1) la valoración de los mismos y 2) determinar los derechos de desarrollo básicos. Como vimos en
el capítulo 2, en la experiencia de brasileña, a partir de la expedición del Estatuto de Ciudade del 
2001, los gobiernos locales interpretaron el mandato de distintas formas y se han presentado 
distintas formas de valorar los derechos de desarrollo a lo largo y el ancho de ese país.  
Uno de los métodos utilizados es el método de tierra virtual, el cual parte de la valoración de terreno 
con su aprovechamiento básico, para después extrapolar ese valor a los derechos adicionales. Otros 
métodos van al alta cobrando un 70% del valor estimado del incremento de valor y otros a la baja 
cobrando un 50% del valor original del terreno. También, está el caso de las CEPACs en donde los 
derechos de desarrollo para polígonos específicos de la ciudad, ligados a proyectos estratégicos, se 
someten subasta pública.  
En Guadalajara, se tiene la experiencia de la Transferencia de Derechos de Desarrollo, la cual en el 
Reglamento del Programa de Re-densificación y Conservación, establece que el precio por metro 
cuadrado  debe de ser “de conformidad con el valor señalado por las tablas catastrales afectado por 
el factor de prioridad que al efecto establezca la Ley de Ingresos correspondiente” (RPRICPCG, art. 
9 frac. II). La valoración entonces era el resultado de la suma del valor unitario de suelo y del valor 
de la construcción que se planteaba construir, multiplicado por los metros cuadrados requeridos por 
el comprador de los derechos.  
La Transferencia de Derechos de Desarrollo según lo establecido en el Reglamento del Programa 
de Re-densificación y conservación, no contemplaba una aplicación más amplia del instrumento que 
permitiera recuperar plusvalías para la colectividad y que permitiera su aplicación de manera 
generalizada en Guadalajara.  
En el 2013, el Centre de Política de Sòl i Valoracions de la Universidad Politécnica de Cataluña, 
desarrollo el “Estudio para la recuperación de plusvalías de Guadalajara (México)”, cuyo objetivo era 
desarrollar una propuesta para recuperación de plusvalía por medio de la transferencia de derechos 
de desarrollo para el Municipio de Guadalajara, Jalisco. El estudio incluye una metodología para 
determinar la potencialidad transferible de las áreas urbanas por medio de un sistema SIG, basado 
en la información de catastro, del planeamiento vigente e información de mercado inmobiliario. El 
análisis se hizo en base a la zona del centro histórico de Guadalajara.  
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Figura 14: Potencial edificable en metros cuadrados en la zona de Centro Histórico Guadalajara, 
Jalisco   
Fuente: “Estudio para la recuperación de plusvalías de Guadalajara (México)” 
(Arellano y Roca, 2013) 
Mediante este estudio, pudo comprobarse mediante estudios del mercado inmobiliarios, que los 
valores fiscales determinados por catastro eran correspondientes a los valores de mercado, aunque 
estos se situaban en un 92 % del valor de real. Lo que los hacia fiables para determinar los valores 
del aprovechamiento virtual.  
Para establecer dicho valor, se determinó el valor de repercusión en base a los valores catastrales  
contrastados con los valores de mercado de la zona, para luego extrapolar este valor al número de 
metros cuadrados de aprovechamiento determinados por el planeamiento contrastado con la 
edificación materializada al frente de calle, lo que permitió calcular la plusvalía recuperable en la 
zona.  
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Figura 15: Esquema del cálculo del potencial edificable, adquisición y cesión. 
Fuente: “Estudio para la recuperación de plusvalías de Guadalajara (México)” 
(Arellano y Roca, 2013) 
En cuanto a la propuesta concreta, el Centro proponía dos mecanismo jurídico, uno para la compra 
de derechos de desarrollo y otro para cesión gratuita a la colectividad de dicho aprovechamiento. Se 
proponía que una parte del aprovechamiento fuera sujeta a la venta o cesión por el ayuntamiento y 
que la otra parte del aprovechamiento fuera aprovechamiento ínsito de la propiedad, la cual se podía 
vender o donar al ayuntamiento por medio del programa de transferencia de derechos de desarrollo. 
En la propuesta, también se contemplaban los incrementos de valor por los cambios de usos de 
suelo, los cuales podían ser recuperados “por medio de la aplicación del % de referencia a la 
diferencia entre el valor de la edificabilidad del CUS (obtenida mediante el producto de éste por el 
valor de repercusión del uso óptimo permitido por el planeamiento) y el valor de la edificabilidad 
media materializada del frente de calle (o de la edificabilidad de la parcela si fuera superior), obtenido 
mediante el producto de esa edificabilidad por el valor de repercusión del uso existente”. También la 
propuesta contemplaba la sobre edificación por encima del CUS establecido, determinado por “el 
valor del sobre-aprovechamiento autorizado, calculado como producto de la sobre edificación (por 
encima del CUS) por el valor de repercusión del uso óptimo permitido por el plan, se destinará a la 
“adquisición” de los derechos de desarrollo que correspondan a predios afectados con algún tipo de 
protección”.  
Este estudio aunque se realizó antes de que apareciera el ICUS, tienen algunos elementos que 
pueden ser muy útiles para su aplicación, como el cálculo de la edificación neta materializada al 
frente de calle, que podría servir como un criterio para determinar los derechos básicos, el cual 
debería reglamentarse para evitar ambigüedades en su definición.  
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